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PRESENTACIÓN

Jaime Cabeza Pereiro
Vicepresidente de la AEDTSS
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De nuevo, Documentación Laboral publica los excelentes resultados de las ac-
tividades que desarrolla, ya sea por su iniciativa exclusiva o en colaboración con
otras entidades, la Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad
Social. En este número, se aglutinan artículos que tienen su origen en intervencio-
nes de sus autoras y autores en, por una parte, la VIII Jornada de Derecho Social
de la Unión Europea, celebrada, como en ediciones anteriores por iniciativa con-
junta con la Asociación Española para el Estudio del Derecho Europeo (AEDEUR)
y con la Asociación Nacional de Laboralistas (ASNALA), por otra, en el Congreso
Anual de la Asociación y, además, en sendos seminarios de su sección juvenil.

Es un reto de dificultad creciente poder acoger toda la reflexión académica y en
toda su extensión que se genera en el seno de la dinámica de funcionamiento aso-
ciativo. Afortunadamente, la revista Femeris asume gran parte de las ponencias y
comunicaciones que derivan de las actividades de nuestra Comisión de Igualdad.
Y debe asimismo destacarse la colaboración de un buen número de revistas que
también publican los resultados de jornadas, seminarios y congresos que llevan
incorporado, como sello de calidad, el logotipo de AEDTSS.

Ya entrando en contenidos, la VII Jornada de Derecho Social de la Unión Euro-
pea, se centró este año en tres materias especialmente candentes: 1) la no discri-
minación en materia de Seguridad Social y el análisis de la doctrina del TJUE
dictada en cuanto a la Directiva 79/7CEE, la cual está poniendo en tela de juicio
no pocas normas de Seguridad Social de nuestro sistema jurídico; 2) la propuesta
de Directiva sobre trabajo en plataformas digitales, a la que de inmediato se realiza
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un comentario algo más específico; y 3) la discriminación por religión, con especial
énfasis en la jurisprudencia del TJUE, de mucho relieve en los últimos tiempos en
cuanto al requisito profesional determinante y la buena fe ocupacional.

Precisamente, el primer artículo, de autoría de CARDONA RUBERT, versa sobre
la propuesta de Directiva antes mencionada. El estudio pone de relieve los profun-
dos cambios en la gestión de las empresas que ha producido la revolución digital,
la cual, entre otros retos, ha puesto muy en entredicho la propia esencia de la re-
lación laboral. La autora desarrolla un exhaustivo análisis de los retos normativos
derivados de esos cambios, en cuanto, entre otros temas, la seguridad y la salud
en el trabajo, la protección de datos y la garantía de derechos digitales, o la gestión
algorítmica del poder de dirección y del poder disciplinario conducente a la toma
de decisiones automatizadas. En particular, son del mayor interés las reflexiones
que vierte sobre las exigencias que el habeas data plantea en cuanto a una infor-
mación acaso excesiva que las empresas detentan en cuanto a las personas que
para ellas prestan servicios y sobre cómo se incorporan a la propuesta de Directiva,
en relación con el Reglamento de 2016. Asimismo, deben leerse con atención los
comentarios acerca de la referida gestión algorítmica, cuya regulación en la Pro-
puesta la autora pondera de forma matizada, resaltando los avances, pero asi-
mismo criticando las insuficiencias, en particular en cuanto al derecho a la
desconexión digital. Ha de destacarse cómo el estudio enfatiza el carácter de mo-
delo de la Propuesta que, aunque centrada en el trabajo en plataformas digitales,
proyecta su influencia con carácter general, a causa del trascendente impacto de
la digitalización en todo el modelo productivo.

A continuación, se publican dos artículos que se corresponden con la revisión
de las dos comunicaciones distinguidas con el premio Rivero Lamas en el Con-
greso anual de Cuenca de este año. Es siempre ocasión de recordar con cariño y
reconocimiento a Juan Rivero, que nos dejó demasiado pronto hace dieciséis años,
cuando era presidente de la Asociación. Precisamente en el Congreso de Vigo de
2007, que me correspondió organizar, el seguía atentamente, desde la distancia
que le imponía su estado de salud, una actividad en la que se había involucrado
personalmente con alguna visita preparatoria y con una supervisión constante, que
nunca he tenido la ocasión de agradecerle por escrito.

El primero de los estudios premiados, cuyo texto se incluye como segundo ar-
tículo de este número, de HIERRO HIERRO, versa sobre el subsidio y la renta
agraria tras el ingreso mínimo vital, cuyo futuro —el de aquellos— califica como
incierto. El trabajo desarrolla un interesante análisis sobre el origen y desarrollo de
los referidos subsidio y renta, para hacer hincapié en el debate sobre su naturaleza
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jurídica, que califica como «semi-contributiva», alejada formalmente de las presta-
ciones no contributivas, de tal forma que queda fuera del haz de subsidios que han
de revisarse al calor de la entrada en vigor del Ingreso Mínimo Vital. Ello no obs-
tante, el autor reconoce su vertiente fundamental de prestaciones de garantía de
rentas mínimas, de modo que expresa una necesidad de ajuste y acomodo en una
estructura del sistema de Seguridad Social reformada por la implantación de dicho
Ingreso.

El otro estudio acreedor del referido premio, de GORROCHATEGUI POLO, se
dedica a los retos actuales y futuros en la formación y cualificación de la gente de
mar ante la digitalización y la automatización de buques. El creciente impacto de
la tecnología en el equipamiento y estructura de los buques, así como la aparición
de los buques autónomos, plantean el reto de la necesaria adquisición por parte
de las plantillas de las empresas y de los y las profesionales del sector de las ne-
cesarias competencias. A este respecto, el artículo pasa revista a la tupida malla
de normativa internacional e interna sobre la formación en el ámbito de la gente
del mar, a partir de los convenios de la Organización Marítima Internacional, pa-
sando por normas derivadas de la UE y desembocando en reglamentos del sistema
jurídico español. Ahora bien, todo este acervo no contempla de modo mínimamente
suficiente la revolución que ha introducido el input digital y el desarrollo exponencial
de la automatización. En este contexto, se ha planteado alguna iniciativa, como la
necesidad de establecer un Código en cuanto a la operatividad de los buques au-
tónomos, cuya aprobación se producirá primero con carácter no vinculante, a la
espera de otro posterior ya de naturaleza imperativa. En todo caso, emergen nue-
vas necesidades formativas, que han de incluirse en dicho Código y que afectan a
las personas que presten servicios en estos ingenios tecnológicos, ya sea a bordo
de los mismos o, como será cada vez más frecuente, desde tierra. En este reto,
que tiene una vertiente importante para la calidad del trabajo en el mar, está fuer-
temente implicada la Federación Internacional de Transportes. Al respecto, la au-
tora aboga por una gestión adecuada de estos cambios, participada por las
personas que trabajan en el sector.

También en relación con el Congreso de Cuenca se incluye el estudio de TRI-
LLO PÁRRAGA «Políticas públicas de empleo en la ley 3/2023, de 28 de febrero»,
concebido sobre la base de la relatoría que el autor asumió de las ponencias y del
desarrollo académico del mismo. A partir del objetivo general del trabajo digno, se
aproxima la inclinación hacia él de la Ley de Empleo, tomando en consideración
sus propósitos declarados y su proceso de aprobación. El autor parte del fracaso
de la normativa anterior, preguntándose acerca del alcance transformador que
puede tener la nueva. A este respecto, desarrolla un análisis crítico sobre la es-
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tructura de los órganos de gobierno tal y como han sido modificados, sobre la con-
tinuidad y los cambios en torno a los diálogos entre las políticas activas y las pasi-
vas de empleo y sobre la nueva identidad de aquéllas, que se centra en una
aproximación a la empleabilidad renovada y más sensible a las necesidades par-
ticulares de las personas demandantes de empleo, las cuales no han de ser cul-
pabilizadas de su falta de ocupación ni estereotipadas a causa de esta
circunstancia. El mayor énfasis en la formación, el renovado y ampliado entendi-
miento de la intermediación y el profundo cambio en la lógica de la normativa de
incentivos son mejoras constatables, a la espera de una más adecuada orientación
de las prestaciones de desempleo del sistema de Seguridad Social, que requieren
de una necesaria reforma de ajuste. A modo de cierre, el autor concluye que la
normativa aprobada en materia de empleo, mejor acoplada con la laboral y con el
principio de estabilidad en el empleo, conjugada con unas reformas de Seguridad
Social en un sentido más decididamente protector del sistema, apunta en una di-
rección más consecuente con la dignidad en el trabajo y más protectora de las si-
tuaciones vulnerables.

Estos tres trabajos —los dos correspondientes al premio Rivero Lamas y el ba-
sado en la relatoría del Congreso Anual— han sido desgajados, como sucede tra-
dicionalmente, de las dos publicaciones monográficas que se derivan de su
celebración: de una parte, el libro que recoge el texto de las ponencias y, de otra,
la publicación digital. La separación e inclusión en este número obedece al objetivo
de darle mayor visibilidad al premio Rivero Lamas y, en el caso del que se basa en
la relatoría general, a la necesidad de divulgar de una forma sintética y rápida los
contenidos centrales del Congreso. Pero los tres son una buena muestra de la in-
tensidad y rigor con el que hemos trabajado en Cuenca, ya en la travesía hacia el
próximo Congreso de Mérida.

El número se completa con una tercera parte que se centra en la profesión uni-
versitaria, en la que se recogen estudios derivados de seminarios organizados por
la Sección Juvenil. Secuencialmente, el primero, firmado por BERNAL SANTAMA-
RÍA, reflexiona sobre la acreditación y la carrera universitaria en la nueva Ley Or-
gánica, 2/2023, de 22 marzo, del Sistema Universitario —LOSU—. Las exigencias
renovadas de acreditación, que se contrastan y contraponen con las impuestas
anteriormente, se engarzan con la propia carrera profesional, planteada a partir de
los mecanismos de contratación laboral. Unas y otras propugnan la prosecución
de unos valores hasta ahora solo muy insuficientemente logrados, en particular
una mayor promoción de la movilidad profesional, un establecimiento de sistemas
más justos y transparentes de evaluación y una mejor equidad retributiva a partir
de unos complementos retributivos más aquilatados. La reducción de la tempora-

Doc. Labor., núm. 129-Año 2023-Vol. II. ISSN: 0211-8556. Presentación, págs. 3 a 8

DLPresentación6

DL entera 129_Maquetación 1  10/10/23  19:02  Página 6



lidad a través de la reordenación de las modalidades de contratos en la que el
puente a la contratación indefinida resulte más transitable, así como la garantía de
una genuina carrera profesional laboral conducen a que la autora, a la espera de
la aprobación del estatuto de personal docente e investigador, pondere en términos
razonablemente positivos la reforma, aunque se mantiene expectante a la espera
de que se afronten dos retos insoslayables: de una parte, la mejora y homologación
de criterios entre las agencias española y autonómicas de acreditación de la cali-
dad y, de otra, que se afronte de forma decidida el problema del envejecimiento
que aqueja, cada vez más, a la universidad española.

En segundo lugar, SMINTINICA centra su artículo en la valoración de las revis-
tas científicas en el ámbito del Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. A
partir de los sistemas de revisión de los ejemplares, en particular de la revisión por
partes, la autora repasa todas las revistas españolas de la disciplina, ya sean en
formato papel, digital, o mixtas. Expresa su preocupación por que las revistas se
valoran no tanto por la calidad de los textos que publican, sino por el impacto que
alcanzan. Alude a los índices más conocidos, desde los más restrictivos a los más
inclusivos de las revistas centradas en el Derecho del Trabajo y de la Seguridad
Social, enfatizando que en el JCR no existe una edición de revistas de ciencias ju-
rídicas. De este modo, tienen un valor muy trascendental los criterios empleados
por la ANECA. Aunque ha de reconocerse, y así concluye el análisis, que la medi-
ción de la calidad en la disciplina se encuentra en un proceso de cambio muy di-
námico y progresivamente acelerado, de tal forma que las conclusiones que se
pueden sentar tan solo tienen un carácter muy provisional.

Finalmente, QUIRÓS HIDALGO reflexiona en su artículo sobre la carrera aca-
démica del profesorado universitario, a partir de la situación de las personas in-
vestigadoras en época doctoral y su camino hacia la estabilización. Pasa revista a
las modalidades de contratación después de la nueva LOSU, con particular dete-
nimiento en la renovación de la figura de ayudante doctor/a y con especial hincapié
en la nueva modalidad de profesorado permanente doctor, sobre la que reflexiona
en torno a sus similitudes y diferencias con la anterior de contratado doctor. La
nueva regulación del profesorado asociado, de carácter indefinido, la vincula a la
necesidad de luchar contra el fraude, si bien pone de relieve algunas de las dificul-
tades inherentes a la opción por el carácter indefinido del vínculo. Y realza la im-
portancia de que se diseñe, con un perfil más adecuado y concreto, la modalidad
del contrato de sustitución al objeto de atender necesidades docentes sobrevenidas
y coyunturales. En muchas de estas nuevas regulaciones, las disposiciones tran-
sitorias tienen una singular importancia, como subraya convenientemente el autor,
a los efectos de producir una adecuada transición del antiguo al nuevo régimen ju-
rídico.
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***
Tengo la oportunidad de presentar, así pues, un número de estructura y conte-

nidos complejos. En este caso, la complejidad constituye un valor importante, por-
que las materias abordadas no pueden sino enfocarse poniendo de relieve
innumerables matices. Desde la colisión de los derechos de habeas data con el
control digital por la empresa en el ejercicio de su poder de dirección hasta los en-
tresijos de la nueva regulación del profesorado asociado, y pasando por los retos
formativos de determinados sectores ante las exigencias de la automatización o la
necesidad de proteger a los trabajadores y trabajadoras por cuenta ajena del
campo mediante medidas de Seguridad Social adecuadamente relacionadas con
el Ingreso Mínimo Vital, ciertamente este número atraviesa diversos ejes temáticos
de nuestro sistema jurídico. Todo lo cual refleja que pocos contenidos se escapan
del radar de la masa crítica conformada por la AEDTSS y que esta no hace sino
poner sus medios al servicio de que la reflexión académica se transmita a la so-
ciedad.

Jaime Cabeza Pereiro
Vicepresidente de la AEDTSS
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RESUMEN

Los desafíos relacionados con el trabajo en plataformas digitales requieren por parte de la
Unión Europea acciones dirigidas a la adopción de medidas específicas destinadas a ser normas
mínimas para todos los Estados y garantizar, así, la mejora de la seguridad jurídica y la obten-
ción de unas condiciones de competencia equitativas entre las plataformas digitales de trabajo
y los proveedores de servicios fuera de línea, apoyando el crecimiento sostenible de las plata-
formas digitales de trabajo en la UE. En este contexto surge la Propuesta de Directiva relativa
a la mejora de las condiciones laborales en las plataformas digitales, que incluye medidas que
tienen como finalidad facilitar la correcta determinación de la situación laboral de las personas
que realizan trabajo en plataformas en la UE y mejorar la transparencia del trabajo en platafor-
mas, además de otorgar a las personas que realizan trabajo en plataformas una serie de dere-
chos destinados a promover la transparencia, la equidad y la rendición de cuentas en la gestión
algorítmica. Y es el análisis de estas medidas lo que este trabajo analiza. 
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ABSTRACT

The challenges related to digital platform work require the European Union to adopt specific
measures aimed at adopting minimum standards for all EU Member States in order to improve
legal certainty and ensure a level playing field between digital work platforms and offline service
providers, supporting the sustainable growth of digital work platforms in the EU. It is in this context
that the Proposal for a Directive on improving working conditions on digital platforms arises,
which includes measures aimed at facilitating the correct determination of the employment status
of people working on platforms in the EU, improving the transparency of work on platforms, as
well as granting people working on platforms a series of rights aimed at promoting transparency,
fairness and accountability in algorithmic management. It is in the analysis of these measures
that this paper looks at.

Palabras clave: Unión Europea, Plataformas digitales, trabajador, cuenta ajena, autónomos,
relación laboral, inteligencia artificial, gestión algorítmica, protección de datos, transparencia,
Propuesta de Directiva, condiciones laborales., deber de información, representantes de los tra-
bajadores, salud laboral.

Key words: European Union, Digital platforms, employee, self-employed, employment rela-
tionship, artificial intelligence, algorithmic management, data protection, transparency, Proposal
for a Directive, working conditions, duty of information, workers' representatives, occupational
health.

1. INTRODUCCIÓN

La economía, las instituciones públicas y privadas y cualquier ámbito de las relaciones so-
ciales o interpersonales se hallan transversalmente impregnadas por el hecho digital. 

Nos encontramos en la era de la Sociedad 4.0 y en la conocida como cuarta revolución in-
dustrial. Esta última revolución industrial se define frente a las tres anteriores, que tuvieron en
común su pretensión de automatizar tareas físicas, por suponer la automatización de tareas
cognitivas.  En el ámbito de las relaciones productivas, se ha generalizado un modelo de em-
presa basado en la digitalización, del que las plataformas digitales son ejemplo paradigmático.

Las plataformas digitales cubren un amplio espectro de actividades económicas. Con ca-
rácter general todas ellas podrían situarse en una de las siguientes categorías, o bien entre las
que ofrecen servicios o productos digitales a usuarios individuales, como los motores de bús-
queda o las redes sociales; o en las que facilitan y median entre distintos usuarios, como las de
empresa a empresa; o bien en las plataformas laborales digitales. 

Bajo el paraguas de las plataformas laborales encuentran cobijo tanto las plataformas en
línea basadas en la web, en las que las personas trabajadoras realizan tareas en línea y a dis-
tancia, como las plataformas de trabajo in situ, basadas en la ubicación, una forma híbrida en
las que las personas combinan la comunicación en línea con la realización de una actividad
posterior en un lugar físico específico1. Ambas incluyen realidades laborales heterogéneas en
las que los trabajadores vinculados con ellas, en la mayoría de los casos, disfrutan de condicio-
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1 Las plataformas en línea basadas en la web incluyen plataformas de micro tareas, freelance, basadas en con-
cursos, de programación competitiva y de consulta médica, mientras que las plataformas basadas en la localiza-
ción incluyen las que ofrecen servicios de taxi, reparto, domésticos, de cuidados y a domicilio. 
OIT, World Employment and Social Outlook 2021. The role of digital labor platforms in transforming the world of
work, págs. 39-43. https://www.ilo.org/global/research/global-reports/weso/2021/lang--en/index.htm
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nes laborales dispares, derivadas de la heterogeneidad del modelo de plataforma y del perfil
formativo y social de los trabajadores que, con carácter general, se vincula a cada uno de estos
tipos. En ambos tipos de trabajo en plataforma, sin embargo, es posible identificar una caracte-
rística base común, puesto que ambos parten del establecimiento de una relación de tipo trian-
gular entre la plataforma, sus trabajadores y los clientes, produciéndose el emparejamiento de
estos actores a través de la intermediación on line, a través de la plataforma y mediante el uso
de algoritmos. 

Estamos ante un fenómeno en continua expansión y crecimiento que se calcula que, sólo
en el ámbito geográfico de la Unión Europea, alcanzará los 43 millones de personas empleadas
en el año 20252, con indudables repercusiones económicas3.

De la implantación de las plataformas es posible predicar innegables bondades, pero tam-
bién, al mismo tiempo, proyecta sombras que resulta imposible obviar.  

En cuanto a las bondades, se abre un amplio abanico de oportunidades tanto para las em-
presas como para los trabajadores.  Para las empresas, nuevos mercados, la reducción de cos-
tes, el aprovechamiento de las innovaciones en tecnologías digitales y el acceso a la mano de
obra mundial y local, para mejorar la eficiencia y aumentar la productividad.  Para los trabaja-
dores, nuevas oportunidades de generación de ingresos y de empleo, oportunidades para ac-
ceder con mayor facilidad al mercado laboral, obtención de ingresos adicionales mediante una
actividad secundaria o el disfrute de flexibilidad en la organización del tiempo de trabajo.  

Es posible identificar, sin embargo, una amplia zona de sombra en la que se situarían las
condiciones laborales y de protección social a la baja, riesgos para la salud y la seguridad, tra-
bajo precario, horarios de trabajo fragmentados, niveles inadecuados de ingresos o dificultades
para garantizar el reconocimiento de los derechos colectivos, entre otras. 

Por otra parte, la utilización de sistemas automatizados de supervisión o toma de decisiones
alimentados por algoritmos que asumen funciones, como la asignación de tareas, el suministro
de instrucciones, la evaluación del trabajo realizado o la imposición de sanciones, sitúan a los
trabajadores en una posición de fragilidad, en cuanto a la esfera de sus derechos fundamenta-
les. Con frecuencia, carecen de información sobre el funcionamiento de los algoritmos, sobre
qué datos personales se utilizan y, cómo no, sobre la manera en la que su propio comporta-
miento puede afectar a las decisiones adoptadas por los sistemas automatizados. 

En este contexto, y superados aquellos debates iniciales en los que se defendía la autorre-
gulación del sector e, incluso de manera más drástica, su desregulación4, los desafíos relacio-
nados con el trabajo en plataformas digitales requieren por parte de la Unión Europea acciones
dirigidas a la adopción de medidas específicas destinadas a ser normas mínimas para todos
los estados de la Unión y garantizar, así, la mejora de la seguridad jurídica y la obtención de
unas condiciones de competencia equitativas entre las plataformas digitales de trabajo y los
proveedores de servicios fuera de línea, apoyando el crecimiento sostenible de las plataformas
digitales de trabajo en la Unión. Dichas medidas deben, como mínimo, facilitar la correcta de-
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2 Think Tank European Parliament, Improving the working conditions of platform workers (Briefing, 21/06/2023).
https://www.europarl.europa.eu/thinktank/en/document/EPRS_BRI(2022)698923
3 En la UE hay más de 500 plataformas laborales digitales activas. Se encuentran entre ellas tanto empresas in-
ternacionales como pequeñas empresas nacionales o locales.
4 RODRÍGUEZ-PIÑERO ROYO, M. C, «El papel de la negociación colectiva. Contenidos a afrontar, aparición de
nuevas actividades y formas de trabajo», en CCNCC. El futuro del trabajo: retos para la negociación colectiva.
XXX Jornada de estudio sobre Negociación Colectiva, Madrid, Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad
Social, 2018, p. 132. CAVAS MARTÍNEZ, F., «Breves apuntes para una regulación multinivel del trabajo en pla-
taformas digitales», Revista de Derecho Social, n.º 87, 2019, p. 85.
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terminación de la situación laboral de las personas que realizan trabajo en plataformas en la
UE y mejorar la transparencia de ese trabajo, además de otorgar a las personas que lo realizan,
una serie de derechos destinados a promover la transparencia, la equidad y la rendición de
cuentas en la gestión algorítmica5.

En resumidas cuentas, la UE se ve compelida a adoptar una norma con la finalidad de me-
jorar, con carácter general, las condiciones laborales de las personas que realizan trabajo en
plataformas y, en particular, para garantizar la correcta determinación de su situación laboral,
promoviendo la transparencia, la equidad y la rendición de cuentas en la gestión algorítmica en
ese ámbito.  El reto no es fácil, se trata de afrontar la opacidad, la complejidad, el sesgo, cierto
grado de imprevisibilidad y un comportamiento parcialmente autónomo de ciertos sistemas de
IA, para garantizar su compatibilidad con los derechos fundamentales, sin que ello implique, en
ningún caso, obstaculizar el desarrollo tecnológico ni aumentar de manera desproporcionada
el coste de introducir soluciones de inteligencia artificial en el mercado.

Y justo en este punto surge la Propuesta de Directiva relativa a la mejora de las condiciones
laborales en el trabajo en plataformas digitales6, con la que se pretende garantizar un marco
común europeo de derechos mínimos aplicables a todas las personas que realizan trabajo en
plataformas en la Unión. Sin olvidar fomentar las condiciones para el crecimiento sostenible de
las plataformas digitales de trabajo en la Unión.

Es importante subrayar que la Propuesta establece una armonización mínima, por lo tanto,
la Propuesta no constituye una justificación válida para la disminución del nivel general de pro-
tección y, en particular, no afecta a las normas nacionales que sean más favorables para los
trabajadores de plataformas que lo establecido en aquella. 

2. EL CAMINO HACIA LA DIRECTIVA RELATIVA A LA MEJORA DE LAS CONDICIONES
LABORALES EN LAS PLATAFORMAS DIGITALES

Hablar de la evolución de la Propuesta de Directiva relativa a la mejora de las condiciones
laborales en el trabajo en plataformas digitales es, en realidad, una ocasión para referirse a al-
gunas de las grandes cuestiones que han de ser objeto de debate central en el iuslaboralismo
a lo largo de los próximos años. Podría decirse que el estudio de esta futura norma de la UE
tiene algo de avanzadilla de otras controversias que ineluctablemente se van a producir en un
futuro bastante próximo.

A fin de cuentas, el trabajo en plataformas digitales constituye una de las formas que se está
abriendo camino como consecuencia de la digitalización, pero acompañada de otras no menos
importantes. Indudablemente, más allá de la diversificación de las tipologías de prestación de
servicios, la gran mayoría de los trabajos sufren grandes transformaciones en su contenido y
en el modo de desarrollarlos, afectados asimismo por las revoluciones digital y tecnológica.

En consecuencia, todos los tópicos que aborda el texto propuesto por la Comisión Europea
exceden del ámbito de una concreta forma de trabajar y alcanzan el rango de las grandes dis-
cusiones que ya se están dando o se avecinan en el futuro inmediato en el ámbito jurídico la-
boral. Quizá no estén contenidas todas ellas, pero al menos las que se incluyen en la propuesta
conforman algunas de las más relevantes y perentorias.

DLGestión algorítmica y condiciones laborales...14

Doc. Labor., núm. 129-Año 2023-Vol. II. ISSN: 0211-8556. Gestión algorítmica y..., págs. 11 a 28

5 Considerando 13 de la Orientación General al Consejo, de 7 de junio de 2023, sobre la Propuesta de Directiva
del Parlamento Europeo y del Consejo relativa a la mejora de las condiciones laborales en el trabajo en plataformas
digitales. Comité de Representantes Permanentes. 
https://data.consilium.europa.eu/doc/document/ST-10107-2023-INIT/es/pdf
6 Utilizo, por ahora, y sin perjuicio de que habrá que aludir a textos actualizados a través de su tramitación a través
de, entre otros órganos, el Parlamento y el Consejo, la Propuesta originaria de la Comisión, de 9 diciembre 2021,
COM(2021) 762 final. Tras varios intentos, el Consejo acordó su posición el 12 de junio de 2023, cuando 22 países
votaron a favor.
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Como no podía ser de otro modo, esos grandes temas de la Propuesta se corresponden
con controversias absolutamente clásicas del Derecho del Trabajo. Aunque ha variado mucho
y en una transformación progresivamente acelerada la forma de trabajar, en constante interac-
ción con unas aplicaciones y unas herramientas tecnológicas inimaginables hace unos pocos
lustros, la realidad ontológica del trabajo por cuenta ajena y subordinado permanece, como ele-
mento estructural de la relación de trabajo productivo.

No ha sido necesario «encastrar» una realidad nueva en una estructura antigua, sino que,
más bien, encaja con bastante naturalidad, aunque con alguna que otra arista que exige un cui-
dadoso análisis. Sin duda, la revolución digital y tecnológica ha sido disruptiva, como tantas
veces ha sido calificada, pero no ha producido, en apariencia, una disrupción epistemológica
en el Derecho del Trabajo.

Penetrando poco a poco en el campo de las plataformas digitales y en la Propuesta de Di-
rectiva, no es casual que, después de grandes titubeos en los años anteriores, a partir de 2020
se haya producido, al menos en el contexto de los países europeos, una visible convergencia
hacia la consideración como laboral de la prestación de servicios desarrollada en estos en-
tornos7. Hay un reconocimiento tendencial de una subordinación absolutamente incompatible
con el trabajo autónomo, por más que se exprese, casi siempre, como una circunstancia casuística
derivada del análisis concreto de la controversia planteada.

Pese a esa tendencia clara y visible, el aspecto sin duda más controvertido de la Propuesta,
y el que más obstáculos está encontrando a lo largo de su tramitación, ha sido el de la introduc-
ción de una presunción de relación laboral a partir de la existencia de una serie de condiciones
que, convergiendo algunas de ellas, la generarían. Es curioso comprobar que, como ha sucedido
en la mayoría de los países de nuestra órbita jurídica y también en España, la subordinación es
la clave de bóveda de todas esas condiciones8, sin que el texto le preste atención alguna al ele-
mento de la ajenidad. No ha sido la dialéctica cuanta propia-cuenta ajena la que ha prevalecido
en el texto propuesto, por más que, en relación con ella, el trabajo en plataformas constituya un
laboratorio de experiencias potencialmente muy fructífero.

Con todo, este primer tópico de la Propuesta de Directiva, al margen de perdurar como el
debate doctrinal más clásico de nuestra disciplina, se extiende a la realidad productiva que se
desarrolla en los nuevos ecosistemas tecnológicos y digitales. Seguramente, los representantes
de las empresas no quieren perder esta batalla en el contexto de las plataformas digitales porque
la derrota sería simbólica para otras próximas, de tal modo que mantienen su empeño de ero-
sionar, si no es posible retirar, esta importante presunción del texto proyectado.

La privacidad y la protección de datos constituyen el segundo gran campo temático de la
Propuesta. Más allá de la atención que se le prestará algo más adelante, conviene ahora dejar
sentadas dos ideas iniciales: la primera, centrada en el control al que la persona que trabaja a
través de plataformas se ve sometida precisamente a causa de la aplicación que da sustento a
su relación de servicios, y que es consustancial a esta forma de trabajar. De nuevo, ese control
caracteriza otras modalidades de trabajo y, por extensión, la mayoría de las relaciones produc-
tivas subordinadas. La garantía de los derechos fundamentales concernidos a causa de esa
monitorización real o potencial exige, por consiguiente, el establecimiento de unas reglas que
se aproximan en el texto de la futura Directiva.
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7 Véase HIEßL, C., «Case Law on the Classification of Platform Workers: Cross-European Comparative Analysis
and Tentative Conclusions», Comparative Labour Law & Policy Journal, vol. 42.2, pp. 465 y ss.
8 Un lúcido estudio sobre este tema en SANGUINETI RAYMOND, W., «El test de laboralidad y la dialéctica de los
indicios de subordinación y autonomía», Revista de Derecho Social, n.º 97, 2022, pp. 15 y ss.
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La segunda se refiere, como no podía ser de otro modo, a las reglas de proporcionalidad y
de minimización. El principio de mínima injerencia o mínima afectación hacia la intimidad, la pri-
vacidad y los derechos derivados de una y otra exige una ponderación que, desde luego, el Re-
glamento UE 2016/679 ha omitido. Era esperable que, siendo el art. 88 de este casi una remisión
en blanco a las legislaciones internas y a los sistemas nacionales de relaciones laborales, en-
seguida se hiciera sentir una necesidad de armonización de reglas en el seno de la Unión Eu-
ropea. Indudablemente, los preceptos de la Propuesta dedicados a este tema constituyen, como
ya se ha expresado en general, una avanzadilla necesaria.

En tercer lugar, la seguridad y la salud en el trabajo se expresa como otro gran campo te-
mático. En él converge el activismo de la OIT, tanto en sus grandes declaraciones fundamentales
como en su actividad normativa más reciente9, con un evidente giro de la política preventiva
hacia ciertos riesgos característicos de los nuevos entornos productivos. Es tangible el rango
recobrado por la seguridad y salud en el trabajo como derecho esencial y central de la prestación
de servicios. Que la Propuesta se refiera a él con una importante dedicación pone de relieve
que no puede ser obviado nunca cuando se regulen las nuevas formas de trabajar y los nuevos
escenarios productivos. Seria sencillo limitarse a afirmar que los riesgos psicosociales han ga-
nado espacio y a ellos se dedica creciente atención, pero habría que añadir que se insinúan
otros derivados más bien de formas de vida poco saludables que también asoman en el texto
que se comenta en estas páginas.

Finalmente está el cuarto tópico, quizá el más novedoso. El estudio doctrinal acerca de los
algoritmos ha precedido, obviamente, a las iniciativas normativas10. Y, con el importante preludio
español al que enseguida se hace referencia, la Propuesta de Directiva constituye la primera
aproximación general a la gestión algorítmica del poder de dirección y del poder disciplinario
por parte de la empresa. El texto apuesta por una regulación holística de la dirección automa-
tizada de las decisiones laborales, aunque no la consigue totalmente, porque quedan al margen
importantes aspectos que constituyen el contenido del contrato de trabajo. Sin duda, la dimen-
sión de modelo regulatorio para relaciones de servicio diferentes del trabajo en plataformas di-
gitales configura su dimensión más importante.

Es decir, a modo de corolario introductorio, el valor más importante de la futura Directiva, y
sin que en absoluto pueda menospreciarse que regule el trabajo en plataformas digitales, con-
siste en la vis expansiva que pueden tener sus reglas, en una realidad productiva en la que big
data, gestión algorítmica y decisiones automatizadas de impacto colectivo o ad personam con-
figuran un triángulo que pugna por transformar cualitativamente la subordinación, para conso-
lidarla hacia el futuro como elemento configurador esencial de la relación laboral. 

3. CALIFICACIÓN JURÍDICA DEL ESTATUS DEL TRABAJADOR EN PLATAFORMAS: EL
ESTADO ESPAÑOL PRECURSOR DE LA REGULACIÓN LEGAL DE LAS CONDICIONES DE
LOS TRABAJADORES DE PLATAFORMAS DIGITALES EN EUROPA

Ha habido una significativa relación entre la evolución jurídica del trabajo en plataformas di-
gitales en el marco interno y la configuración y desarrollo de la Propuesta de Directiva. Hay que
volver la vista a tres años atrás, cuando se dictó, por parte de la Sala Cuarta del TS, la sentencia
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9 La inclusión de la seguridad y salud entre los principios y derechos fundamentales de la Declaración de 1998 ha
producido la aprobación de un Convenio singular, el 191, de 2023, sobre un entorno de trabajo seguro y saludable,
que modifica normas anteriores para ajustarlas a la nueva situación producida a partir de la Conferencia de 2022
derivada de dicha inclusión.
10 Un interesante y reciente estudio en PÉREZ DE PRADO, D., Derecho, economía y digitalización. El impacto de
la inteligencia artificial, Tirant lo Blanch, Valencia, 2023. Es de imprescindible cita el documento de OIT redactado
por BAIOCCO, S., FERNÁNDEZ-MACÍAS, E., RANI, U. y PESOLE, A., The algorithmic management of work and
intis implications in different contexts, bachgrounf paper n.º 9, 2022.
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de 25 septiembre 202011. Anteriormente, se había producido un enconado debate entre los ór-
ganos de suplicación con decisiones dispares que propiciaron la contradicción necesaria para
que actuara el TS en unificación de doctrina.

Septiembre de 2020 no era un momento especialmente propicio para que el TS dictase una
doctrina tan contundente a favor del carácter laboral del vínculo. Prescindiendo ahora de las
dudas que producía el estudio comparativo de sentencias en distintos sistemas europeos, lo
cierto es que en abril había producido gran desconcierto la resolución sumaria del asunto
Yodel12, a través de un auto. La resolución categórica del Tribunal de Justicia en un caso de un
repartidor que prestaba sus servicios a través de una plataforma digital, que le denegaba la
condición de trabajador a los efectos de la Directiva de tiempo de trabajo, parecía inclinar la ba-
lanza de este tipo de servicios en favor del empleo autónomo. Por aquel entonces se expresaba
—e incluso se hace en la sentencia del TS español— que las circunstancias fácticas del asunto
objeto de cuestión prejudicial eran diferentes de las que se producían en el ámbito de platafor-
mas del tipo Deliveroo o Glovo. Sin embargo, se trataba de una impostación argumental. La
verdad, que ahora puede expresarse más libremente, era que el ciclista del que conoció el Tri-
bunal de Luxemburgo trabajaba en condiciones muy similares a como lo hacían los riders de
ambas plataformas.

Un —visto con los ojos de hoy— poblado pleno de la Sala cuarta, conformado por once ma-
gistrados y magistradas, dictó, así pues, una sentencia muy relevante, que estimando el recurso
de casación interpuesto por el «rebautizado» rider D. Desiderio, declaró que existía un contrato
de trabajo entre él y la empresa Glovo App 23 SL. No es ahora necesario repasar los argumen-
tos de una sólida sentencia que, con fundamentación cuidada, terció de forma extraordinaria-
mente decisiva y tomó partido por la relación laboral en el modo de prestar servicios en el ámbito
de las plataformas digitales de reparto13. Más importa su cualidad de hito decisivo para que, al-
gunos meses después, se alcanzase un acuerdo en la mesa de diálogo social, el 10 marzo
2021, entre el Gobierno y las organizaciones sindicales y empresariales más representativas a
nivel estatal y, seguidamente, se dictase legislación de urgencia.

Conviene releer la exposición de motivos del RD Ley 9/2021 para comprobar el asiento que
la norma de urgencia encuentra en la unificación de doctrina y la importancia que concede a la
sentencia de 25 septiembre 2020. Pero, sobre todo, es importante insistir en el elemento de le-
gitimación que supuso el espaldarazo de la concertación social. En particular, la posición con-
currente de CEOE y CEPYME, que, en definitiva, allanó el camino, por muchos problemas que
se han planteado después, en el camino de aprobación de la Directiva. En efecto, la postura de
la patronal europea, que desde luego influyó de forma decisiva en la postura de algunos grupos
parlamentarios del Parlamento de la Unión, en particular —aunque no solo— la del Grupo Po-
pular, fue algo más reticente14. Pero el previo acuerdo en el contexto de la concertación social
española removió, claramente, muchos obstáculos previos y matizó la opinión de Eurobusiness.

Convertida la norma de urgencia española en Ley 12/2001, de 28 septiembre, se consumó
en el sistema interno la doble modificación legal en torno a los riders: de una parte, la orientación
hacia la condición laboral de la relación de servicios de los repartidores al servicio de plataformas
digitales y, de otra, los derechos informativos de los comités de empresa en torno a la gestión
algorítmica de las decisiones que pueden incidir en las condiciones de trabajo, el acceso y man-
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11 RCUD 4746/2019.
12 Auto de 22 abril 2020 (asunto C-692/19).
13 Sobre su extraordinaria significación, BAYLOS GRAU, A., «La larga marcha hacia al trabajo formal: el caso de
los riders y la Ley 12/2021», Cuadernos de Relaciones Laborales, 40(1), 2022, pp. 95 y ss. Un análisis de la sen-
tencia en ROJO TORRECILLA, E., De la Sentencia del TS de 25 de septiembre de 2020 al RDL 9/2021. «La re-
lación laboral de los repartidores de las empresas de reparto», Temas Laborales, n.º 158, 2021, pp. 11 y ss.
14 Véase Position Paper on the Commission Proposal for a Directive on improving working conditions in platform
work, 20 June 2022, en https://www.businesseurope.eu/
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tenimiento del empleo, incluida la elaboración de perfiles. De nuevo se omite el análisis de
ambos asuntos15, pero sí que se hace necesaria una reflexión atinente a cada uno de los dos
asuntos, en cuanto afectan al desarrollo posterior de la propuesta de Directiva.

Por lo que respecta a la orientación hacia la existencia de contrato de trabajo, la reflexión es
doble: la Ley española se restringe a las plataformas de reparto, en tanto que la propuesta de
Directiva amplía el ámbito a todas las plataformas digitales. Es decir, la decantación normativa
hacia una regulación de alcance más amplio refleja una toma de postura de la Comisión Europea
concurrente con la del Derecho interno, que además le sirve de apoyatura evidente para formular
una propuesta de mayor alcance subjetivo. Y, en otro orden de ideas, la propuesta Directiva uti-
liza la misma técnica que la legislación española, la de presunción de relación laboral. Por su-
puesto, no son absolutamente coincidentes, pues la fórmula europea se decanta por describir
una serie de indicios que el ET omite, pero ambas se decantan por un mismo punto de partida.
No es casual que las dos presten atención en exclusiva a la subordinación, con total indiferencia
hacia la condición por cuenta ajena o por cuenta propia del trabajo prestado. Es, desde luego,
un enfoque que responde a una tradición bastante consolidada, pero que muestra cierta miopía
a circunstancias que tienen bastante trascendencia desde el punto de vista de la conceptuación
de una empresa, como la de discernirse si se presta servicios compitiendo efectivamente en un
mercado o sin ocupar posición propia alguna en el mismo.

En cuanto a los derechos informativos del comité de empresa, no es un asunto que tenga
una excesiva centralidad en la Propuesta de Directiva, demasiado focalizada acaso en la rela-
ción individual de la persona trabajadora con la prestación de servicios. Por ahora, y al margen
de la relación de esta materia con el art. 4.2 de la Directica 2002/14/CE, por la que se establece
un marco general relativo a la información y a la consulta de los trabajadores en la Comunidad
Europea, es suficiente con añadir que la Ley Rider avanza por primera vez el problema de la
regulación jurídica de la gestión algorítmica del poder de dirección. Y, en este tema, pasa a la
inversa que en el de la presunción: el ámbito del mandato interno es mayor que el de la norma
proyectada europea, porque afecta a todos los sectores de actividad. Sin embargo, se limita al
aspecto externo de los derechos informativos, sin aproximarse a la regulación intrínseca como
hace la Propuesta.

El último hito legislado en Derecho interno guarda, en apariencia, una menor vinculación con
el marco de la UE en torno a la regulación del trabajo en plataformas. Se trata de la LO 14/2022,
de 22 diciembre, cuya exposición de motivos ya pone sobre la pista del asunto regulado, cuando
afirma que «el nuevo precepto [el nuevo apartado 2 del art. 311 CP] pretende cubrir una laguna
de punibilidad sobre hechos vinculados, en general pero no exclusivamente, a nuevas tecnolo-
gías que, a partir del uso de sistemas automatizados, permiten el incumplimiento masivo de la
correcta utilización del contrato de trabajo». Dicho nuevo apartado en absoluto hace referencia
al trabajo en plataformas, pue se limita a tipificar penalmente la conducta de «los que impongan
condiciones ilegales a sus trabajadores mediante su contratación bajo fórmulas ajenas al con-
trato de trabajo, o las mantengan en contra de requerimiento o sanción administrativa».

La modificación del Código Penal pone de relieve las dificultades que ha producido ya en
sus primeros compases de vigencia la eficacia y coercibilidad de la Ley Rider. Manifiesta, por
lo tanto, la pertinencia de armonizar la normativa a nivel de UE, como paso necesario para que
las resistencias a aplicar adecuadamente la normativa de presunción legal de contrato de trabajo
vayan desapareciendo. Pero, a la vez, la necesidad de incorporar una normativa punitiva es
muestra de los grandes obstáculos que existen para garantizar un trabajo digno y con derechos
en el ámbito de las plataformas digitales. Hay un paralelismo muy plástico a este respecto entre
los esfuerzos de la Inspección de Trabajo para aplicar la presunción de la disposición adicional
23.ª del ET, que se han mostrado insuficientes, y las grandes dificultades que la Propuesta de
Directiva encuentra para convertirse en norma vigente, ante la oposición muy efectiva de deter-
minados núcleos de poder y de intereses.
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15 Conviniendo de nuevo las anteriores citas a los estudios de BAYLOS GRAU, A. y ROJO TORRECILLA, E., op. cit.
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4. LA PROTECCIÓN DE LA POSICIÓN DEL TRABAJADOR DE PLATAFORMA FRENTE A
LA GESTIÓN ALGORÍTMICA

Como señalábamos, una de las características típicas del trabajo en las plataformas digitales
es la integración de la inteligencia artificial (IA) en la gestión del personal. Los sistemas auto-
matizados de supervisión o toma de decisiones alimentados por algoritmos asumen cada vez,
con mayor frecuencia, funciones que los gestores suelen desempeñar en las empresas, como
la asignación de tareas, la formulación de instrucciones, la evaluación del trabajo realizado, la
concesión de incentivos o la imposición de sanciones. Las plataformas digitales de trabajo uti-
lizan esos sistemas de algoritmos como método estándar para organizar y gestionar el trabajo
en plataformas a través de sus infraestructuras. Se produce de facto una delegación de las fun-
ciones que tradicionalmente eran asumidas por cargos intermedios a favor de estos sistemas
de IA basados en algoritmos, puesto que entre sus funciones típicas se hallan la de servir para
la adopción de decisiones relativas a la promoción y resolución de relaciones contractuales de
índole laboral, a la asignación de tareas y al seguimiento y evaluación del rendimiento y la con-
ducta de las personas en el marco de dichas relaciones. Se trata de sistemas de IA, a los que
el propio Reglamento de IA califica como sistemas de alto riesgo16.

4.1. La protección de datos del trabajador de plataformas digitales

La gestión algorítmica procesa una cantidad significativa de datos, supervisa, asigna tareas,
proporciona instrucciones directas que limitan el nivel de autonomía y evalúa a los trabajadores,
incluidos su rendimiento y comportamiento, así como sus ingresos y condiciones de trabajo, e
incluso puede dar lugar a despidos. La introducción de los algoritmos en la gestión del personal
permite extraer conclusiones que van más allá de la verificación de la correcta ejecución de la
prestación laboral y ofrecer conclusiones sobre la personalidad del trabajador y obtener perfiles
completos, susceptibles de ser valorados, favorable o desfavorablemente, a efectos laborales. 

En los últimos años, la forma de acceder y recopilar la información se ha abaratado drásti-
camente y eso ha facilitado que cada vez un mayor número de empresas tenga la capacidad
de procesar esos datos y de adoptar decisiones usando la inteligencia artificial, reduciendo la
intervención del ser humano hasta un escenario de mínimos. Decisiones sobre promociones
profesionales, modificaciones de las condiciones de trabajo o despidos pueden adoptarse a tra-
vés de algoritmos que no requieren la voluntad humana inmediata. 

La inteligencia artificial puede propiciar, por ejemplo, que la combinación de factores como
las opiniones vertidas por los clientes, la medición de los tiempos de descanso o del tiempo de
desempeño de los encargos, motive la adopción de decisiones empresariales sobre sus traba-
jadores. Pero, además, los algoritmos pueden albergar sesgos y producir discriminaciones de
todo tipo, entre ellas sexistas. Puede suceder, por ejemplo, que se retribuyan más las tareas
que requieran mayor esfuerzo físico o que se incluya algún criterio que favorezca a los trabaja-
dores varones, o que la decisión automática produzca un perjuicio a las personas que disfruten
de permisos de conciliación familiar, mayoritariamente disfrutados por mujeres. 

Los efectos de la IA no se dejan sentir únicamente sobre las plataformas digitales, sino que,
por el contrario, estas participan de un fenómeno más amplio que se extiende a amplios seg-
mentos de la actividad económica, pero, sin duda, en ellas encuentra un hábitat especialmente
favorable para su utilización. El empleo de sistemas de IA ha abierto nuevos escenarios para la
organización del trabajo y la ejecución de la prestación laboral. La incorporación de la técnica
de los algoritmos permite, incluso, la previsión de comportamientos futuros y la adopción de de-
cisiones por sistemas expertos basadas en dichas informaciones, es decir, decisiones algorít-
micas basadas en el manejo de big data. La IA puede, a partir del procesamiento de datos, para
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16 Anexo III de Propuesta de Reglamento por el que se establecen normas armonizadas en materia de inteligencia
artificial (Ley de Inteligencia Artificial) y se modifican determinados actos legislativos de la Unión, de 21 de marzo de
2021, COM(2021) 206 final.
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un conjunto determinado de objetivos definidos por seres humanos, generar información de sa-
lida como contenidos, predicciones, recomendaciones o decisiones que vincularan a los traba-
jadores. Cuando el sistema de IA tiene la capacidad de «aprender y adaptarse» a los cambios
de su entorno, decimos que el sistema de IA es adaptativo.

Las personas que realizan trabajo en plataformas y que están sujetas a esa gestión algorít-
mica a menudo carecen de información sobre el funcionamiento de los algoritmos, los datos
personales que utilizan y la manera en que su propio comportamiento afecta a las decisiones
adoptadas por los sistemas automatizados. Los representantes de los trabajadores y los servi-
cios de inspección de trabajo tampoco tienen acceso a esta información. Además, las personas
que realizan trabajo en plataformas con frecuencia desconocen las razones de las decisiones
adoptadas o respaldadas por sistemas automatizados y no tienen la posibilidad de hablar sobre
dichas decisiones con una persona de contacto ni de impugnarlas.

Surge, en este contexto, la cuestión de la intimidad y protección de datos de los trabajadores
vinculados a las plataformas digitales. La imparable y progresiva automatización en la toma de
decisiones más relativas al núcleo de los poderes empresariales y, en consecuencia, de mayor
trascendencia laboral, obliga a identificar los mecanismos de protección de los derechos de los
trabajadores en este contexto. Dicha protección se construye a partir de la aproximación de re-
glas sobre las relaciones entre la gestión algorítmica de las decisiones empresariales y el de-
recho a la privacidad y el adecuado tratamiento de datos personales. No es un equilibro fácil,
pues las decisiones automatizadas pueden proyectarse sobre datos que afecten a la vida íntima
de las personas y que revelen informaciones tan privadas como sus relaciones personales, su
religión o sus convicciones o su orientación sexual, entre otros muchos otros.

La respuesta de la Propuesta de Directiva relativa a la mejora de las condiciones laborales
en el trabajo en plataformas digitales se construye a partir de la aproximación de reglas sobre
las relaciones entre la gestión algorítmica de las decisiones empresariales y el derecho a la pri-
vacidad y el adecuado tratamiento de datos personales, integrando la normativa en materia de
protección de datos y transparencia, en particular, el Reglamento (UE) 2016/679, de 27 de abril
de 2016, General de Protección de Datos (RGPD) y la Directiva 2019/1152, de 20 de junio, re-
lativa a condiciones laborales transparentes y previsibles17. No es un equilibrio fácil de alcanzar,
sino que, por el contrario, se trata de un gran reto regulador. 

No es este un esfuerzo aislado del legislador europeo, sino que se incardina en un contexto
global y europeo regulador más amplio, digno reflejo de las directrices que las instituciones eu-
ropeas emanan desde hace unos años en materia de derechos digitales, formando parte de la
Estrategia Digital Europea 2020-2030 (Transformación digital de la empresa).

La transformación digital es una de las prioridades de la Unión Europea. Europa quiere estar
preparada para responder a los retos derivados de la extensión de las nuevas tecnologías, que
crean nuevas oportunidades para las empresas y los negocios. Entre dichos retos están apoyar
la educación digital, ofrecer formación a los trabajadores y digitalizar los servicios públicos, ga-
rantizando el respeto a los derechos fundamentales. En esta dirección podemos situar el Pro-
grama estratégico de la Década Digital Europea para 203018 o la Declaración Europea sobre
los Derechos y Principios Digitales19, entre otros.
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17 Sobre el impacto y retos de la implantación de la Directiva (UE) 2019/1152 vid in extenso MIRANDA BOTO, J. M.,
Condiciones de Trabajo transparentes y previsibles. Desafíos para el Derecho español en la transposición de la Di-
rectiva (UE) 2019/1152. Tirant lo Blanch, Valencia 2023.
18 Decisión (UE) 2022/2481 del Parlamento Europeo y del Consejo de 14 de diciembre de 2022, por la que se es-
tablece el programa estratégico de la Década Digital para 2030 (Texto pertinente a efectos del EEE).  http://data.eu-
ropa.eu/eli/dec/2022/2481/oj
19 Declaración conjunta del Parlamento Europeo, el Consejo y la Comisión (2023/C 23/01). A esta declaración le
precedió la COM (2022) 27 final, Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité
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Estrechamente vinculada a estas políticas se halla la otra línea de acción de la UE de los úl-
timos años diseñando y desplegando su potencial regulatorio hacia el uso de la inteligencia ar-
tificial respetuoso con los derechos fundamentales y los valores de la UE. Asistimos a un
despliegue regulador de las instituciones europeas a la altura del reto al que se enfrentan: el
desarrollo ético de la IA. 

En dicha línea y, sin ánimo de exhaustividad, se encuentran la Estrategia Europea de IA20 y
el Plan coordinado sobre IA21, la Propuesta de Reglamento por el que se establecen normas
armonizadas en materia de inteligencia artificial (Ley de Inteligencia Artificial) y se modifican de-
terminados actos legislativos de la Unión. Dicha  norma  pretende afrontar además  la  opacidad,
la complejidad, el sesgo, cierto grado de imprevisibilidad y un comportamiento  parcialmente
autónomo de ciertos sistemas de IA, para garantizar su compatibilidad con los derechos funda-
mentales y facilitar la aplicación de las normas jurídicas, sin que ello implique, en ningún caso,
obstaculizar el desarrollo tecnológico o aumentar de manera desproporcionada el coste de in-
troducir soluciones de inteligencia artificial en el mercado22.

En este contexto, la Propuesta de Directiva relativa a la mejora de las condiciones laborales
en el trabajo en plataformas digitales es la primera propuesta legislativa a escala de la Unión
que regula el uso de la inteligencia artificial en el lugar de trabajo. Y como tal puede ser motor
de un movimiento legislativo más amplio que no se limite a estar circunscrito al ámbito de las
plataformas digitales, sino que se extienda a otros ámbitos de la actividad laboral y segmentos
económicos.

Es de señalar que a la gestión algorítmica en las plataformas digitales no sólo le serán de
aplicación las previsiones legales incluidas en la norma de la que estamos hablando, sino tam-
bién, como señalamos en su momento, el RGPD y la Directiva 2019/1152, así como la normativa
reguladora de la IA.

La Propuesta de Directiva, bajo el epígrafe «gestión algorítmica», dedica su Capítulo III (arts.
6 a 9), al reconocimiento de derechos que tutelan la posición del trabajador de plataformas
frente al algoritmo. En ella se introducen salvaguardas adicionales y específicas con respecto
a las previstas en el RGPD. 

El RGPD establece normas para la protección de las personas físicas en lo que respecta al
tratamiento de sus datos personales, entre los que figuran, el derecho a no ser objeto de una
decisión basada únicamente en el tratamiento automatizado de sus datos, incluida la elaboración
de perfiles que produzca efectos jurídicos en las personas interesadas o las afecte significati-
vamente (art. 22 RGPD). Con esta previsión se establece a favor de los interesados el derecho
de no verse sometidos a una decisión con efectos jurídicos sobre ellos o que les afecte de ma-
nera significativa que esté basada únicamente en un tratamiento automatizado de datos, des-
tinado a evaluar determinados aspectos de su personalidad, tales como su rendimiento laboral,
fiabilidad o conducta. 
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Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones, de 26 de enero de 2022, por la que se introduce la for-
mulación de una Declaración Europea sobre los Derechos y Principios Digitales para la Década Digital. 
20 Communication from the Commission to the European Parliament, the European Council, the Council, the Eu-
ropean Economic and Social Committee and the Committee of the Regions. Artificial Intelligence for Europe,
COM/2018/237 final.
21 COM (2018) 795 final, Comunicación de la Comisión, de 7 de diciembre de. 2018, por la que se establece el
Plan coordinado sobre la inteligencia artificial. 
22 Dicha propuesta 
(https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=CELEX:52021PC0206%20&from=ES) culminaría un
proceso precedido por el Libro Blanco de la Inteligencia Artificial, de 19 de febrero de 2020
(https://ec.europa.eu/info/sites/default/files/commission-white-paper-artificial-intelligence-feb2020_es.pdf) y la Guía
de directrices éticas para una inteligencia artificial fiable 
(https://op.europa.eu/es/publication-detail/-/publication/d3988569-0434-11ea-8c1f-01aa75ed71a1)
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La contundencia de dicha prohibición, sin embargo, se diluye en el ámbito de las relaciones
laborales, puesto que el propio art. 22.2.a) RGPD admite las decisiones automatizadas, que
pueden ser transcendentales en la fase de selección y contratación, pero también durante toda
la vigencia del contrato, al excluir expresamente de aquella la decisión automatizada necesaria
para la celebración o la ejecución de un contrato. No obstante, y en todo caso, el procedimiento
de gestión empresarial que prevea la adopción de decisiones algorítmicas debe articular meca-
nismos para garantizar la intervención humana, si la persona afectada lo solicita, la expresión
del trabajador afectado y el derecho a impugnar la decisión (art. 22.3 RGPD), permitiéndole así
contrarrestar los efectos perniciosos que sobre su persona o vida profesional pueda tener una
decisión fundada exclusivamente en una valoración de su persona, producto de una formulación
informática. 

Por otra parte, se garantiza la transparencia y el derecho de información de los trabajadores
afectados sobre los sistemas de gestión algorítmica que se utilicen para el control y seguimiento
de la prestación laboral, así como para la adopción de decisiones que afecten a sus condiciones
de trabajo (arts. 12-14 RGPDD). Dicha información debe ser suficiente, entendible y transpa-
rente, así como de fácil acceso y expresada con un lenguaje claro y sencillo, teniendo en cuenta
que el principio de transparencia tiene que ir unido al principio de accesibilidad en el acceso a
la información23.

En esta línea, es importante, también establecer con claridad los datos que necesariamente
deben quedar al margen de la gestión algorítmica. Datos que puedan revelar emociones o es-
tados de ánimo o que se refieran a conversaciones privadas de las personas trabajadoras nunca
deberían ser usados por las empresas, amén de las categorías especiales de datos incluidos
en el art. 9 RGPD (raza u origen étnico, opiniones políticas, religión, creencias, afiliación sindical,
condición genética o estado de salud, orientación sexual).

Una de las ausencias importantes del texto de la Propuesta es la no mención a las reseñas
de los trabajadores y su derecho de portabilidad de los datos a otras empresas, dado que el
modelo de trabajo de las plataformas se basa en las reseñas y en base a ellas obtienen su re-
putación profesional. Parecería importante que se garantizara a los trabajadores la facultad de
utilizar el perfil profesional que se construye por el algoritmo, a partir, de entre otras fuentes de
las reseñas de los clientes, para utilizarlo en la búsqueda de otros empleos, una vez finalizada
la relación que le une con la plataforma digital. 

Aunque estos derechos son especialmente pertinentes para las personas que trabajan a tra-
vés de plataformas sujetas a gestión algorítmica, son evidentes las limitaciones y dificultades a
la hora de hacer valer sus derechos en materia de protección de datos en el contexto de la ges-
tión algorítmica. Además, el RGPD concede derechos individuales a las personas afectadas,
pero no se refiere a aspectos colectivos importantes inherentes al derecho laboral, como los re-
lacionados con el papel de los representantes de los trabajadores, la información y consulta de
los trabajadores y el papel de los servicios de inspección de trabajo en la aplicación efectiva de
los derechos laborales. 

Estas previsiones del RGPD se ven completadas, en el caso del trabajo en las plataformas
digitales, por las previsiones del capítulo III de la Propuesta de Directiva. Se construye, así, un
sistema para tutelar  los derechos de los trabajadores de plataformas, que se articula alrededor
de un eje de garantías destinadas a: garantizar la transparencia en sistemas automatizados de
supervisión o toma de decisiones (art. 6); garantizar la supervisión humana de los sistemas au-
tomatizados (art. 7); garantizar la revisión humana de las decisiones importantes (art. 8); ga-
rantizar la seguridad y salud (art. 8) y por último, garantizar los derechos de información y
consulta por parte de las plataformas digitales de trabajo de los representantes de los trabaja-
dores o, en su defecto, de los propios trabajadores (art. 9).
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4.2. La transparencia en sistemas automatizados de supervisión o toma de decisio-
nes

En cuanto a la primera de las garantías, las plataformas digitales de trabajo deberán informar
a las personas que realizan trabajo en plataformas sobre el uso de sistemas automatizados de
supervisión o toma de decisiones (art. 6). Con respecto al primero de los dos sistemas, se indi-
cará si los sistemas están en uso o en proceso de producción y se proporcionará información
sobre las categorías de acciones supervisadas, evaluadas o para las que tales sistemas recogen
datos, incluida la evaluación por el destinatario del servicio. Por lo que respecta a los sistemas
automatizados de toma de decisiones que afecten significativamente a las condiciones de tra-
bajo de los trabajadores de plataformas, tales como las tareas asignadas, sus ingresos, su se-
guridad y salud en el trabajo, su tiempo de trabajo, su promoción y su situación contractual,
incluida la restricción, suspensión o cancelación de su cuenta o el acceso y mantenimiento del
empleo, se deberá incluir información sobre los parámetros y reglas en los que se basan los al-
goritmos o sistemas de inteligencia artificial que afectan a la toma de decisiones. Resulta fun-
damental que se indique qué aspectos de la relación laboral se someten a la gestión
automatizada y la forma en que los datos personales o el comportamiento de la persona que
realiza trabajo en plataformas influyen en las decisiones, así como los motivos. 

La información proporcionada deberá ser proporcionada al trabajador de la plataforma por
escrito, el primer día de trabajo, en caso de cambios sustanciales y en cualquier momento, a
petición de aquel. La información será inteligible, concisa, transparente y fácilmente accesible,
utilizando para ello un lenguaje claro y sencillo. Información que quedará a disposición de sus
representantes y la autoridad laboral.

Es importante señalar que el tratamiento de datos personales mediante los sistemas indica-
dos tiene vetado hacerlo sobre las categorías de datos especiales a las que se refiere el art.9
RGPD, pero además, por mor del art. 5bis de la Propuesta de Directiva, a dicho veto o limitación
de tratamiento se añade la información relativa a los estados emocionales o de ánimo de los
trabajadores, la relativa a su salud a salvo de casos justificados, la referida a la obtenida de
conversaciones privadas, incluidas las desarrolladas con sus representantes o cuando los datos
hayan sido obtenidos mientras el trabajador no está ofreciendo sus servicios digitales en la pla-
taforma. 

Además, y con carácter previo, es exigible al responsable del tratamiento que utilice proce-
dimientos matemáticos o estadísticos adecuados para la elaboración de perfiles; aplique medi-
das técnicas y organizativas apropiadas para garantizar que se corrijan los factores que
introduzcan inexactitudes en los datos personales y se reduzca al máximo el riesgo de error y
que se aseguren los datos personales, de forma que se tengan en cuenta los posibles riesgos
para los intereses y derechos del interesado.

Podemos concluir, en definitiva, que, dada su naturaleza especialmente sensible, la Pro-
puesta de Directiva no solo completa las previsiones del RGPD sino que prevé, en parte, una
protección mayor, ya que prohíbe que se traten mediante sistemas de supervisión o toma de
decisiones automatizados determinados tipos de datos personales, por ejemplo, datos sobre el
estado emocional y psicológico de la persona, o que se recojan datos cuando la persona no
esté trabajando.

También refuerza la exigibilidad sobre la transparencia de los sistemas automatizados de
supervisión o toma de decisiones, pues establece la información que debe facilitarse a las per-
sonas que realizan trabajo en plataformas. 

Además, debe garantizarse una supervisión humana de los sistemas automatizados de su-
pervisión o toma de decisiones. Las personas que ejerzan esa función han de disponer, en par-
ticular, de la facultad de anular las decisiones automatizadas y estar protegidas contra un trato
desfavorable por el ejercicio de sus funciones. Las decisiones importantes que afecten a las
personas que realizan trabajo en plataformas también estarán sujetas, previa solicitud, a una
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revisión humana, y, en muchos casos, el trabajador tendrá derecho a una declaración escrita
de los motivos de la decisión.

Los representantes de los trabajadores de plataformas o, en su ausencia, los propios traba-
jadores serán informados y consultados sobre la introducción de cambios sustanciales en el
uso de sistemas automatizados de supervisión o toma de decisiones.

4.3. La supervisión humana de los sistemas automatizados y garantías sobre la pro-
tección de la seguridad y salud de las personas trabajadoras de las plataformas

La segunda garantía prevista se refiere a la introducción de la supervisión humana de los
sistemas automatizados (art. 7 Propuesta de Directiva).  En concreto, se prevé que las platafor-
mas digitales de trabajo supervisen y evalúen periódicamente el impacto que tienen en las con-
diciones de trabajo las decisiones individuales adoptadas o apoyadas por los sistemas
automatizados de supervisión y toma de decisiones. 

Uno de los eslabones más débiles en cuanto a las condiciones laborales del trabajo en las
plataformas se refiere a la seguridad y salud en el trabajo. Los trabajadores están sometidos,
habitualmente, a elevados niveles de estrés y en el desempeño de su actividad están expuestos
exponencialmente a riesgos que pueden perjudicar su salud física y emocional. Con frecuencia
están sometidos a inadmisibles ritmos de trabajo, a jornadas que se alargan más allá de lo pac-
tado y retribuido y en la que desaparecen o se diluyen los tiempos de descanso, en los que el
reconocimiento de su derecho a la desconexión digital resulta una utopía. Es por ello por lo que
el legislador europeo se preocupa por ofrecer una protección específica de la seguridad y salud
de los trabajadores. No se trata de negar lo dispuesto en la Directiva 89/391/CEE del Consejo
o en las directivas relativas al ámbito de la seguridad y la salud en el trabajo, sino de, a partir
de ellas, introducir previsiones que contribuyan a preservar de manera efectiva la seguridad y
salud de los trabajadores de las plataformas digitales de trabajo, teniendo en cuenta las condi-
ciones y características de estos contextos en los que se identifican riesgos específicos de orden
físico y mental, con causa en la excesiva presión derivada de la decisión algorítmica. 

Para ello se propone que las plataformas digitales de trabajo se encarguen de emprender
evaluaciones dirigidas, por una parte, desde la perspectiva de la automatización de decisiones,
a los riesgos de los sistemas automatizados de supervisión y toma de decisiones para la segu-
ridad y la salud de los trabajadores de plataformas, en particular en lo que se refiere a posibles
riesgos psicosociales, ergonómicos y de accidentes laborales. 

Por otra parte, evaluaciones dirigidas a identificar si las salvaguardias de dichos sistemas
son adecuadas para los riesgos detectados a la vista de las características específicas del en-
torno de trabajo.

Consecuencia de dichas evaluaciones, se impone a las plataformas digitales de trabajo,
como no podría ser de otro modo, la obligación de introducir medidas preventivas y de protección
adecuadas y suficientes para garantizar la seguridad y salud de los trabajadores.  

Se echa a faltar en el precepto una mención al derecho a la desconexión digital, puesto que
la hiper conectividad de un trabajador plenamente disponible, como lo es por concepto el tra-
bajador de una plataforma digital, que no haga un uso adecuado del derecho a la desconexión
digital y, por tanto, que no respete los tiempos de descanso, ya no deseables si no absoluta-
mente imprescindibles, puede tener efectos nefastos sobre su salud. 

La desconexión digital se configura como una garantía para evitar que, fuera del tiempo de
trabajo legal o convencionalmente previsto, las personas trabajadoras puedan sufrir injerencias
ilegítimas en su tiempo de descanso, emergiendo sus dos finalidades explícitas. En primer lugar,
se persigue garantizar la limitación de la jornada o, por decirlo con más exactitud, la calidad de
los períodos de descanso y, de otra, la conciliación de la vida familiar y laboral. 
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El derecho a la desconexión digital es un límite al poder de dirección del empresario, de tal
modo que las conductas que lo contradigan deben considerarse como ilegítimas y, desde luego,
afectadas por el ius resistentiae del trabajador24.

«La panoplia de riesgos asociados a la digitalización del trabajo es muy amplia», pero des-
tacan de entre ellos los riesgos de carácter psicosocial como la tecnofatiga, la tecnoadicción,
tecnoansiedad, tecnofobia, tecnoestrés y que pueden generar trastrornos y como el insomnio,
disminución del rendimiento y motivación, cefaleas, depresión, ansiedad, irritabilidad...25 Por
ello es, en particular, necesario evitar la presión excesiva derivada de la decisión algorítmica
que conduce habitualmente al trabajador vinculado con la plataforma digital a saltarse los tiem-
pos de descanso efectivo y de desconexión digital.

El tiempo de descanso en el trabajo, tradicionalmente, se ha contemplado vinculado a la
salud del trabajador y como mecanismo de protección de esta. En el ámbito comunitario en-
contramos dicha conexión en el art. 31.2 de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión
Europea y en la Directiva 2003/88/CE, de 4 de noviembre de 2003, relativa a determinados as-
pectos de la ordenación del tiempo de trabajo. Las particularidades del trabajo en plataformas
digitales, especialmente la difuminación de los límites espacio temporales en la ejecución de la
prestación de trabajo, de manera similar a lo que ocurre en el teletrabajo, obligan a repensar el
despliegue de las obligaciones preventivas en un contexto singular. El contexto de las platafor-
mas digitales no se corresponde con las fórmulas tradicionales para las que fue concebida la
legislación de salud laboral pero que, en ningún caso, exime de su cumplimiento y sin que ello
comporte la traslación del deber al trabajador, por lo que la ausencia de mención a la descone-
xión digital resulta difícilmente excusable. 

4.4. Revisión humana de las decisiones importantes adoptadas por sistemas automa-
tizados

En el ámbito de las plataformas digitales los trabajadores se encuentran sumergidos en la
nebulosa de la inteligencia artificial «dejándolos al albur del software y del algoritmo en cuanto
a la generación de decisiones»26. Se genera en el trabajador una suerte de vulnerabilidad y de
indefensión frente a la todo poderosa IA y la casi imposibilidad de contestar las decisiones adop-
tadas por sistemas automatizados, puesto que «la opacidad de la caja negra algorítmica» impide
por lo general, conocer por qué y cómo se producen las decisiones que se proyectan sobre sus
condiciones laborales27. En consecuencia, es importante armar un régimen adecuado de rendi-
ción de cuentas en el que las personas que representen a la empresa revisen y expliquen dichas
decisiones. Por tanto, deben existir procedimientos adecuados para que sea factible discutirlas
e impugnarlas. En consecuencia, es importante que con carácter previo se establezcan meca-
nismos precisos y claros para la revisión de esas decisiones, exigiéndose a tal fin la existencia
de recursos personales suficientes.

Desde este punto de vista la Propuesta arma un sistema cuya finalidad es proporcionar ga-
rantías a la posición del trabajador de plataformas digitales, rebajando, en la medida de la po-
sible, la excesiva vulnerabilidad frente a la plataforma.  En el centro de dicho sistema se coloca
la garantía de la intervención humana en un sistema con capacidad de generar de manera or-
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dinaria decisiones automatizadas determinantes para la vida profesional de los trabajadores.
En esta línea se establecen en el artículo 8 de la Propuesta una serie de medidas. Se trata de
en, primer lugar, identificar las decisiones que afectan significativamente las condiciones labo-
rales de las personas trabajadoras vinculadas con las plataformas digitales, para a partir de
dicha identificación garantizar el derecho a obtener una explicación sobre cualquier decisión
adoptada o apoyada por un sistema automatizado. Las plataformas digitales de trabajo propor-
cionarán al trabajador de la plataforma un escrito justificativo sobre los motivos de cualquier de-
cisión adoptada o apoyada por un sistema automatizado de toma de decisiones de restringir,
suspender o cancelar la cuenta del trabajador de plataforma, cualquier decisión de denegar la
remuneración por el trabajo realizado por el trabajador de plataforma, cualquier decisión sobre
la situación contractual del trabajador de plataforma o cualquier decisión con efectos similares.
Una vez recibida la respuesta, si el trabajador discrepa de los motivos aducidos por la plata-
forma, o cuando considere que la decisión vulnera sus derechos, tendrá derecho a solicitar a la
plataforma digital de trabajo la revisión de dicha decisión y que esta responda en un plazo ra-
zonable. En concreto, se estable un plazo de una semana desde la recepción de la solicitud. El
plazo de respuesta de una semana, previsto con carácter general, en el caso de las microem-
presas, o pequeñas o medianas empresas, la Propuesta introduce una habilitación a favor de
los Estados miembros para que puedan ampliarlo, si así lo estiman oportuno, a dos semanas.

En caso de que la decisión impugnada vulnerara derechos de los trabajadores de platafor-
mas, la plataforma digital de trabajo estará obligada a proceder a su rectificación inmediata, sin
demora o, en su defecto, cuando resulte imposible proceder a la rectificación, a ofrecer una in-
demnización adecuada.

Si la piedra angular de este sistema es la intervención humana, lógicamente deberá velarse
porque la misma sea adecuada y eficaz. Y en este sentido, la Propuesta en su art. 8.3 establece
que los Estados miembros velarán por que las plataformas digitales de trabajo proporcionen a
los trabajadores de plataformas acceso a una persona de contacto designada por la plataforma
digital de trabajo para debatir y aclarar los hechos, circunstancias y motivos que hayan condu-
cido a la decisión. Las plataformas digitales de trabajo garantizarán que tales personas de con-
tacto tengan la competencia, la formación y la autoridad necesarias para ejercer esa función.

En este ámbito resulta muy relevante garantizar la adecuada participación de los represen-
tantes de los trabajadores y la apertura de estas cuestiones a la negociación colectiva y al diá-
logo social. La normativa laboral española recoge una previsión específica relativa a la
intervención de los representantes de los trabajadores y la gestión empresarial algorítmica. Así
se reconoce en el art. 64.4.d) del Estatuto de los Trabajadores, que consagra su derecho a ser
informados por la empresa de los parámetros, reglas e instrucciones en los que se basan los
algoritmos o sistemas de inteligencia artificial que afectan a la toma de decisiones que pueden
incidir en las condiciones de trabajo, el acceso y mantenimiento del empleo, incluida la elabo-
ración de perfiles. Esta previsión probablemente sea insuficiente para garantizar un papel activo
en la defensa de los derechos de los trabajadores y haya que aspirar a modelos que tengan
más en consideración los derechos colectivos de trabajadores y, por tanto, su acción sea más
trascendente, pero, sin embargo, va un paso por delante de la Propuesta de Directa, en esta
materia. Modelos como el de la empresa Just Eat, en el que se ha constituido una comisión del
algoritmo, interpretan la transparencia en la gestión algorítmica como un factor que más allá de
responder a criterios legales, contribuye al buen desempeño, a la mejora del rendimiento de los
trabajadores y a la construcción de un mejor clima laboral. Es por ello que resulta difícilmente
comprensible que la Propuesta no haya previsto en casos de revisión humana de una decisión
importante que el trabajador pueda contar con la representación sindical y ello en una norma
pensada para reequilibrar la posición de profunda desventaja y desigualdad del trabajador con
respecto a la plataforma para la que trabaja.
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4.5. Información y consulta

La propuesta articula una serie de medidas destinadas a reforzar los deberes de información
y consulta de las plataformas digitales de trabajo con respecto a los representantes de los tra-
bajadores de plataformas o, en caso de que no tengan tales representantes, a los trabajadores
de plataformas afectados, cuando se decida introducir sistemas automatizados de supervisión
o toma de decisiones o se decida introducir cambios sustanciales en el uso de dichos sistemas.
Y todo ello «sin menoscabo de los derechos y obligaciones derivados de la Directiva
2002/14/CE» (art. 9). Se reconoce también el derecho a contar con la asistencia en este proceso
de una persona experta a elección de los representantes de los trabajadores o de los trabaja-
dores, en su caso, para que formule un dictamen sobre el asunto sobre el que se haya informado
por parte de la plataforma. En el caso de plataformas con plantillas que superen los quinientos
trabajadores, los gastos del experto correrán a cargo de la plataforma digital de trabajo, siempre
que sean proporcionados. Los Estados miembros podrán determinar la frecuencia de las soli-
citudes de expertos y el límite máximo de los gastos a cargo de la plataforma digital de trabajo,
garantizando al mismo tiempo la eficacia de la asistencia.

Por último, hay que señalar que, aunque la Propuesta, en relación con los derechos laborales
colectivos, está salpicada de referencias al papel de los representantes de los trabajadores
cuando se mencionan los derechos de información y consulta y de su aplicación, no ocurre lo
mismo con el resto de derechos colectivos de los trabajadores de plataformas, el derecho de
creación y afiliación a un sindicato, a organizarse y a negociar colectivamente, por lo que parece
imprescindible reforzar la esferas de los derechos laborales colectivos.  

Por otra parte, la Propuesta se refiere a lo largo de su texto al papel de los representantes
de los trabajadores, pero, en ningún momento, habla de representantes sindicales o sindicatos.
A este respecto, hay que coincidir con las afirmaciones plasmadas por la Confederación Sindical
Europea (CES) en su Resolución sobre la Propuesta de la Comisión Europea de una Directiva
relativa a la mejora de las condiciones laborales en el trabajo en plataformas y el camino a
seguir en el procedimiento legislativo ordinario cuando señala que «esto abriría la puerta a los
sindicatos “amarillos” creados por los empresarios, e incluso a los “representantes de los traba-
jadores” elegidos por los empresarios». La CES va más allá en sus argumentos al señalar que
la Propuesta debería hacer mención a los representantes sindicales, es decir, los representantes
designados o elegidos por los sindicatos o por los miembros de dichos sindicatos de acuerdo
con la legislación y la práctica nacionales, y los representantes elegidos, es decir, los represen-
tantes que son elegidos libremente por los trabajadores de la organización, no bajo el dominio
o el control del empresario28.

5. CONCLUSIONES

- Las plataformas digitales constituyen un ámbito en el que es posible identificar nuevas
manifestaciones del poder de dirección y control de los empleadores mucho más incisivas
que las tradicionales.

- Las características intrínsecas del trabajo en plataformas digitales se definen por la dis-
tancia. aislamiento y ausencia de centro físico de trabajo, propiciando vinculaciones más
precarias entre los trabajadores y sus empleadores y una mayor desprotección de los
primeros. 

- La gestión algorítmica genera un espacio de mayor vulnerabilidad para los trabajadores,
en los que la esfera de los derechos fundamentales se encuentra sometida a mayores
riesgos. 
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28 Resolución de la CES sobre la propuesta de la Comisión Europea de una Directiva relativa a la mejora de las con-
diciones laborales en el trabajo en plataformas y el camino a seguir en el procedimiento legislativo ordinario. Aprobada
por el Comité Ejecutivo en la reunión de 16-17 marzo 2022.
https://www.ugt.es/sites/default/files/220317_ce_ces_11_directiva_mejora_condiciones_trabplataformas_final.pdf
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- En las decisiones algorítmicas se pueden producir mayores discriminaciones.
- El ejercicio automatizado del poder de dirección y del poder disciplinario plantean impor-

tantes retos normativos. En particular, establecer garantías para la intervención humana
en los procesos decisorios

- Resulta fundamental reforzar la intervención de la representación unitaria y sindical en
la supervisión y diseño de la gestión algorítmica. 

- Queda por explorar el papel componedor de la negociación colectiva en este ámbito (art.
88RGPD). 

- Son muchos los retos y desafíos frente a los que nos sitúan la revolución tecnológica
como sociedad. Las tecnologías abren nuevos horizontes al papel regulador del Derecho
y a la labor de los profesionales del Derecho, llamados a encontrar el equilibrio entre la
utilización de las tecnologías y el respeto a los derechos y libertades del individuo.

- Estamos, en definitiva, ante desafíos globales, que van más allá, incluso, de las platafor-
mas digitales. En realidad, estas, como otras manifestaciones de la Cuarta Revolución
Industrial, marcan un cambio de paradigma y de época. Son nuevos retos para los que
hay que hallar soluciones aterrizadas en la realidad concreta y desde la perspectiva ga-
rantista de los derechos. El gran reto es proteger y garantizar el derecho fundamental a
la protección de datos en un contexto público-privado de aceleración de la innovación,
transformación digital, de fomento de la economía de datos y de generalización de apli-
cación de la inteligencia artificial, desde una visión holística de la sociedad y la economía
y con una perspectiva inclusiva, ética y garante de los derechos humanos. La futura Di-
rectiva relativa a la mejora de las condiciones de trabajo en las plataformas digitales está
llamada a ser parte de la solución y a contribuir, junto a otras normas, a construir un
marco regulatorio para la IA en el ámbito laboral. 
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SUMARIO: 1. Introducción: mecanismos de protección frente al desempleo propios y específicos
en el sector agrario. –2. Una intencionalidad limitada. –3. Antecedentes sociales y respuestas
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y reglas básicas: marco expositivo (síntesis). –5. Similitudes y diferencias: breviario. –6. Con-
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RESUMEN

Desde hace varias décadas las personas que se emplean por cuenta ajena con carácter
eventual o de fijeza discontinua en la actividad agraria en algunos territorios de la geografía na-
cional disponen de un sistema de protección frente al desempleo propio y singularizado. Este,
de carácter mixto o semi-contributivo, ha sido en reiteradas ocasiones modificado. El presente
trabajo se adentra en la compleja tarea de desbrozar cuál será el futuro mediato de estos me-
canismos particulares (subsidio y renta agraria) tras la regulación del ingreso mínimo vital. Pres-
tación no contributiva del sistema de Seguridad Social llamada a convertirse en la prestación
asistencial de referencia. 

ABSTRACT

For several decades, people who have been employed on a casual or discontinuous basis
in agricultural activity in some territories of the national geography have had their own and indi-
vidualized system of protection against unemployment. This, of a mixed or semi-contributory na-
ture, has been repeatedly modified. This paper delves into the complex task of clearing what
will be the immediate future of these particular mechanisms (subsidy and agricultural income)
after the regulation of the minimum vital income. Non-contributory benefit of the Social Security
system called to become the reference assistance benefit.

Palabras clave: subsidio agrario, renta agraria, ingreso mínimo vital, compatibilidades.

Key words: agricultural subsidy, agricultural income, minimum living income, compatibilities.
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1. INTRODUCCIÓN: MECANISMOS DE PROTECCIÓN FRENTE AL DESEMPLEO PROPIOS Y
ESPECÍFICOS EN EL SECTOR AGRARIO

Desde comienzos de los años 80, y han transcurrido ya cuatro décadas, las personas de
carácter eventual empleadas en el sector agrario de determinados territorios (las comunidades
autónomas de Andalucía y Extremadura) merecen una protección singularizada y propia ante
las situaciones de inactividad que les individualiza respecto de las reglas estandarizadas esta-
blecidas en el Régimen General de la Seguridad Social para dar cobertura frente a la contin-
gencia del desempleo (subsidio agrario)1. 

Ese particular modelo (no exento de continuos ajustes en su trayectoria)2 fue objeto de una
modificación que bien ha de adjetivarse cuando menos como relevante y de calado, si no de
transcendente, a comienzos del nuevo milenio. Entonces (bienio 2002-2003), frente a los reto-
ques parciales que una y otra vez se sucedían en las disposiciones reglamentarias con el anhelo
nunca logrado de mitigar el fraude existente en el percibo del subsidio agrario, las líneas de ac-
tuación marcaron unos derroteros muy distintos y hasta el momento insospechados (ajenas e
inmunes hasta la fecha a las tradicionales críticas que le acompañaban). Así, aquellas se suce-
dieron como sigue: 

1. Se fijó la extinción postergada y extendida en el tiempo, en otros términos, una transito-
riedad sin concreción temporal de finalización, del régimen existente (subsidio agrario)3.

2. Se establecieron unas reglas próximas al modelo general de cobertura frente al desem-
pleo con acceso a la protección contributiva (y en exclusiva a esta) conforme a los inve-
terados postulados de homogenización que han de regir entre los distintos regímenes
del sistema (y tantas veces olvidada) aplicables al conjunto de las personas empleadas
por cuenta ajena, en todo el territorio nacional4. 

3. A resultas de lo anterior, se reguló un nuevo mecanismo de cobertura (limitado otra vez
a aquellos territorios con una mayor presencia del colectivo agrario y sistemas de pro-
ducción tradicionales —Andalucía y Extremadura—) con el propósito de combinar con
mayor eficacia y eficiencia las políticas pasivas con las políticas activas de empleo (renta
agraria)5. 
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1 Cfr. Real Decreto 3237/1983, de 28 de diciembre (BOE de 31 de diciembre), por el que se establece un subsidio
de desempleo en favor de los trabajadores eventuales incluidos en el Régimen Especial Agrario de la Seguridad
Social en sustitución del sistema de empleo comunitario.
2 Cfr. Reales Decretos 2298/1984, de 26 de diciembre (BOE de 29 de diciembre); 2405/1985, de 27 de diciembre
(BOE de 30 de diciembre); 2697/1986, de 30 de diciembre (BOE de 3 de enero de 1987); 1610/1987, de 23 de
diciembre (BOE de 30 de diciembre); 1585/1988, de 29 de diciembre (BOE de 31 de diciembre); 1387/1990, de
8 de noviembre (BOE de 14 de noviembre); 273/1995, de 24 de febrero (BOE de 25 de febrero); 5/1997, de 10
de enero (BOE de 11 de enero) y 73/2000, de 21 de enero (BOE de 22 de enero).
3 Cfr. artículo 3 de la Ley 45/2002, de 12 de diciembre (BOE de 13 de diciembre), de medidas urgentes para la re-
forma del sistema de protección por desempleo y mejora de la ocupabilidad.
4 Cfr. artículo 4 de la Ley 45/2002, de 12 de diciembre. 
Una crítica al mismo puede leerse en GONZÁLEZ ORTEGA, S., «La reforma del subsidio agrario y la ampliación
de la protección por desempleo a todos los trabajadores eventuales del campo», Relaciones Laborales, n.º 4,
2003, especial monográfico: La reforma de la protección de desempleo en la L 45/2002, p. 65, quien señala que
«las ventajas del sistema contributivo están en proporción directa con las oportunidades reales de empleo de los
trabajadores de que se trate. Respecto de un colectivo con problemas de formación, o con formación de base es-
casa, cuyas oportunidades de empleo son, a su vez, reducidas; y a los que se exige, sin duda, el éxodo y la emi-
gración para desempeñar un trabajo fuera del medio rural [...], extender si más el sistema del desempleo
contributivo es una forma segura de garantizar la falta de tutela».
5 Cfr. Real Decreto 426/2003, de 11 de abril (BOE de 12 de abril), por el que se regula la renta agraria para los
trabajadores eventuales incluidos en el Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social residentes en las Co-
munidades Autónomas de Andalucía y Extremadura.
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Pese al tiempo transcurrido (cuatro o dos décadas, respectivamente, mucho en todo caso)
y la transformación constante y destacada de los modelos de producción en el sector agrario,
la tradicional temporalidad y estacionalidad vinculada a la generación y obtención de la materia
prima, acompañada de la menor capacidad contributiva de las empresas agrarias con las que
hacer frente a las cargas sociales generales han servido una y otra vez como argumentario vá-
lido para reafirmar esa necesidad de una atención singularizada con relación al colectivo de
personas ocupadas en las faenas del campo (agrícola, forestal y pecuario)6. Ello ha llevado a
que en la actualidad aún convivan esos diferentes instrumentos de los que se da cuenta (sub-
sidio y renta agraria y protección por desempleo contributivo asimilado al Régimen General de
la Seguridad Social con limitaciones respecto al asistencial) sin que en nada contribuyera a su
racionalización y simplificación la integración del Régimen Especial Agrario de la Seguridad So-
cial en el Régimen General [Ley 28/2011, de 22 de septiembre (BOE de 23 de septiembre)]7.

No constituyen objeto de atención en esta colaboración ese conjunto de prácticas de pro-
tección frente al desempleo de las personas que desarrollan la actividad agraria con carácter
eventual, esto es, el bloque genérico, sino solo aquellas medidas que están revestidas de un
marcado carácter asistencial (aunque incompleto o parcial). El subsidio y la renta agraria y su
cuestionable encaje con el ingreso mínimo vital centran el estudio.

2. UNA INTENCIONALIDAD LIMITADA

A medio camino entre un régimen asistencial y contributivo (con amplias reglas flexibiliza-
doras que disimulan de manera sobresaliente este segundo en beneficio del primero —reduc-
ción del número de jornadas reales cotizadas para el acceso a la prestación ante circunstancias
climatológicas adversas o elementos que distorsionen el mercado agrario—, recientemente,
entre otros muchos ejemplos, puede citarse la guerra a las puertas de Europa)8 esas prestacio-
nes específicas de las que se ha dado cuenta (subsidio y renta agraria) de nuevo pueden plan-
tearse en el candelero. 

Es posible cuestionarse en la actualidad la legitimación de estos mecanismos de protección
frente al desempleo en el sector agrario (dado su cada vez menor valor contributivo e importante
carga asistencial) tras la aprobación del Real Decreto Ley 20/2020, de 29 de mayo (BOE de 1
de junio), por el que se establece el ingreso mínimo vital (norma derogada) y la vigencia hoy de
la regulación contenida en la Ley 19/2021, de 20 de diciembre (BOE de 21 de diciembre).

Esta es, en definitiva, la finalidad de la presente colaboración, ofrecer una respuesta sobre
si ahora, tras la aprobación y desarrollo de una nueva prestación no contributiva del sistema de
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6 Circunstancias que se ven acompañadas por importantes elementos sociales que serán tratados infra.
7 Con lo que ha de reiterarse que se pervierte en su esencia la integración efectuada, por cuanto el régimen pro-
tector no es coincidente.
8 Obsérvese cómo recientemente el número de jornadas reales cotizadas necesarias para el acceso a la prestación
referenciada ha sido minorado. El artículo 3 del Real Decreto Ley 5/2020, de 25 de febrero (BOE de 26 de febrero),
por el que se adoptan determinadas medidas urgentes en materia de agricultura y alimentación; igual precepto
de la Ley 8/2020, de 16 de diciembre (BOE de 17 de diciembre), de idéntica nomenclatura, así como del Real De-
creto Ley 4/2022, de 15 de marzo (BOE de 16 de marzo), por el que se adoptan medidas urgentes de apoyo al
sector agrario por causa de la sequía rebajan a un mínimo de 20 jornadas reales las necesarias para lucrar la
prestación. Por su parte, el artículo 24 del Real Decreto Ley 18/2022, de 18 de octubre (BOE de 19 de octubre),
por el que se aprueban medidas de refuerzo de la protección de los consumidores de energía y de contribución
a la reducción del consumo de gas natural en aplicación del «Plan + seguridad para tu energía (+SE)», así como
medidas en materia de retribuciones del personal al servicio del sector público y de protección de las personas
trabajadoras agrarias eventuales afectadas por la sequía reduce ese número a 10 jornadas reales cotizadas en
los doce meses naturales inmediatamente anteriores a la situación de desempleo.
En otros términos, el exiguo carácter contributivo que pudiera concurrir en esa regulación se convierte en algo
puramente anecdótico o testimonial, con un valor residual y sin calado. 
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la Seguridad Social con vocación generalista, es lógica y oportuna la convivencia y concurrencia
de esta con modelos prestacionales con una importante carga asistencial o si, por el contrario,
aquellos están llamados a desaparecer incorporándose el colectivo de personas beneficiarias
a las que alberga el ingreso mínimo vital en un futuro mediato. 

Recuérdese que expresamente se establece en la E. de M. de la ley 19/2021, de 20 de di-
ciembre, que «la puesta en marcha del ingreso mínimo vital exigirá también una progresiva re-
ordenación del conjunto de ayudas estatales cuyos objetivos se solapan con los de esta nueva
política.

La progresiva reorganización de las prestaciones no contributivas que deberá abordarse en
los próximos años [prosigue la norma legal] permitirá una focalización en colectivos particular-
mente vulnerables que contribuya a una mayor redistribución de la renta y la riqueza en nuestro
país». 

Objetivo genérico este establecido en la parte expositiva de la norma legal que posterior-
mente ha sido incorporado al componente 22, «Plan de choque para la economía de los cuida-
dos y refuerzo de las políticas de inclusión» del Plan de Recuperación Transformación y
Resiliencia del Reino de España9. En concreto, es su reforma 5 la que alude expresamente a
la mejora del sistema «de prestaciones económicas no contributivas de la Administración Ge-
neral del Estado». Para lo que arguye que «las prestaciones no contributivas y asistenciales
presentan un alto nivel de fragmentación en nuestro país que, en muchos casos, las vuelve in-
eficientes», siendo necesaria, continúa la propuesta realizada, «una progresiva reorganización
del conjunto de prestaciones estatales de naturaleza no contributiva para hacer el sistema más
eficiente»10.

Sin embargo, y aunque las pautas pudieran parecer claras (de aglutinar prestaciones), nada
se menciona sobre el particular que ahora atañe en la Orden ISM/1055/2022, de 31 de octubre
(BOE de 4 de noviembre), por la que se publica el Acuerdo de la Comisión Delegada del Go-
bierno para Asuntos Económicos, por el que se aprueba el Plan para la reordenación y simpli-
ficación del sistema de prestaciones económicas no contributivas de la Administración General
del Estado11. Es más, de manera palpable y meridiana este centra su atención en las prestacio-
nes monetarias de la AGE de naturaleza no contributiva (pueden calificarse de «puras»)12 su-
jetas a la comprobación de recursos y a las prestaciones universales que tienen incidencia en
las personas desfavorecidas y deja de lado (quién sabe si para una mejor ocasión) las presta-
ciones de carácter semi-contributivo (entre las cuales se incluyen el subsidio y la renta agraria)13.

En consecuencia, estas singulares prestaciones frente al desempleo del personal eventual
agrario de Andalucía y Extremadura (junto a otros subsidios por desempleo) quedarán fuera de
la proyectada legislación de reorganización y simplificación del sistema de prestaciones econó-
micas no contributivas, en tanto que este, se insiste, limitará su ámbito de acción en exclusiva
a las prestaciones económicas no contributivas14.
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9 Cfr. https://www.lamoncloa.gob.es/temas/fondos-recuperacion/Documents/160621-Plan_Recuperacion_Trans-
formacion_Resiliencia.pdf.
10 Con una visión de conjunto sobre este proceso integrador, cfr. ÁLVAREZ CUESTA, H., Protección social frente
a la pobreza, Editorial Bomarzo, Albacete, 2023.
11 Con el que se da cumplimiento al hito 319 del Plan de Recuperación Transformación y Resiliencia del Reino de
España relativo al Componente 22, reforma 5 (https://www.lamoncloa.gob.es/serviciosdeprensa/notasprensa/ha-
cienda/Documents/2021/101121-CountersignedESFirstCopy.pdf).
12 En consonancia con el preámbulo de la Ley 19/2021, de 19 de diciembre, que solo alude a estas.
13 El cuadro prestacional de Garantías de Ingresos Mínimos en España a nivel estatal, autonómico, local y de en-
tidades del tercer sector puede consultarse en la Figura 1 de la Orden ISM/1055/2022, de 31 de octubre.
El esquema de las prestaciones semi-contributivas, además de las señaladas, es generoso con los subsidios por
desempleo, extraordinario por desempleo, Renta Activa de Inserción, complemento de mínimos y pensiones SOVI.
14 El hito 320 del Plan de Recuperación Transformación y Resiliencia del Reino de España relativo al Componente
22, reforma 5 (https://www.lamoncloa.gob.es/serviciosdeprensa/notasprensa/hacienda/Documents/2021/101121-
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Y ello, al contrario de lo que pudiera pensarse, de que en el mismo se asevere que para la
consecución de los objetivos del mencionado Plan sea preciso: 

a. Desarrollar y ampliar el ingreso mínimo vital para convertirlo en la prestación base y
general del sistema de garantía de ingresos mínimos.

b. Simplificar las ayudas actuales entorno a él para lo que será necesario evaluar los pa-
rámetros que garanticen la equidad15.

La complejidad de esta reordenación, así como su utilidad es manifiesta y necesaria. Aunque
se orienta, se antoja, en un plano limitado y cicatero. Tal vez se haya querido acometer una ac-
tuación parcial para en una fase posterior avanzar y perseverar en el proceso. En una primera
ocasión, las prestaciones no contributivas16. Posteriormente, quizá, las semi-contributivas. 

Es, al menos, cuestionable que en el diseño (y futura ejecución) del Plan del que ahora se
da cuenta se carezca de la suficiente ambición para integrar en el mismo las prestaciones que
adjetiva de semi-contributivas, en la medida que todas ellas se encuadran e identifican dentro
del bloque del Sistema de Garantías de Ingresos Mínimos17. Recuérdese que en el preámbulo
de la Ley 19/2021, de 20 de diciembre, se alude a la «reordenación del conjunto de ayudas es-
tatales cuyos objetivos se solapan con los de esta nueva política»18, donde a buen seguro pu-
diera confluir.

Si discutible es lo anterior, mayor grado de controversia suscita que en este primer paquete
reformador no se hayan incluido las prestaciones semi-contributivas19, en lo que interesa, de
protección por desempleo de las personas que con carácter eventual desarrollan la actividad
agraria. Y ello, por dos cuestiones básicas. La primera de ellas, como se ha apuntado, las exi-
gencias de cotización previa para el lucro de estas prestaciones una y otra vez se han visto fle-
xibilizadas (reducidas), con una carga reciente de solo diez jornadas reales cotizadas, por lo
que ha de aseverarse que prima notablemente su carácter asistencial sobre el contributivo20.
La segunda, donde resulta mucho más evidente ese carácter asistencial preferente, que en el
supuesto del subsidio agrario para mayores de cincuenta y dos años no se requiere de cotiza-
ción previa en los meses anteriores a su disfrute para continuar lucrando el subsidio durante
todo el año natural (por el contrario, se contempla la exigencia de haber sido beneficiario del
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CountersignedESFirstCopy.pdf) tiene como fin reorganizar y simplificar el sistema de prestaciones económicas
no contributivas, marcando como objetivo de la reforma «incluir en el instrumento de cobertura constituido en
torno al régimen de ingreso mínimo (IMV) las principales prestaciones no contributivas proporcionadas por la Ad-
ministración General del Estado, para reorganizar y simplificar el sistema de prestaciones económicas no contri-
butivas en consonancia con los objetivos del Plan para la reordenación y simplificación del sistema de prestaciones
económicas no contributivas de la Administración General del Estado».
Este debe cumplirse antes del cuarto trimestre del año 2023.
15 A lo que se une el establecimiento de una gobernanza más eficiente entre los distintos órganos gestores, que
requerirá de un sistema de información ágil, con la información y la toma de decisiones con datos como eje del
diseño de prestaciones.
16 Adviértase que el cronograma del Plan del que se da cuenta diseña un período de ejecución que se extiende
desde 2023 hasta 2030, con un despliegue escalonado.  
17 Recuérdese que el ingreso mínimo vital está llamado a constituirse en la prestación base y general del sistema
de garantía de ingresos mínimos.
18 Si bien es cierto que posteriormente matiza y concreta sobre las prestaciones no contributivas.
19 Se adopta la nomenclatura empleada en el Plan para la reordenación y simplificación del sistema de prestacio-
nes económicas no contributivas de la Administración General del Estado.
20 Sobre el carácter contributivo de la renta agraria, cfr. OJEDA AVILÉS, A., «La renta agraria para los trabajadores
eventuales del régimen agrario», en RODRÍGUEZ-PIÑERO Y BRAVO-FERRER, M., y CRUZ VILLALÓN, J. (dir.).,
Veinte años de relaciones laborales en Andalucía, Consejo Andaluz de Relaciones Laborales, Sevilla, 2003, pp.
174 y ss.

DL entera 129_Maquetación 1  10/10/23  19:02  Página 33



subsidio agrario durante un número de años…, en definitiva, una contribución previa al sistema
que lo distancia de manera destacada del período de carencia y de la duración del disfrute de
la prestación vinculada a las prestaciones contributivas)21.

Llegados a este punto, y con carácter previo al estudio sintético del régimen jurídico de cada
una de las prestaciones que servirá de base para contrastar las diferencias y similitudes exis-
tentes entre ellas en aras de esa posible (y proyectada en lo deseable) absorción o integración
bajo el paraguas del ingreso mínimo vital, se entiende adecuado realizar una aproximación
sobre los antecedes sociales de cada una de ellas. Su objetivo no es otro que identificar cuáles
son los fines que concurren en las mismas para emparejar los elementos comunes (el sustrato
mollar) y enlazar los criterios hermenéuticos por los que han de regirse en la propuesta que se
realiza. En esencia, de manifestar los fines a los que intentan dar respuesta y su concurrencia.

3. ANTECEDENTES SOCIALES Y RESPUESTAS NORMATIVAS

3.1. Subsidio agrario

Como se ha apuntado supra, el subsidio agrario data de comienzos de la década de los
ochenta. En aquel momento histórico España atravesada una compleja crisis energética con
una importante deriva sobre el empleo. La caída de la ocupación lastrada por aquella afectó
principalmente a la industria, nada menos que 700.000 personas ocupadas dejaron de estarlo
en este sector. Sin embargo, sus efectos cual vasos comunicantes irradiaron (aunque con menor
intensidad) a la construcción (con 300.000 personas que engrosaron las listas de desempleo)
y a la agricultura, que se perpetuó en la inercia arrancada años atrás de expulsar del campo
mano de obra. En aquellos años, el número de personas ocupadas en el sector primario des-
cendió en 500.000 personas, «una parte de ellas se dirigió a los improbables mercados de tra-
bajo urbanos y la otra a la jubilación, reflejando la envejecida estructura de la población rural22.

Es en esta realidad socioeconómica en la que su sustenta el subsidio agrario. Desempleo
agrario e imposibilidad de absorción de la mano de obra excedente por el resto de los sectores
productivos inmersos, con mayor intensidad si cabe, en una importante reconversión, principal-
mente industrial. De ahí que, como acertadamente señala el profesor Ojeda Avilés, el subsidio
agrario sea fruto de su tiempo, de su contexto histórico, emanando en un escenario que además
se acompaña de otras razones poderosas, ninguna de ellas achacable a la persona ocupada
en las faenas agrarias de Andalucía y Extremadura: 

A) Las reconversiones industriales y la crisis de empleo ejercen en aquel momento como
fuerzas tractoras «de enormes recursos del Estado para subvenir al desempleo y la pre-
jubilación de los afectados en los altos hornos, las minas, los astilleros, las empresas
textiles, canalizando una soberbia financiación estatal [...]. Las Leyes de Reconversiones
Industriales de 1982 y 1984 dieron rango legal al decidido apoyo del Estado a las indus-
trias, que se remontaba a los años sesenta y setenta». A su rebufo, aquellas dan carta
de naturaleza y legitimidad a la implantación del subsidio agrario en el bien pretendido
de otorgar «un trato de equivalencia con las ayudas a los trabajadores de la industria, si
bien de menor cuantía». 

B) Además, sobre la empresa agraria pesa el marchamo de su menor capacidad contribu-
tiva, lo que desaconseja la imposición de la misma cotización que a las empresas del
Régimen General. 

C) Y, por último, el sistema de distribución de la tierra imperante en los territorios de Anda-
lucía y Extremadura, en las que el latifundismo impera23.
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21 De ahí su carácter mixto, asistencial/contributivo, aunque con una carga preponderante del carácter asistencial. 
22 Cfr. SERRANO SANZ, J. M.ª., «Crisis económica y transición política», Ayer, n.º 15, 1994, p. 158.
23 Cfr. OJEDA AVILÉS, A., «Aspectos constitucionales del subsidio de desempleo para eventuales agrícolas», Re-
vista General de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, n.º 1, 2003, pp. 7-8, nota núm. 18 y «Legislación
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En otros términos, quizá excesivamente simplistas pero que contribuyen a visualizar la fina-
lidad última de esta prestación, se fija un modelo de ayudas públicas que persigue el manteni-
miento de esa población inactiva sin posibilidad de ocupación en el sector de origen (el agrario)
y tampoco en el externo mediante el recurso a la emigración urbana o internacional garantizando
un régimen mínimo de subsistencia. La contributividad vinculada al número de jornadas reales
cotizadas, pese a estar presente, es extremadamente limitada24, actuando primariamente como
garantía de rentas. 

3.2. Renta agraria

La reordenación de la protección por desempleo de las personas que con carácter eventual
desarrollan la actividad agraria operada por las reformas normativas del año 2002 tuvo una im-
portante contestación política y social, constituyendo el punto de mayor desencuentro entre los
sindicatos más representativos y el Gobierno25. Su cuestionamiento se construye sobre la si-
tuación de desprotección en la que quedan las personas eventuales agrarias de Andalucía y
Extremadura ante la imposibilidad de cumplir las exigencias establecidas para lucrar el desem-
pleo contributivo creado por la Ley 45/2022, de 12 de diciembre y el veto al subsidio agrario
dado el singular contexto en el que se desarrolla el trabajo agrario (reconversión agraria, exce-
dentes de mano de obra…).

Ello dio origen a que en el período posterior representantes gubernamentales y agentes so-
ciales trabajaran intensamente en la búsqueda de nuevas fórmulas y reformas que lograran
traer, de nuevo, la paz social al medio rural andaluz y extremeño. Los objetivos fijados en este
proceder pueden concretarse, de manera sumaria, como sigue: 

A) Lo conveniente y prioritario de no retornar al modelo del subsidio agrario, cargado de vi-
cios y corruptelas26.

B) Sustituir la cultura de la ayuda por la de la inserción laboral, el paso de políticas pasivas
a políticas activas de empleo. 

C) Cubrir la situación de desprotección generada.

Al cumplimiento de tales fines responde el Real Decreto 426/2003, de 11 de abril, que no
trata de ampliar el programa de «renta activa de inserción» a las personas eventuales agrarias
andaluces y extremeñas, sino de crear para ellas una prestación nueva y distinta, a través de
una fórmula híbrida y original, en la que predominan elementos asistenciales y de ayuda a la
inserción laboral27. Y en la que además se refleja indirectamente (por contradictorio que pueda
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laboral y de protección social del sector agrario en perspectiva histórica: la enseñanza a extraer», en ARIAS DO-
MÍNGUEZ, A. (coord.), Reformas socio-laborales en el sector agrario: seguimiento de su impacto y propuestas
para la continuación del proceso, Thomson Reuters&Civitas, Cizur Menor, 2013, pp. 63-64.
24 Lo que puede además vincularse con el cómputo de las actividades realizadas en el antiguo PER…
25 Cfr. SEMPERE NAVARRO, A. V., «La Ley 45/2002, de 12 de diciembre: una visión panorámica», en VV.AA.,
Empleo, Despido y Desempleo tras las Reformas de 2002 (Análisis de la Ley 45/2002, de 12 de diciembre), Aran-
zadi, Cizur Menor, 2003, p. 34, nota núm. 33.
26 No se puede entender la renta agraria como intento de reinstauración, encubierta o indirecta, del subsidio de
desempleo agrario, en tanto que ello iría en contra de lo establecido por la Ley 45/2002, de 12 de diciembre, de
limitar el acceso de nuevos beneficiarios al subsidio agrario. 
Sin embargo, para LÓPEZ GANDÍA, J., La protección por desempleo de los trabajadores del Régimen Especial
Agrario, Tirant lo Blanch, Valencia, 2003, p. 82-83, la renta agraria «de inserción» consiste en una reforma de la
reforma del subsidio de desempleo agrario mediante una prestación que va más allá de la renta común de inser-
ción, «aunque no suponga, al menos aparentemente, pero casi, una vuelta atrás total a la situación anterior al
“Decretazo”, esto es una “restitución de un derecho”, que afecta a todos aquellos trabajadores eventuales agrarios
que no han podido acceder ya al mismo».
27 Sobre su valor contributivo, cfr. OJEDA AVILÉS, A., «La renta agraria para los trabajadores eventuales del ré-
gimen agrario», en RODRÍGUEZ-PIÑERO Y BRAVO-FERRER, M., y CRUZ VILLALÓN, J. (dir.), Veinte años de
relaciones laborales en Andalucía, cit., pp. 174 y ss., dada la exigencia de cotización de un número mínimo de
jornadas y de estar al corriente en el pago de las cuotas durante los doce meses previos.
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parecer en tanto que el abandono de los pueblos era un objetivo no expreso de la reforma del
año 2002 para allegar mano de obra poca cualificada al sector de la construcción pujante en
aquel momento en otros territorios)28 un compromiso contra la despoblación rural (se insiste,
falso o al menos desvirtuado o tergiversado)29 y la fijación, en última instancia, de un sistema
de garantía de rentas para un colectivo marcado por la inactividad, en términos paralelos a como
lo había venido siendo (y continúa en la actualidad) en subsidio agrario con una carga contribu-
tiva significativamente menor.

3.3. Ingreso mínimo vital

En un contexto ordinario del marco de las relaciones laborales y de protección social a co-
mienzos del año 2020 se produjo la comparecencia del señor ministro de Inclusión, Seguridad
Social y Migraciones (Escrivá Belmonte)30 en la Comisión que acumula estas competencias
junto con las de Trabajo y Economía Social para informar sobre las líneas generales de la política
de su departamento en la XIV Legislatura31. Con una semana de diferencia, el 5 de marzo de
2020, tuvo lugar la participación del señor ministro, a petición propia, en la Comisión de Segui-
miento y Evaluación de los Acuerdos del Pacto de Toledo para informar sobre las prioridades
del Gobierno para la presente legislatura en la materia que le es propia32.

En lo que interesa al presente trabajo, entre las distintas actuaciones propuestas con carácter
prioritario para el Gobierno de la Nación en la Legislatura que entonces arrancaba su andadura
el señor Escrivá incidió en la búsqueda del mayor consenso posible para la implementación del
ingreso mínimo vital33, que no dudó en tildarla como «probablemente la política más importante
del Gobierno de España durante esta Legislatura»34. 

Su encaje en un entramado normativo enredoso, que habría de convivir con diecisiete ins-
trumentos heterogéneos existentes en las distintas comunidades autónomas35, exigía solventar
con carácter previo cuestiones de orden competencial y aspectos de coordinación sobre las
personas beneficiarias para evitar innecesarias reiteraciones y equívocos en los destinatarios
(por exceso o por defecto).

Sin embargo, la planificación marcada y anhelada que exigía de estudio, de diseño, de or-
denación, de encaje, de búsqueda de consensos y beneplácitos entre las distintas fuerzas po-
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Como «subsidio activo esencialmente no contributivo», MONEREO PÉREZ, J. L., Las nuevas políticas de pro-
tección por desempleo y su reflejo en el sistema jurídico, Tirant lo Blanch, Valencia, 2003, p. 89.
28 Se ha sostenido en trabajos previos que la reforma sobre el desempleo puesta en marcha en el año 2002
implica para el colectivo ocupado en el sector agrario no solo una movilidad sectorial y profesional para poder
lucrar las prestaciones, sino también una movilidad geográfica que conlleva la emigración del campo a la ciudad,
de unas regiones a otras, que vacía los pueblos y alarga su agonía.
29 En tanto que, con fecha de caducidad, por cuanto en sí misma encierra elementos que empujan al abandono
de la actividad agraria insertando al colectivo en actividades de otros sectores. 
30 A petición propia y a petición de los grupos parlamentarios Ciudadanos, Popular en el Congreso, Republicano,
VOX y Plural. 
31 Cfr. DS —Congreso de los Diputados—, núm. 52, de 27 de febrero de 2020, pp. 2 y ss. 
32 Cfr. DS —Congreso de los Diputados—, núm. 51, de 5 de marzo de 2020, pp. 2 y ss. 
33 Los otros grandes acuerdos de Legislatura que debían ser alcanzados, concretaba el señor ministro, giraban
en torno a la reforma del sistema público de pensiones y la migración.
Cfr. DS -Congreso de los Diputados-, núm. 52, cit., p. 3.
34 Cfr. DS —Congreso de los Diputados—, núm. 52, cit., p. 6.
35 Con la participación de la Administración General del Estado, con atribuciones en prestaciones no contributivas
(en distintos campos); los programas de rentas mínimas regulados por las Comunidades Autónomas e incluso el
régimen de ayudas que, en última instancia, las corporaciones locales ponen en marcha para ayudar a las per-
sonas en riesgo de exclusión social o vulnerables es el escenario en el que debe integrarse la nueva prestación
de la Seguridad Social.
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líticas, agentes sociales, representantes autonómicos y locales, de desbroce de cuestiones no
sencillas de resolver…, es decir, de un tiempo moderado y razonable para instaurar algo nuevo,
complejo y completo, amoldado y ajustado a lo existente, pronto se vio truncada. 

La situación de vulnerabilidad generada en unos casos y aumentada en otros en numerosos
colectivos a causa de la pandemia de la COVID-19 provocó que surgieran demandas de regu-
lación urgente de esta prestación36. Así se recoge de manera expresa en la E. de M. del Real
Decreto Ley 20/2020, de 29 de mayo (y hoy en la Ley 19/2021, de 20 de diciembre). 

Con esta disposición legal se intenta cumplir simultáneamente dos objetivos. Por un lado,
redistribuir renta. El ingreso mínimo vital se diseña para la erradicación de la pobreza extrema
atendiendo a aquellos hogares con una situación de mayor vulnerabilidad. Por otro lado, romper
inercias. Es imperiosa la necesidad de integrar en la sociedad a estas clases desfavorecidas
siendo el mejor instrumento para ello el reingreso en el sistema educativo o la incorporación al
mercado de trabajo, por lo que la prestación se acompaña de itinerarios de inclusión laboral y
social que hagan que su situación en la sociedad sea más plena37.

De ahí su carácter como mecanismo de garantía de ingresos de ámbito nacional, configu-
rándose como prestación económica de la Seguridad Social en su modalidad no contributiva.

En definitiva, en los tres mecanismos de los que se da cuenta, frutos de su tiempo, con in-
dependencia de que su naturaleza sea semi-contributiva, mayoritariamente no contributiva o
asistencial, concurre una nota básica, actúan como instrumentos de garantía de ingresos míni-
mos desde el campo de la Seguridad Social. Ello permite sostener la posible integración de
aquellos en el ingreso mínimo vital.

4. REQUISITOS Y REGLAS BÁSICAS: MARCO EXPOSITIVO (SÍNTESIS)

No es voluntad ahora de realizar (dadas las limitaciones espaciales de la presente colabo-
ración) una exégesis exhaustiva de las exigencias requeridas para lucrar cada una de las pres-
taciones de las que se da cuenta y de sus rasgos definidores. Sin embargo, se entiende
oportuno presentar, de modo esquemático, cuáles son aquellas y estos y el testeo concurrente
con las demás. 

Así, las pautas maestras para ser beneficiaria del subsidio agrario ordinario se concretan
como sigue:

a. Realizar con carácter eventual (contrato de duración determinada o de fijeza discontinua)
la actividad agraria por cuenta ajena.

b. Inclusión en el Sistema Especial Agrario de la Seguridad Social.
c. Encontrarse en situación de desempleo.
d. Carecer de rentas en los términos establecidos38.
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36 Cfr. Intervenciones de los señores Rufián Romero (Grupo Republicano) y Rodríguez Rodríguez (Grupo de Unidas
Podemos-En Comú Podem-Galicia en Común) en la comparecencia del señor ministro de Inclusión, Seguridad Social
y Migraciones (Escrivá Belmonte) para informar sobre la situación y medidas adoptadas ante la COVID-19 desde
dicho ministerio. A propuesta del Gobierno y a petición de los Grupos Parlamentarios Republicano y Popular en el
Congreso, cfr. DS —Congreso de los Diputados—, núm. 56, de 15 de abril de 2020, pp. 16-17, respectivamente.
37 Tal y como se ocupaba de explicar el señor Escrivá Belmonte en la comparecencia, a petición propia, para in-
formar sobre la gestión del ingreso mínimo vital; a petición del Grupo Parlamentario VOX para informar sobre la
crisis de la COVID-19 en el ámbito de sus competencias y a petición del Grupo Parlamentario Popular en el Con-
greso para explicar el proyecto de renta mínima (cfr. DS —Congreso de los Diputados—, núm. 97, de 8 de junio
de 2020, pp. 2 y ss.).
38 Con carácter general, carecer, en el momento de la solicitud y durante la percepción del subsidio agrario, de
rentas de cualquier naturaleza que, en cómputo anual, superen la cuantía del salario mínimo interprofesional vi-
gente, excluidas las pagas extraordinarias.
Se establecen reglas específicas en caso de convivencia…
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e. Tener su domicilio en el ámbito geográfico delimitado, esto es, de Andalucía o Extrema-
dura.

f. Estar en alta o en situación asimilada.
g. Tener cubierto un mínimo de treinta y cinco jornadas reales cotizadas en los doce meses

naturales inmediatamente anteriores a la situación de desempleo39.
h. No haber cumplido la edad mínima para acceder a la pensión contributiva de jubilación.
i. Haber percibido el subsidio en alguno de los 3 años anteriores a la fecha de su solicitud.
j. Suscribir el compromiso de actividad.

La cuantía de la prestación se establece en el 80 % del IPREM vigente en cada momento40;
y su duración se condiciona a cuestiones de edad y de responsabilidades familiares, yendo
desde los 120 a los 360 días.

En el caso del subsidio agrario especial para mayores de 52 años estas exigencias se con-
cretan en (además de todos los anteriores excepto la cotización previa en los doce meses na-
turales inmediatamente anteriores): 

a. Haber cotizado al Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social como eventual del
campo por cuenta ajena y ser beneficiaria del subsidio ininterrumpidamente durante los
últimos cinco años (con importantes reglas flexibilizadoras). 

b. Acreditar que se reúne el período de cotización necesario para el reconocimiento de cual-
quier tipo de pensión contributiva por jubilación en el sistema de la Seguridad Social. 

La cuantía se corresponde con el subsidio ordinario y se extiende a lo largo de los 365 días,
siendo renovado el derecho al mismo cada doce meses sin exigencia de cotización por jornadas
reales.

Para el supuesto de la renta agraria, los requisitos concuerdan en buen número con los men-
cionados (en tanto que remite expresamente al articulado reglamentario precedente): 

a. Realizar por cuenta ajena trabajo agrario con carácter eventual (por tiempo determinado
o de fijeza discontinua).

b. Estar incluido en el Sistema Especial Agrario de la Seguridad Social. 
c. Encontrarse en situación de desempleo.
d. Inscripción como demandante de empleo.
e. Tener el domicilio en el ámbito geográfico de Andalucía o Extremadura.
f. Estar en alta o situación asimilada al alta.
g. No tener derecho al subsidio agrario.
h. Haber residido y estar empadronado un mínimo de 10 años en el ámbito geográfico pro-

tegido.
i. Tener cubierto en el Sistema Especial en los 12 meses naturales inmediatamente ante-

riores a la situación de desempleo un mínimo de 35 jornadas reales cotizadas41.
j. Se condiciona la permanencia en el Sistema Especial Agrario a exigencias de edad o de

haber sido beneficiaria con anterioridad. 
k. Carecer de rentas42.
l. Suscripción del compromiso de actividad.

DLSubsidio y renta agraria tras el ingreso mínimo...38

Doc. Labor., núm. 129-Año 2023-Vol. II. ISSN: 0211-8556. Subsidio y renta agraria tras..., págs. 29 a 41

39 Exigencia, como se ha reiterado, frecuentemente reducida.
40 De acuerdo con lo establecido en el artículo 3.2.d) del Real Decreto Ley 3/2004, de 25 de junio (BOE de 26 de
junio), para la racionalización de la regulación del salario mínimo interprofesional y para el incremento de su cuan-
tía.
Para el año 2023: 480 euros/mes.
41 Con las mismas reglas flexibilizadoras que el subsidio agrario.
42 En iguales términos que para el subsidio agrario.
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La cuantía de esta prestación se fija según el número de jornadas reales trabajadas acredi-
tadas para acceder al derecho a la renta, estableciéndose una escala progresiva (desde el 80
al 107 %) sobre el IPREM vigente en cada momento43. Su duración, también se hace depender
de dos variantes: la edad de la persona beneficiaria y la tenencia o no de responsabilidades fa-
miliares, con una horquilla que oscila entre los 120 y los 300 días. 

Por último, y con relación al ingreso mínimo vital, los elementos estándar se perfilan así:

a. Personas beneficiarias, en términos generales, las integrantes de una unidad de convi-
vencia; las de al menos veintitrés años y menores de 65 años que no se integren en una
unidad de convivencia o las que temporalmente sean usuarias de una prestación de ser-
vicio residencial, de carácter social, sanitario o sociosanitario44.

b. Tener residencia legal y efectiva en España durante un plazo determinado. 
c. Encontrarse en situación de vulnerabilidad económica, con referencia a la cuantía men-

sual de la renta garantizada45.
d. Constitución previa de la unidad de convivencia, en su caso.

La cuantía de esta prestación no contributiva se determina de acuerdo con la diferencia entre
el conjunto de todas las rentas e ingresos de la persona beneficiaria o de los miembros que
componen la unidad de convivencia del ejercicio anterior y la cuantía de la renta garantizada ,
extendiéndose su percepción mientras subsistan los motivos que dieron lugar a su concesión y
se cumplan los requisitos y obligaciones previstos por la disposición legal. 

5. SIMILITUDES Y DIFERENCIAS: BREVIARIO

Del panorama descrito puede aseverarse que, de inicio, este conjunto de prestaciones coin-
cide en sus finalidades, en tanto que garantías de salarios mínimos, en sus distintas fórmulas
y con sus matices. Elemento básico y esencial para su reconocimiento se presenta, por tanto,
en todas ellas la situación de carencia de recursos económicos suficientes o vulnerabilidad eco-
nómica, como quiera calificarse. Entran en juego, no obstante, reglas diferenciadoras sobre el
cómputo de determinadas rentas, exención de otras…, pero en esencia, queda claro el fin per-
seguido, la asistencialidad47.
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43 Cfr. artículo 3.2.e) del Real Decreto Ley 3/2004, de 25 de junio.
44 Cfr. artículos 4 y 7 de la Ley 19/2021, de 20 de diciembre. 
45 En concordancia con el artículo 11 de la Ley 19/2021, de 20 de diciembre, «concurre este requisito cuando el
promedio mensual del conjunto de ingresos y rentas anuales computables de la persona beneficiaria individual o
del conjunto de miembros de la unidad de convivencia, correspondientes al ejercicio anterior, en los términos es-
tablecidos en el artículo 20, sea inferior, al menos en 10 euros, a la cuantía mensual de la renta garantizada con
esta prestación que corresponda en función de la modalidad y del número de miembros de la unidad de convi-
vencia en los términos del artículo 13».
46 Que para una persona beneficiaria individual asciende al 100 % del importe anual de las pensiones no contri-
butivas fijadas anualmente en la LPGE, dividido por doce (para el año 2023 es de 484,61 euros/mes). Aplicándose
coeficientes multiplicadores en los supuestos de formar parte de una unidad de convivencia, de tener un grado
de discapacidad reconocido….
47 Cfr. OJEDA AVILÉS, A., «La renta agraria para los trabajadores eventuales del régimen agrario», en RODRÍ-
GUEZ-PIÑERO Y BRAVO-FERRER, M., y CRUZ VILLALÓN, J. (dir.), Veinte años de relaciones laborales en An-
dalucía, cit., pp. 174 y ss., para quien «la prueba de necesidad no es determinante, pudiendo ser, como ocurre
aquí, un límite más para dosificar el gasto financiero aplicado a esta cobertura, sin por ello comprometer su ulterior
naturaleza jurídica».
En el bloque de prestaciones de carácter asistencial se engloba en las estadísticas oficiales del Ministerio de Tra-
bajo y Economía Social, cfr. MITES: Resumen últimos datos (actualización continua), p. 5
(https://www.mites.gob.es/es/estadisticas/index.htm).
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En las prestaciones por desempleo de las personas eventuales agrarias de Andalucía y Ex-
tremadura se fijan una serie de exigencias propias y adicionales (estar en situación de desem-
pleo, cotización mínima previa, inclusión en el Sistema Especial Agrario…) acorde al momento
de su nacimiento y su encuadre como mecanismo de cobertura ante situaciones de inactividad. 

No obstante, se entiende que tales diferencias son perfectamente salvables y reconducibles
ante una posible inclusión del colectivo en el bloque del ingreso mínimo vital. 

Las dudas se derivan, sin embargo, de los efectos numéricos, cuantitativos, que ello pudiera
implicar. En el año 2022 fueron 164.632 las personas beneficiarias de las prestaciones semi-
contributivas en el sector agrario (87.690 subsidio y 76.942 renta agraria)48 que, como contra-
partida, están incluidas en el Sistema Especial, se encuentran al corriente de sus obligaciones
de cotización y acreditan un determinado (limitado) períodos de cotización y que perciben una
prestación económica para un espacio temporal determinado. El traslado de este bloque hacia
el ingreso mínimo vital con cuantías cercanas, pero con duración indeterminada mientras se
cumplan las exigencias establecidas (y las mayores dificultades de aplicación de las medidas
de acompañamiento de esta prestación no contributiva), quizá justifiquen por el momento el
mantenimiento de la situación actual.

6. CONCLUSIONES

Como señalaba el profesor Martín Valverde, «en una situación de empleo en la que la po-
blación laboral de la agricultura no tiene posibilidades de utilizar la propia fuerza de trabajo en
los otros sectores económicos, la protección de estas situaciones de desempleo adquiere una
dimensión nueva, convirtiéndose en una manifestación insoslayable del deber del “Estado So-
cial” de procurar un mínimo vital a todos los ciudadanos»49.

Y es ahí, en este plano, en el que han de situarse tanto el subsidio agrario como la renta
agraria (aun cuando esta, en su configuración, se aleje en parte de aquellos parámetros bási-
cos). Como rentas de subsistencia ante la falta real de oportunidades de incorporación al mer-
cado de trabajo y herramientas de garantía de un ingreso mínimo (a la que se unen todos los
insumos propios de la vertebración del territorio, la fijación de la población en los entornos ru-
rales, la conservación del medio ambiente y la garantía de la producción de bienes y servicios
de primera necesidad…)50.

Sin embargo, tanto el encuadre con el que nacieron, apegadas al modelo del sistema de
protección por desempleo; como las fuentes de financiación, hacen que se sitúen algo distan-
ciadas de las mismas, pese al carácter marcadamente asistencial y de políticas generales del
Estado en el que habrían de situarse las mismas51. 
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48 Cfr. SEPE., Prestaciones por desempleo asistenciales para trabajadores eventuales agrarios de Andalucía y
Extremadura. Subsidio agrario. Renta agraria. Resumen de datos de noviembre/2022, p. 13
(https://www.sepe.es/HomeSepe/que-es-el-sepe/estadisticas/estadisticas-prestaciones/prestaciones.html).
49 Cfr. MARTÍN VALVERDE, A., «Mercado de trabajo agrícola y legislación social en el medio rural», Temas La-
borales, n.º 2, 1985, p. 29.
50 Cfr. ROMERO CORONADO, J., «El Sistema Especial Agrario. Régimen jurídico», en MONEREO PÉREZ, J. L.,
y RODRÍGUEZ INIESTA, G. (dirs.), y MALDONADO MOLINA, J. A., y DE VAL TENA, A. L. (coords.), Tratado de
Derecho de la Seguridad Social, T. II, Ediciones Laborum, Murcia, 2017, pp. 602, para quien el subsidio agrario
además de paliar una situación concreta de necesidad, «lo manifiestamente predominante es minimizar las si-
tuaciones de riesgo proclives a la generación de una situación de conflictividad social que de no prevenirse por
la vía del ordenamiento jurídico social solo podría ser encauzada mediante la utilización de medidas de carácter
represivo».
51 Sobre el papel que la protección social en su conjunto desarrolla en la promoción de la sostenibilidad y su in-
clusión en la economía rural configurándose como transferencias sociales que suponen un medio para impulsar
la economía rural local, cfr. ROMERO CORONADO, J., «Configuración y régimen jurídico de la protección social
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Pero no puede alejarse en el horizonte su verdadera finalidad. Evidente esta de manera sig-
nificada en el subsidio especial para personas mayores de cincuenta y dos años donde la au-
sencia de exigencias previas de jornadas reales trabajadas y su duración extendida durante los
trescientos sesenta y cinco días del año, renovable año tras año hasta la edad de jubilación,
muestran un claro ejemplo de cómo estas han venido actuando en realidad como mecanismo
de rentas mínimas más que propulsores de acceso al empleo. Con una clara disfunción con re-
lación a las políticas activas de empleo (en buena parte corregidas por la renta agraria, aunque
sin perder su esencia asistencial).

Así las cosas, las regulaciones presentes están llamadas a confluir. El colectivo de personas
beneficiarias, las exigencias de vulnerabilidad económica… convergen en buena parte en las
distintas prestaciones. Los tiempos que marquen las disponibilidades presupuestarias serán
otros.
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agraria», en MONEREO PÉREZ, J. L., ARIAS DOMÍNGUEZ, A., GORELLI HERNÁNDEZ, J., y VILA TIERNO, F.,
(dirs.), LÓPEZ INSUA, B. DEL M., y PERÁN QUESADA, S. (coords.), Protección social de los trabajadores del
campo en el estado social autonómico: aspectos laborales y de Seguridad Social, Ediciones Laborum, Murcia,
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SUMARIO: 1. Contextualización: el impacto de las nuevas tecnologías en el sector del trans-
porte marítimo y la automatización de los buques; 1.1. Quid sobre los buques autónomos; 1.2.
Disrupción tecnológica versus disrupción humana. –2. Análisis de la normativa aplicable en ma-
teria de cualificación y certificación de la gente de mar y de las reformas necesarias para adap-
tarse a los retos de la digitalización en el transporte marítimo; 2.1. El marco jurídico existente
en materia de formación de la gente de mar; 2.2. ¿Una normativa adaptada a los retos de la di-
gitalización? –3. Las posibles necesidades de recualificación profesional ligadas a la proliferación
de los buques autónomos y de la digitalización del sector del transporte marítimo. –4. Conclusión.
–Bibliografía citada.

RESUMEN

La evolución tecnológica también ha impactado en el trabajo a bordo de buques. Una de las
manifestaciones de esta realidad queda constituida por la aparición de los medios de transporte
marítimo autónomos o buques autónomos de superficie (MASS). Sin embargo, para que estos
barcos comiencen a surcar los mares sin tripulación es necesario dar otros pasos previamente.
En este sentido, no solo es necesario efectuar ciertos avances en materia de seguridad, sino
también en materia de formación y cualificación profesional, de cara a preparar y formar a la
gente de mar ante los retos que lleva aparejada la introducción de las nuevas tecnologías, la
digitalización y la automatización en el sector de la industria marítima. Todo ello implicará mo-
dificar la normativa vigente para adaptarla a un nuevo escenario al mismo tiempo que emerge
la necesidad de recualificar a muchos profesionales para asegurar la sostenibilidad del sector.
El objetivo de este artículo consiste en poner de manifiesto que, tanto los instrumentos interna-
cionales y por su deriva, los instrumentos europeos que regulan la formación de la gente de
mar, adolecen de una regulación adaptada a las necesidades formativas que la realidad del
transporte marítimo requiere en la actualidad ante el proceso de digitalización de la industria
marítima y la aparición de los buques autónomos.
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ABSTRACT

Technological developments have had an impact on work on board ships. One of the expres-
sions of this reality is the emergence of autonomous means of maritime transportation or mari-
time autonomous surface ships (MASS). However, for these vessels to start navigating the seas
unmanned, further steps need to be taken, not only in terms of safety but also in terms of training
and qualification, to prepare and train seafarers for the challenges brought by the introduction
of new technologies, digitalization, and automation in the maritime industry. All of these will imply
modifying the current regulations to adapt them to the new scenario, as well as the necessity of
seafarers’ professional requalification to ensure the sustainability of the sector. The purpose of
this article is to highlight the fact that both international instruments and, by their derivation, Eu-
ropean instruments regulating seafarer’s training, lack regulations adapted to the needs that the
reality of maritime transport currently requires in view of the digitalization’s process of the mari-
time industry and the emergence of autonomous ships.

Palabras clave: gente de mar, formación, buques autónomos, digitalización.

Key words: seafarers, training, autonomous ships, digitalization.

1. CONTEXTUALIZACIÓN: EL IMPACTO DE LAS NUEVAS TECNOLOGÍAS EN EL SECTOR DEL
TRANSPORTE MARÍTIMO Y LA AUTOMATIZACIÓN DE LOS BUQUES

El trabajo en el mar no es ajeno a la evolución tecnológica. La digitalización1 y otros desarrollos
tecnológicos —como la automatización, la robotización o la implementación de la inteligencia
artificial— también han impactado en el trabajo a bordo de buques2. Una de las cuestiones más
disruptivas que ha traído la aplicación de los avances tecnológicos al sector del transporte es
la aparición de los medios de transporte marítimo autónomos. En efecto, si bien es cierto que
reciben mucha menos atención pública y mediática que la industria aeronáutica y los drones o
que la industria del automóvil y los vehículos autónomos, constituyen hoy en día una realidad
en el sector marítimo3. Desde que en el año 2018 apareciera el primer prototipo de buque au-
tónomo de la flota mercante mundial —el «Yara Birkeland» del grupo noruego KONGSBERG4—
son varias las empresas del sector naval que se han interesado en los buques autónomos5, así
como numerosos los proyectos que se han ido desarrollando y están siendo probados en la ac-
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1 Conviene distinguir la digitalización —que se refiere a la transformación de procesos y modelos derivada de
cambios digitales y de posibles disrupciones— de la digitación, que se refiere a la mera transformación de medios
analógicos en digitales. Vid., HSBA, «Seafarers and digital disruption. The effect of autonomous ships on the work
at sea, the role of seafarers and the shipping industry», Study prepared for the International Chamber of Shipping,
2018, p. 8.
2 CARRIL VÁZQUEZ, X. M. y FOTINOPOULOU BASURKO, O., «Breves consideraciones sobre el impacto de los
avances tecnológicos aplicables al buque desde una perspectiva iuslaboralista», en VV.AA., El Derecho Marítimo,
las nuevas tecnologías y los retos del progreso, Thomson Reuters Aranzadi, 2021, p. 226.
3 HSBA, «Seafarers and digital disruption. The effect of autonomous ships on the work at sea, the role of seafarers
and the shipping industry», cit., p. 11. Como indica la Comisión Europea, el hecho de estar más alejados del mer-
cado de consumo sea quizá la razón por la que la automatización de buques sea menos visible públicamente.
Vid., Comisión Europea, «STRIA Roadmap on Connected and Automated Transport: Road, Rail and Waterborne»,
2019, p. 115. 
4 Yara, «The first ever zero emisión, autonomous ship», 14 de marzo de 2018. Disponible en:
https://www.yara.com/knowledge-grows/game-changer-for-the-environment/ (Última consulta: 25 de marzo de
2023). 
5 Entre ellas, la división marítima de la empresa británica Rolls-Royce, que dirige el proyecto AAWA (Advanced
Autonomous Waterborne Applications Initiative) cuyo objetivo es elaborar la próxima generación de soluciones
avanzadas para buques que redefinirán la industria marítima. Vid., Rolls-Royce PLC, «Autonomous ships: The
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tualidad en diferentes zonas del mar —entre ellos, sirvan de ejemplo el buque «Falco» de Rolls-
Royce y Finferries que conecta los puertos finlandeses de Parainen y Nauvo6; el buque porta-
contenedores «Zhi Fei» construido en China por Qingdao Shipyard7 o el buque «Suzaku»
desarrollado por el Consorcio Designing the Future of Full Autonomous Ship8 que ha sido capaz
de recorrer de forma autónoma los casi ochocientos kilómetros que separan las bahías de Tokio
e Ise en Japón—. 

Si bien son muchos los beneficios aparejados a la utilización de buques autónomos, como
pudieran ser —entre otros—: la disminución de costes derivados tanto del mayor aprovecha-
miento del espacio a bordo al eliminar los lugares destinado a la dotación del buque como de
la disminución de los costes de la tripulación o mejorar la seguridad marítima al disminuir el
error humano; su uso también plantea una serie de retos en materia de ciberseguridad y de se-
guridad relacionada con la falta de tripulación a bordo y el posible aumento de los actos de pi-
ratería, esto es, nos encontramos ante no pocos escollos jurídicos en el marco regulatorio
existente, así como importantes consecuencias en materia de empleo para la gente de mar9.

1.1. Quid sobre los buques autónomos

Desde el año 2017, el Comité de Seguridad Marítima de la Organización Marítima Interna-
cional (OMI) viene trabajando en determinar el modo de abordar los buques autónomos en los
instrumentos de la OMI para garantizar un funcionamiento en condiciones de seguridad, pro-
tección y con la debida consideración del medio ambiente marino, dados los avances que se
estaban llevando a cabo en el desarrollo de esta tipología de naves. A tal fin, el Comité de Se-
guridad Marítima decidió adoptar una actitud anticipadora y llevar a cabo —como punto de par-
tida— un estudio exploratorio sobre la regulación de los buques autónomos, identificando las
posibles afectaciones y lagunas que podría presentar el marco normativo actual en relación con
dichos buques, con el objetivo de determinar la manera de introducir en los instrumentos de la
OMI que competen al Comité de Seguridad Marítima la operación de los buques autónomos10.
De este modo, sería posible determinar las reglas de la OMI que impiden las operaciones sin
dotación o tripulación a bordo; las reglas que no se aplicarían a las operaciones sin dotación —
al referirse exclusivamente a la presencia humana a bordo— y las reglas que no impiden las
operaciones sin dotación pero que tendrían que ser enmendadas para garantizar las operacio-
nes de los buques autónomos en condiciones de seguridad y protección11. 

Como punto de partida del estudio exploratorio se acordó elaborar una metodología y un
plan de trabajo y se convino en la necesidad de que el estudio definiera el concepto de buque
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next steps», Marine, 2016. Disponible en: https://www.rolls-royce.com/~/media/Files/R/Rolls-
Royce/documents/customers/marine/ship-intel/aawa-whitepaper-210616.pdf (Última consulta: 25 de marzo de
2023).
6 Mundo Marítimo, «Rolls-Royce y Finferries prueban exitosamente primer ferry totalmente autónomo del mundo».
Disponible en: https://www.mundomaritimo.cl/noticias/rolls-royce-y-finferries-prueban-exitosamente-primer-ferry-
totalmente-autonomo-del-mundo (Última consulta: 25 de marzo de 2023). 
7 The Maritime Executive, «China Launches its First Autonomous Container Ship Service», 25 de abril de 2022.
Disponible en: https://maritime-executive.com/article/china-reports-first-autonomous-containership-entered-service
(Última consulta: 25 de marzo de 2023). 
8 The Nippon Foundation, «5th Demonstration Test of Fully Autonomous Ship Navigation Successfully Completed»,
1 de marzo de 2022. Disponible en: https://www.nippon-foundation.or.jp/en/news/articles/2022/20220301-
67775.html (Última consulta: 25 de marzo de 2023). 
9 UNCTAD, «Legal issues and regulatory developments», Review of Maritime Transport 2019, 31 de enero de
2020, p. 83.
10 OMI, Informe del Comité de Seguridad Marítima correspondiente a su 98.º período de sesiones, MSC 98/23,
de 28 de junio de 2017, p. 87.
11 OMI, Informe del Comité de Seguridad Marítima correspondiente a su 99.º período de sesiones, MSC 99/22, de
5 de junio de 2018, p. 32. 
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autónomo y abordara los diferentes niveles de automatización, esto es, desde los buques se-
miautónomos que servían de ayuda a la tripulación, hasta los buques completamente autónomos
que asumían todas las facetas de la navegación y no precisaban de dotación permanente12. 

A efectos de este estudio, los buques autónomos de superficie (Maritime Autonomous Sur-
face Ship o «MASS») se definen como aquellos que, en diversos grados, pueden funcionar sin
la dependencia de la interacción humana13. Del mismo modo, se identifican cuatro grados de
autonomía14: el primero de ellos corresponde a los buques con procesos automatizados y apoyo
en la toma de decisiones, en los que la gente de mar está a bordo para operar y controlar los
sistemas y las funciones de a bordo. Si bien ello es así, existen algunas operaciones que pueden
estar automatizadas y, en ocasiones, no precisan ser supervisadas. El segundo grado de auto-
nomía corresponde a aquellos buques que se operan y controlan a distancia, esto es, desde
otro emplazamiento y que cuentan con procesos automatizados, por lo que disponen de una
tripulación reducida a bordo disponible para tomar el control. El tercer grado de autonomía co-
rresponde a los buques operados y controlados desde otro emplazamiento, sin gente de mar a
bordo. Y finalmente, el último grado de autonomía corresponde a aquellos buques completa-
mente autónomos, capaces de tomar decisiones y ejecutar acciones de manera independiente
y que, por tanto, no requieren intervención humana alguna, ni a bordo ni desde otro emplaza-
miento.

Cabe señalar que mientras se llevaba a cabo el estudio exploratorio y ante el creciente nú-
mero de prototipos y desarrollos tecnológicos que multiplicaban el número de pruebas que se
realizaban a nivel mundial con buques autónomos, el Comité de Seguridad Marítima aprobó
unas directrices relativas a los ensayos de los buques MASS, dirigidas a asistir tanto a las au-
toridades pertinentes como a las partes interesadas que llevaran a cabo ensayos de los sistemas
e infraestructuras de tales buques15. Finalmente, durante el 103.º periodo de sesiones celebrado
en mayo de 2021, el Comité de Seguridad Marítima aprobó los resultados del estudio explora-
torio sobre la reglamentación para el uso de buques MASS que permite establecer, para todos
los grados de autonomía, la afectación de las operaciones de los MASS para cada uno de los
instrumentos de la esfera del Comité de Seguridad Marítima16. En las conclusiones de dicho
estudio se identifican cuestiones e instrumentos de prioridad alta, esto es, materias que resultan
fundamentales para incorporar la navegación de los MASS en el marco reglamentario de forma
segura y eficaz17. Entre tales cuestiones, el «elemento humano» ocupa un lugar privilegiado,
toda vez que la gente de mar se identifica como uno de los colectivos más afectados por la au-
tomatización de los buques. Por ello, no resulta sorprendente que —entre las cuestiones prio-
ritarias— se aluda a la necesaria redefinición de algunas funciones y responsabilidades de la
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12 Ibidem, pp. 31 y 33.
13 Esta es la definición que ha sido utilizada por el Comité de Seguridad Marítima de la OMI para llevar a cabo el
estudio exploratorio sobre la reglamentación. Vid., OMI, Informe del Comité de Seguridad Marítima correspondiente
a su 100.º período de sesiones, Anexo 2 sobre el marco del estudio exploratorio sobre la reglamentación para el
uso de buques marítimos autónomos de superficie (MASS), MSC 100/20/Add.1, de 10 de enero de 2019, p. 1. 
14 OMI, Informe del Comité de Seguridad Marítima correspondiente a su 100.º período de sesiones, Anexo 2 sobre
el marco del estudio exploratorio sobre la reglamentación para el uso de buques marítimos autónomos de super-
ficie (MASS), MSC 100/20/Add.1, de 10 de enero de 2019, p. 1. Más allá de los cuatro grados de autonomía iden-
tificados por la OMI existen otras clasificaciones propuestas por diferentes organizaciones como Lloyd’s Register,
Rolls-Royce o Bureau Veritas. Puede encontrarse un cuadro resumen en VV.AA. «Safety challenges related to
autonomous ships in mixed navigational environments», WMU Journal of Maritime Affairs, núm. 21, 2022, pp. 144-
148.
15 OMI, Directrices provisionales relativas a los ensayos de los MASS, MSC.1/Circ.1604, Anexo, de 14 de junio
de 2019, p. 1.  
16 OMI, Resultados del estudio exploratorio sobre la reglamentación para el uso de buques marítimos autónomos
de superficie (MASS), MSC.1/Circ.1638, de 3 de junio de 2021.
17 Ibidem, p. 8.
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gente de mar y, entre los instrumentos a enmendar con alta prioridad, se encuentre —entre
otros— el Convenio sobre normas de formación, titulación y guardia para la gente de mar de
1978 (STCW18).  

1.2. Disrupción tecnológica versus disrupción humana

Si bien es cierto que la industria marítima parece estar dispuesta a invertir y que las tecno-
logías parecen ser en su mayoría funcionales, la carrera hacia la automatización total de los
buques plantea numerosas interrogantes19. Tal y como indica el Prof. CHAUMETTE, más allá
de la disrupción tecnológica que suponen los buques autónomos, la verdadera disrupción se
produce en la transformación de la ocupación humana de los océanos20. Sin embargo, la indus-
tria marítima y su particular contexto jurídico se muestra muy sensible a la rentabilidad a la par
que despreocupada por las condiciones de trabajo de la gente de mar21. 

Los buques autónomos no son buques convencionales sin tripulación, sino un nuevo tipo
de buque con menos tripulantes pero altamente cualificados, que controlan a bordo un número
—cada vez mayor— de funciones y operaciones autónomas, que muy probablemente pasen a
llevarse a cabo desde puestos de control remotos situados en tierra22. Por ello, la progresiva in-
troducción de los buques autónomos supondrá que, en un primer momento, se reduzcan los
efectivos a bordo23; si bien, posteriormente, se prevé que muchas de las funciones que hoy se
realizan a bordo de los buques pasen a realizarse —en todo o en parte— desde tierra24, en los
denominados «fleet centres», creándose nuevos puestos de trabajo25. Ello ha generado un im-
portante debate entre aquellas personas tecno-escépticas, que consideran la transformación
digital como una amenaza para las profesiones marítimas por la pérdida de empleos que puede
llegar a generar y la amenaza que representa para la seguridad marítima; y aquellas personas
tecno-optimistas, que observan la disrupción tecnológica como una oportunidad para mejorar
las condiciones de vida y trabajo de la gente de mar, amén de la seguridad marítima26. 

Sea como fuere, queda fuera de todo debate el hecho de que la introducción de nuevas tec-
nologías en la industria marítima y la paulatina automatización de los buques requiere preparar,
capacitar y, en su caso, re-cualificar a la gente de mar en las competencias digitales que serán
necesarias para la navegación y el funcionamiento de los nuevos buques. La cualificación y las
aptitudes de la gente de mar tendrán que evolucionar no solo para satisfacer la nueva demanda
de competencias digitales, sino también para garantizar la empleabilidad de la gente de mar. 
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18 OMI, Convenio internacional sobre normas de formación, titulación y guardia para la gente de mar (STCW),
adoptado en Londres el 7 de julio de 1978 y en vigor desde el 28 de abril de 1984. Disponible en:
https://www.imo.org/es/About/Conventions/Paginas/International-Convention-on-Standards-of-Training-Certifica-
tion-and-Watchkeeping-for-Seafarers-(STCW).aspx (Última consulta: 25 de marzo de 2023). 
19 DA COSTA GOMES, M. J., «Navios autónomos e abalroaçao. Breves notas», en AA.VV., El Derecho Marítimo,
las nuevas tecnologías y los retos del progreso», Thomson Reuters Aranzadi, 2021, p. 1138. 
20 CHAUMETTE, P., «Navire du futur : les conditions de travail des navigants au commerce, avant leur mise à
terre ?», Neptunus, vol. 25, 2019, p. 2.
21 Ibidem, p.3.
22 WORLD MARITIME UNIVERSITY, «Transport 2040: Automation, Technology, Employment – The Future of
Work», 2019, p. 83. 
23 COMISIÓN EUROPEA, «Study on the social dimension of the transition to automation and digitalization in trans-
port, focusing on the labour force», Final Report, 2021, p. 134.
24 KARIMA SARI, N., BALDAUF, M. y KITADA, M., «E-Navigation or Autonomous Navigation – Quo Vadis?», Ma-
ritime Safety International Conference, 2018, pp. 51-52.
25 COMISIÓN EUROPEA, «Study on the social dimension of the transition to automation and digitalization in trans-
port, focusing on the labour force», Final Report, 2021, p. 134.
26 COBO, C., La innovación pendiente. Reflexiones (y provocaciones) sobre educación, tecnología y conocimiento,
Ed. Colección fundación Ceibal-Debate, 2016, pp. 183.
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2. ANÁLISIS DE LA NORMATIVA APLICABLE EN MATERIA DE CUALIFICACIÓN Y CER-
TIFICACIÓN DE LA GENTE DE MAR Y DE LAS REFORMAS NECESARIAS PARA ADAP-
TARSE A LOS RETOS DE LA DIGITALIZACIÓN EN EL TRANSPORTE MARÍTIMO

Las profesiones marítimas están fuertemente reglamentadas y su regulación depende —al
igual que sucede en el sector aéreo— de organismos internacionales con competencias espe-
cíficas en la materia. En el concreto de la industria marítima, la regulación anotada proviene
cuasi con carácter exclusivo de la OMI27. Además, para entender la regulación relativa a la ca-
pacitación y formación de la gente de mar debe tenerse en cuenta la incidencia de los desastres
marítimos que tuvieron lugar en los años 90 del siglo pasado, que convirtieron a la seguridad
marítima en un aspecto central de la regulación del Derecho marítimo. Por ello, existe una fuerte
conexión entre el conjunto de normas dedicadas a la formación de la gente de mar y aquellas
destinadas a la seguridad marítima28. 

2.1. El marco jurídico existente en materia de formación de la gente de mar

Los estándares mínimos en materia de formación y certificación de la gente de mar se re-
gulan —a nivel internacional— por el Convenio sobre Normas de Formación, Titulación y Guar-
dia para la Gente de Mar, 1978, STCW de la OMI, que entró en vigor en 1984. Se trata del
primer texto normativo que vino a establecer prescripciones básicas en esta materia. Con an-
terioridad a su promulgación, cada Estado establecía sus propias normas de formación, titula-
ción y guardia aplicables a los oficiales y marineros, sin remitirse —en general— a las prácticas
de otros países. Esto suponía que las normas y procedimientos fueran muy dispares, pese a
que el transporte marítimo es el más internacional de todos los sectores económicos. El Con-
venio ha sido enmendado de forma sustancial en dos ocasiones, la primera en el año 199529  y
la segunda, en el año 2010 (enmiendas de Manila30). 

La normativa internacional anotada ha tenido una fuerte influencia en la regulación relativa
a la formación de la gente de mar en el Derecho de la Unión Europea. En efecto, existe un im-
portante conjunto normativo en el ámbito de la UE destinado a la regulación de los aspectos re-
lativos a la formación y a la cualificación de la gente de mar que se encuentra vinculado a la
labor desarrollada desde la OMI en materia de seguridad marítima31. Son dos las razones que
han motivado a las instituciones comunitarias a adoptar normas en materia de formación y cua-
lificación de la gente de mar europea. Por un lado, razones relativas a la seguridad marítima,
dado que gran parte de los accidentes marítimos acaecidos traían causa de errores humanos
derivados de la forma de formación y preparación. Esta circunstancia dio lugar a que las insti-
tuciones comunitarias priorizaran la regulación exhaustiva de los aspectos relativos a la forma-
ción y cualificación de la gente de mar para preservar la seguridad marítima32. Y por otro lado,
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27 Ciertamente, dado que, aunque la OIT ha regulado las cuestiones de cualificación de la gente de mar, lo cierto
es que es la OMI la principal responsable en la materia, a excepción hecha de la cualificación de los cocineros de
buques que depende de la OIT.
28 FOTINOPOULOU BASURKO, O., Gente de mar en el Derecho de la Unión Europea, Thomson Reuters Aran-
zadi, 2023, pp. 35-36. CHARBONNEAU, A., Marché International du Travail Maritime. Un cadre juridique en for-
mation, Presse Universitaires d’Aix-Marseille, 2009, p. 209.
29 Con ocasión de esta revisión, se produce la división del Convenio en una Parte A de disposiciones obligatorias
y una Parte B de recomendaciones. Sobre el particular, vid., CHARBONNEAU, A., Marché International du Travail
Maritime. Un cadre juridique en formation, Presse Universitaires d’Aix-Marseille, 2009, p. 210.
30 Un resumen sobre las principales novedades introducidas por las enmiendas de Manila puede encontrarse en
RODRIGO DE LARRUCEA, J., «Las enmiendas de Manila 2010 al Convenio STCW 78/95: Un nuevo perfil for-
mativo para la gente de mar», 2013. Disponible en:  https://upcommons.upc.edu/handle/2117/18234 (Última con-
sulta: 25 de marzo de 2023). 
31 FOTINOPOULOU BASURKO, O., Gente de mar en el Derecho de la Unión Europea, Thomson Reuters Aran-
zadi, 2023, p. 161.
32 LÓPEZ RUBIA, E., «La formación y capacitación de los trabajadores de los distintos sectores del transporte
como elemento fundamental entre la consecución del mercado interior y el impulso de la movilidad de trabajadores
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encontramos razones estratégicas y de competitividad, ya que la supresión de los obstáculos
relativos a la libre circulación de este colectivo de trabajadores —facilitando la homologación y
el reconocimiento de títulos marítimos de otros Estados miembros y también de terceros Estados
mediante el establecimiento de normas homogéneas— y la mayor capacitación de la gente de
mar de origen comunitario permite mantener y afianzar la competitividad de las navieras euro-
peas a nivel mundial33.

Así, la formación y capacitación de la gente de mar que presta sus servicios a bordo de bu-
ques que enarbolan el pabellón de un Estado miembro34, viene regulada por la Directiva
2008/106/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de noviembre de 2008, relativa al
nivel mínimo de formación en las profesiones marítimas35. Esta Directiva incorpora el Convenio
STCW al Derecho de la Unión para lograr una aplicación armonizada de los compromisos in-
ternacionales mediante la adaptación de las normas de la UE en la materia a las disposiciones
del Convenio STCW36. Cabe destacar que la Directiva 2008/106/CE ha sido modificada en varias
ocasiones. En un primer momento, se modificó mediante la Directiva 2012/35/UE, de 21 de no-
viembre37, que introdujo las enmiendas de Manila de 2010 al Convenio STCW. Desde el año
2010 hasta la actualidad, han tenido lugar varias modificaciones del Convenio STCW38 que,
sumadas a la entrada en vigor en el año 2013 del Convenio refundido sobre trabajo marítimo,
2006, de la OIT (MLC 2006) —que también incluye aspectos relativos a la formación y cualifi-
cación de la gente de mar, así como en relación con el debido control por parte de los Estados
concernidos (Estado del pabellón y Estado del puerto) con respecto a las titulaciones y cualifi-
caciones de aquellos— y la progresiva incorporación de su contenido al Derecho de la UE a
través de diversos instrumentos normativos39, justificaron la adopción de un nuevo instrumento:
la Directiva (UE) 2019/1159, 20 de junio de 201940, que modifica ciertos aspectos relativos al
reconocimiento mutuo de títulos expedidos por los Estados miembros41. Para una mayor claridad
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europeos», en FOTINOPOULOU BASURKO, O. (Dir.), Los trabajadores del transporte en el Derechos de la Unión
Europea, Thomson Reuters Aranzadi, 2022, p. 95. 
33 FOTINOPOULOU BASURKO, O., Gente de mar en el Derecho de la Unión Europea, Thomson Reuters Aran-
zadi, 2023, p. 39. 
34 Se excluyen del ámbito de aplicación de la Directiva 2008/106/CE y —como se verás después— de la Directiva
(UE) 2022/993, aquellas personas que presten servicios en buques de guerra, unidades navales auxiliares y otros
tipos de buques de los que sea propietario un Estado miembro o empresa explotadora y estén dedicados exclu-
sivamente a servicios gubernamentales de carácter no comercial; buques pesqueros; yates de recreo no utilizados
comercialmente y buques de madera de construcción primitiva. 
35 DOUE L 323, de 3 de diciembre de 2008. Esta Directiva constituye la versión refundida de la Directiva 94/58/CE,
de 22 de noviembre, relativa al nivel mínimo de formación en profesiones marítimas (DOUE L 319, de 12 de di-
ciembre de 1994), que fue la primera en incorporar a la legislación de la UE el Convenio STCW. 
36 Vid., Considerandos 7 a 9 de la Directiva 2008/106/CE.
37 DOUE L343, de 14 de diciembre de 2012.
38 Entre ellas, en el año 2015 se adoptaron enmiendas al Convenio STCW sobre los requisitos de formación y ti-
tulación para la gente de mar que trabaja a bordo de buques sujetos al Código internacional de seguridad para
los buques que utilicen gases u otros combustibles de bajo punto de inflamación (Código IGF). En el año 2016,
se aprobaron enmiendas al Convenio STCW relativas a la formación y titulación de la gente de mar que trabaja
a bordo de buques de pasaje y a bordo de buques que operan en aguas polares. Vid., FOTINOPOULOU BA-
SURKO, O., Gente de mar en el Derecho de la Unión Europea, Thomson Reuters Aranzadi, 2023, pp. 38-39.
39 Sobre la incorporación del MLC 2006 al Derecho de la UE, vid., FOTINOPOULOU BASURKO, O., «The Euro-
pean Union’s role in the implementation of the Maritime Labour Convention 2006», Revue de Droit comparé du
travail et de la sécurité sociale (English Electronic Edition), núm. 3, 2013, pp. 92-103 ; FOTINOPOULOU BA-
SURKO, O., «La mise en oeuvre effective de la CTM 2006 dans les États membres: Dépendra-t-elle du rôle nor-
matif joué par l’Union européenne en la matière?», Revue de Droit comparé du travail et de la sécurité sociale,
núm. 2, 2013, pp. 66-78.
40 DOUE L 188, de 12 de julio de 2019.
41 Se puede consultar un análisis del texto de esta Directiva en FOTINOPOULOU BASURKO, O., «La profesión
de marino como profesión reglamentada: la Directiva 2019/1159 sobre el nivel mínimo de formación en las profe-
siones marítimas y el reconocimiento mutuo de títulos», en Derecho de las relaciones laborales, núm. 11, 2019,
pp. 1133-1145.
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y racionalidad de la norma, las instituciones europeas procedieron —nuevamente— a la codifi-
cación de las diversas modificaciones efectuadas a la Directiva 2008/106/CE mediante la apro-
bación de la Directiva (UE) 2022/993, de 8 de junio de 2022, relativa al nivel mínimo de
formación en las profesiones marítimas42. 

Finalmente, en lo que respecta al plano nacional, el Real Decreto 269/2022, de 12 de abril,
por el que se regulan los títulos profesionales y de competencia de la Marina Mercante43, regula
las condiciones específicas para obtener los títulos profesionales y de competencia que habilitan
para ejercer a bordo y, por ende, formar parte de la dotación de los buques civiles españoles
así como los procedimientos de expedición, refrendo y revalidación de dichos títulos y los re-
quisitos con los que tiene que cumplir esa formación44. Este Real Decreto sigue lo dispuesto
tanto en el Convenio STCW, como en la Directiva 2008/106/CEE que transpone al ordenamiento
jurídico español, incluyendo las modificaciones efectuadas sobre la misma y concretamente,
las modificaciones llevadas a cabo por la Directiva (UE) 2019/1159. 

2.2. ¿Una normativa adaptada a los retos de la digitalización?

La Directiva (UE) 2022/993 establece las normas en materia de formación y competencia
que deben cumplir los aspirantes para que les sean expedidos o revalidados los títulos que les
permita ejercer las funciones en él consignadas, ajustándose dicha norma a los requisitos es-
tablecidos en el Convenio STCW45. A tal fin, la Directiva establece los requisitos mínimos apli-
cables para la expedición y revalidación de los títulos de competencia o certificados de
suficiencia correspondientes a ciertas categorías de marino, como son, los capitanes y primeros
oficiales de puente; jefes y primeros oficiales de máquinas; determinadas categorías de mari-
neros y el personal del servicio de radiocomunicaciones y radioperadores. En términos genera-
les, los requisitos mínimos aplicables a las titulaciones se refieren tanto a exigencias mínimas
de edad46, como al cumplimiento de determinados periodos de embarco47 y a la satisfacción de
formaciones específicas que cumplan con las normas de competencia —para la titulación de
que se trate— establecidas en el cuadro correspondiente del Código STCW. 
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42 DOUE L 169, de 27 de junio de 2022.
43 BOE núm. 88, de 13 de abril de 2022. 
44 Esta disposición viene a sustituir al Real Decreto 973/2009, de 12 de junio, por el que se regulan las titulaciones
profesionales de la Marina Mercante (BOE núm. 159, de 2 de julio de 2009) con el objetivo de introducir en el or-
denamiento jurídico español las modificaciones necesarias para dar cumplimiento a todos los preceptos del Con-
venio STCW y de las Directivas europeas relacionadas con los títulos profesionales de la Marina Mercante. En
concreto, la nueva redacción del texto persigue una triple finalidad: en primer lugar, refundir las modificaciones
realizadas y aclarar aquellos preceptos que hayan podido suscitar dudas, actualizando los contenidos de un modo
más ordenado e integrador. En segundo lugar, resolver algunas de las deficiencias detectadas por la inspección
de la Agencia Europea de Seguridad Marítima (EMSA) en la transposición de la Directiva 2012/35/UE; y, por
último, transponer al ordenamiento español la Directiva (UE) 2019/1159.
45 Igualmente —si bien no se abordará en el presente estudio— la Directiva regula tanto el sistema de reconoci-
miento mutuo de los títulos y certificados expedidos por Estados miembros a la gente de mar, determinándose
qué títulos deben reconocerse mutuamente para permitir que la gente de mar certificada por un Estado miembro
trabaje a bordo de buques que enarbolen el pabellón de otro Estado miembro (artículo 6 de la Directiva); como el
sistema de reconocimiento de títulos expedidos por terceros países, estableciéndose al respecto una serie de
procedimientos y criterios comunes para el reconocimiento por los Estados miembros de los títulos de la gente
de mar expedidos por terceros países, basados en los requisitos de formación y titulación acordados en el marco
del Convenio STCW (Artículo 20 y Anexo II de la Directiva). Sobre la cuestión, vid. en extenso FOTINOPOULOU
BASURKO, O., Gente de mar en el Derecho de la Unión Europea, Thomson Reuters Aranzadi, 2023, pp. 94-98.
46 A título de ejemplo, cabe señalar que, para los marineros que formen parte de la guardia de navegación en un buque,
la edad mínima que debe tener todo aspirante al título es de 16 años de edad; para los marineros de primera de puente
es de 18 años, mientras que para los capitanes es de 20 años. Al respecto, vid., Regla II del Convenio STCW. 
47 En la Regla III del Convenio STCW relativa a la Sección de Máquinas se dispone como requisito mínimo apli-
cable a todo aspirante al título de jefe de máquinas haber completado un periodo de embarco de duración no in-
ferior a 24 meses, de los cuales 12 meses cuando menos estando ya cualificado para prestar servicio como primer
oficial de máquina. Vid., Regla III/3 del Convenio STCW. 
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Igualmente, se establecen unos requisitos especiales para el personal que preste servicios
en determinados tipos de buque. La formación del personal —capitanes, oficiales, marineros y
demás personal— que preste servicios en buques petroleros, quimiqueros, buques tanque para
el transporte de gas licuado, buques regidos por el Código IGF, buques que operen en aguas
polares y buques de pasaje deberá cumplir con los requisitos mínimos establecidos específica-
mente en la Regla V del Convenio STCW. Por último, se establecen una serie de requisitos mí-
nimos de familiarización, formación e instrucción en materia de seguridad, protección, atención
médica y supervivencia para toda la gente de mar48. Cuando dichas formaciones no estén in-
cluidas entre las cualificaciones del título que vaya a expedirse, se deberá expedir un certificado
de suficiencia que dé fe de que el titular ha participado en un curso de formación sobre la materia
en cuestión. 

Como se puede comprobar de lo expuesto hasta ahora, ni las normas elaboradas a nivel in-
ternacional ni las normas elaboradas a nivel europeo —dependientes de las anteriores— res-
ponden a los retos de cualificación necesarios a los que se enfrentan los profesionales de este
sector industrial ante la automatización y la digitalización de los buques, pues no hay rastro de
las competencias digitales entre los requisitos mínimos establecidos para las distintas categorías
de marino en el Código STCW. La existencia de una brecha entre los estándares mínimos exi-
gidos por el Convenio STCW y las competencias digitales avanzadas necesarias para garantizar
la empleabilidad de la gente de mar ha sido puesta de manifiesto en el estudio exploratorio
sobre la reglamentación para el uso de los buques MASS elaborado por la OMI. En efecto, entre
los temas y posibles lagunas comunes de alta prioridad existentes en relación con dichos bu-
ques, dicho estudio reveló la necesidad de aclarar el significado de las palabras capitán, tripu-
lación o persona responsable, al considerar la existencia de una laguna en un número
significativo de instrumentos derivada de la actual definición, funciones y responsabilidades atri-
buidas al capitán, a la tripulación o a las personas responsables49. Lo anterior se evidencia con
mayor énfasis en los grados 3 y 4 de autonomía, esto es, en aquellos grados en los que existe
la posibilidad de que el personal situado en tierra controle el buque. Del mismo modo, se con-
sideró una laguna común a determinados instrumentos —entre ellos, el Convenio STCW— la
posibilidad de que un operador remoto fuera designado gente de mar, debiendo determinarse
—en su caso— las cualificaciones, responsabilidades funciones del operador remoto como
gente de mar50. Tal es así que para estos grados de autonomía se determina que «no hay gente
de mar capacitada y cualificada que prese servicio a bordo para desempeñar las funciones ope-
racionales a bordo del buque51». Incluso para el grado 1 de autonomía, el estudio exploratorio
de la OMI establece que, con la incorporación de las nuevas tecnologías y/o procesos automa-
tizados, podría ser necesario modificar algunos requisitos del Convenio STCW. A diferencia de
los cambios anteriores, estos sí se podrían efectuar a través de equivalencias autorizadas o en-
miendas a las reglas, esto es, a través de procesos y elementos flexibles52. 

En consonancia con los resultados del estudio exploratorio, se estableció que sería preferible
abordar las operaciones de los buques MASS a través de la elaboración de un nuevo instru-
mento, un Código sobre los MASS, en lugar de enmendar los distintos instrumentos, con las in-
coherencias, confusión y trabas potenciales que ello podría conllevar a la hora de aplicar a los
buques tradicionales las reglas existentes53. Siguiendo las orientaciones del estudio exploratorio,
el Comité de Seguridad Marítima ha comenzado a trabajar en el desarrollo de un instrumento
que regule el funcionamiento de los buques autónomos basado en objetivos y no obligatorio,
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48 Establecidas en la Regla VI/1 a la Regla VI/6 del Convenio STCW. 
49 OMI, Resultados del estudio exploratorio sobre la reglamentación para el uso de buques marítimos autónomos
de superficie (MASS), MSC.1/Circ.1638, de 3 de junio de 2021, p. 7. 
50 Ibidem, p. 8. 
51 Ibidem, p. 96. 
52 Ibidem, p. 95.
53 Ibidem, p. 9.
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cuya aprobación se prevé para el 202454. De acuerdo con lo previsto en la hoja de ruta elaborada
al efecto, actualmente se continúan examinando las posibles lagunas y/o temas comunes de-
terminados durante el estudio exploratorio, así como el glosario y la terminología. Además, se
está determinando tanto el ámbito de aplicación como las disposiciones del Código MASS no
obligatorio, para lo cual se están examinando las repercusiones y los cambios que será necesario
acometer en los instrumentos existentes en la OMI55. Una vez elaborado el mismo, se prevé la
adopción del Código MASS obligatorio y convenios conexos que le den efectividad en el primer
semestre de 2025, durante la sesión 110.º del Comité de Seguridad Marítima56. Continuando
con la senda emprendida hasta ahora, es previsible que las normas que se adopten sobre este
particular en el ámbito internacional sean posteriormente incorporadas al Derecho de la UE57. 

3. LAS POSIBLES NECESIDADES DE RECUALIFICACIÓN PROFESIONAL LIGADAS A
LA PROLIFERACIÓN DE LOS BUQUES AUTÓNOMOS Y DE LA DIGITALIZACIÓN DEL SEC-
TOR DEL TRANSPORTE MARÍTIMO

Una de las grandes transformaciones que probablemente acarree la automatización de los
buques es el desplazamiento de muchas de las tareas operativas —que hasta ahora se reali-
zaban en los buques— a tierra58. A su vez, las funciones que se siguen desempeñando a bordo
de los buques automatizados requerirán disponer de conocimientos y competencias digitales
que desbordan los conocimientos especializados de los que disponen actualmente, de acuerdo
con las competencias exigidas en el Convenio STCW59. Por ello, no solo la formación en mate-
rias digitales es una necesidad imperiosa60, sino que la recualificación profesional es otro ele-
mento esencial para asegurar la sostenibilidad del sector61. Con todo, este cambio de
circunstancias también podría convertirse en un aliciente para hacer la profesión más atractiva,
promoviendo la profesión de marino entre los jóvenes o fomentando las carreras de las mujeres
en el sector62. 

Para ello, resulta imprescindible que tanto las instancias internacionales, como las institu-
ciones europeas y nacionales adopten un enfoque centrado en el elemento humano, preser-
vando la seguridad y el trabajo decente tanto en el mar como en tierra63. Este ha sido el punto
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54 OMI, Informe del Comité de Seguridad Marítima correspondiente a su 105.º período de sesiones, MSC 105/20,
de 19 de mayo de 2022, pp. 42-43.
55 Ibidem, pp. 1-4.
56 OMI, Informe del Comité de Seguridad Marítima correspondiente a su 106.º período de sesiones, MSC 106/19,
Anexo 10, MSC 106/19/Add. 1, de 2 de diciembre de 2022, p. 3. 
57 Constituyen una prueba del interés de la UE por la navegación autónoma, así como por proporcionar —al
menos— el mismo grado de seguridad, protección y respeto del medio ambiente que la OMI, las Directrices ope-
rativas sobre ensayos de buques marítimos autónomos de superficie, elaboradas en octubre de 2020. Vid.,
VTMSIS EU Operational Guidelines for safe, secure and sustainable trials of Maritime Autonomous Surface Ships
(MASS), Version 1, October 2020. Disponibles en: https://transport.ec.europa.eu/system/files/2020-
11/guidelines_for_safe_mass.pdf (Última consulta: 25 de marzo de 2023): 
58 Como se apuntaba en páginas precedentes, el traslado de funciones a tierra podría incluso conllevar la nece-
sidad de tener que redefinir la noción de gente de mar en el nuevo Código MASS.
59 COMISIÓN EUROPEA, «Study on social aspects within the maritime transport sector», Final Report, 2020, p.
50.
60 ECSA y ETF, «Seafarers and digitalization: Investigating the Increased Use of Digitalisation On board and Pos-
sible Benefits/Improvements to Shipboard Safety and Welfare», Final Report, marzo de 2022, p. 24. 
61 OIT, Sectoral meeting on the recruitment and retention of seafarers and the promotion of opportunities for women
seafarers, SMSWS/2019/9, celebrada en Ginebra del 25 de febrero al 1 de marzo de 2019, pp. 2-3. 
62 KIM, T., SHARMA, A., HAUGEN GAUSDAL, A. y CHAE, C., «Impact of automation technology on gender parity
in maritime industry», WMU Journal of Maritime Affairs, núm. 18, 2019, p. 586.
63 International Transport Workers’ Federation, Maritime Safety Committee Consolidated documents, marzo de
2021. Disponible en: https://www.itfglobal.org/sites/default/files/node/page/files/2021%20ITF%20Maritime%20Sa-
fety%20Committee%20Consolidated%20documents%5B1%5D.pdf (Última consulta: 25 de marzo de 2023). 
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de partida de la Federación Internacional de los Trabajadores del Transporte (ITF) quien ha es-
tablecido desde temprano su posición sobre los desafíos de las nuevas tecnologías en el sector
marítimo64. En efecto, la ITF es férrea defensora de lograr una transición justa hacia las nuevas
tecnologías, esto es, no basada únicamente en aumentar la rentabilidad sino también en mejorar
la sostenibilidad, la seguridad y las condiciones laborales de la gente de mar65.  

4. CONCLUSIÓN

A lo largo de esta comunicación se ha intentado poner de manifiesto que, tanto los instru-
mentos internacionales como los europeos que regulan la formación de la gente de mar adole-
cen de una regulación adaptada a las necesidades formativas que requiere la digitalización de
la industria marítima y la aparición de los buques autónomos. Si bien la materia formativa y de
cualificación siempre ha tenido como trasfondo o fundamento la protección de la seguridad en
el mar (dada la inquietud que han generado los desastres generados por los accidentes marí-
timos), los avances tecnológicos que propician el funcionamiento y la navegación de los buques
autónomos podrían disminuir el error humano al no depender tanto de la interacción humana
como de la precisión de las nuevas tecnologías y, con ello, haber desincentivado la adaptación
del marco jurídico a este nuevo contexto. Sin embargo, las instancias internacionales —con-
cretamente, la OMI— han tomado conciencia de la necesidad de modificar determinadas regla-
mentaciones para abordar las operaciones de los buques autónomos. Por ello, en la actualidad,
se encuentra en pleno proceso de elaboración un Código sobre los MASS, en el que se regu-
larán las nuevas necesidades formativas de la gente de mar. No debe obviarse que todo este
proceso de digitalización y automatización del sector del transporte marítimo tiene importantes
consecuencias para la gente de mar dada la posibilidad de que la presencia humana en los
mares sea cada vez menor a medida que avance el proceso de automatización de los buques.
Esta circunstancia debe ser tenida en consideración y ser gestionada de la manera adecuada,
lo que necesariamente pasa por contar con la participación de las personas trabajadoras. 
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RESUMEN

Este trabajo examina la relación entre la normativa de empleo y la del derecho del trabajo,
entendida como un lugar de reunión en el que discurso y realidad se concitan, condicionando
las diferentes sensibilidades de la política legislativa en materia de empleo, así como garanti-
zando la realización del proyecto político del trabajo decente, entendido como contenido socio-
político del Derecho del Trabajo que ha de asegurar una calidad del empleo que consienta una
existencia digna a las personas que trabajan. Todo ello, en un contexto en el que los antece-
dentes previos a la Ley 3/2023, de Empleo, abordaban esta cuestión como una materia estric-
tamente económica, que daba como satisfactoria la creación de que cualquier tipo de empleo,
también y sobre todo aquel precario. Esta configuración jurídica de la normativa sobre empleo
ha repercutido inevitablemente en el derecho del trabajo arrojando negativas consecuencias
tanto en la creación del empleo como, sobre todo, en la calidad de éste, dotando de un sentido
único a la normativa del Derecho del Trabajo: aquel relacionado con la satisfacción de las ne-
cesidades empresariales.

ABSTRACT

This paper examines the relationship between employment regulations and labour law, un-
derstood as a meeting place where discourse and reality come together, conditioning the different
sensibilities of legislative policy on employment, as well as guaranteeing the realisation of the
political project of decent work, understood as the socio-political content of labour law that must
ensure a quality of employment that allows a dignified existence for those who work. All of this,
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in a context in which the precedents prior to Law 3/2023, on Employment, approached this issue
as a strictly economic matter, which considered the creation of any type of employment, including
and above all precarious employment, as satisfactory. This legal configuration of employment
law has inevitably had repercussions on labour law, with negative consequences both on the
creation of employment and, above all, on the quality of employment, giving a single meaning
to labour law regulations: that related to the satisfaction of business needs.

Palabras clave: Empleo, mercado de trabajo, derecho del trabajo.

Key words: Employment, labour market, labour law.

1. EL DERECHO DEL TRABAJO COMO HORIZONTE DEL EMPLEO DIGNO

El encuentro del empleo con el derecho del trabajo es determinante. El lugar de reunión
entre ambos es en el que discurso y realidad se concitan, condiciona no solo las diferentes sen-
sibilidades de la política legislativa en la materia, sino también, por un lado, la materialización
por parte de los poderes públicos del mandato constitucional contenido en el art. 40.1 CE, rela-
tivo a la realización de políticas orientadas al pleno. Por otro, la realización del proyecto político
del trabajo decente, entendido como contenido sociopolítico del Derecho del Trabajo que ha de
asegurar una calidad del empleo que consienta una existencia digna. 

Sin embargo, desde hace demasiado tiempo, el empleo ha aparecido abordado estricta-
mente como una cuestión de política económica. La creación de empleo había experimentado
una escisión de su vertiente sociopolítica, conformando una relación entre discurso y realidad
atravesada por la aceptación política y jurídica de que cualquier tipo de empleo, también y sobre
todo aquel precario, resultaba funcional a la economía. Con ello, el derecho del trabajo se había
visto violentamente encorsetado, obligado a negar su relevante función en la construcción de
la política social de nuestro país, arrojando negativas consecuencias tanto en la creación del
empleo como, sobre todo, en su calidad.1

De este modo, las políticas activas de empleo han desempeñado durante un largo ciclo un
papel de amortiguador económico-empresarial, despreocupándose de su función de integración
social de las personas que trabajan en situación de desempleo, más allá de la mera constata-
ción, cuando ello se ha producido, de la creación de empleo en un dado momento. Dicho de
otro modo, el objetivo de la creación de empleo, desprendido de la importancia de su calidad,
se había trasladado a las políticas activas de empleo como un mecanismo de reducción de cos-
tos laborales a modo de condición sine qua non para la creación de empleo, dibujando un ho-
rizonte economicista para el derecho del trabajo en el que su función inmediata, a través de la
técnica jurídica de la flexibilidad (flexsecurity), consistía estrictamente en la reducción de los
estándares de tutela laboral.2 Se ha asistido, pues, a una suerte de subvención de la contrata-
ción de las personas que trabajan, donde la ausencia de evaluaciones de su impacto ha provo-
cado, además, un efecto prolongado de peso muerto.     

La entrada en vigor de la Ley 3/2023, de 28 de febrero, de Empleo parece concitar las es-
peranzas de un cambio de rumbo de las políticas públicas de empleo ofreciendo, según se sos-
tiene como premisa, un horizonte al Derecho del Trabajo ¿O quizá es, al contrario, el nuevo
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1 Una lectura esclarecedora sobre este fenómeno a partir de las reformas laborales de 2010 y 2012, en CABEZA
PEREIRO, J., «La devaluación de las garantías del empleo: el reducido control de la decisión unilateral del em-
presario», Cuadernos de Relaciones Laborales, núm. 40(1), 2022, pp. 57-76.
2 En este sentido, BAYLOS GRAU, A., «Creación de empleo, mercado de trabajo y Derecho del Trabajo en torno
a la experiencia española», Relaciones Laborales, n.º 2, 2009, pp. 789-802.
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cuño de la normativa laboral que aparece a partir de marzo de 2020 ha motivado un retorno a
la concepción de las políticas públicas de empleo como parte relevante de la política social?   

Sea como fuere, la reciente normativa sobre empleo parece querer revitalizar su función
como ariete contra la exclusión, a favor de la integración social desde la creación de empleo.
Lo que no resulta en absoluto desenfocado a la luz de algunos datos sobre pobreza y exclusión
social, que relacionan la reducción del desempleo durante el año 2022 en 1,8 puntos, unas
840.000 personas, con aquella del número de personas que viven en hogares con baja inten-
sidad de empleo.3

La nueva normativa de empleo ha puesto las bases para superar la relación tradicional entre
empleo y normativización de las relaciones laborales, resignificando la función sociopolítica del
Derecho del Trabajo como vehículo de acceso a la ciudadanía, así como la realización del pro-
yecto político del trabajo decente.4

La regulación de las políticas públicas de empleo en la Ley 3/2023 se debe contextualizar
en el cumplimiento de los compromisos asumidos por el Gobierno en el marco del Plan de Re-
cuperación, Transformación y Resiliencia, cuya Componente 23 «Nuevas políticas públicas para
un mercado de trabajo dinámico, resiliente e inclusivo», encua-drado en el área política VIII
«Nueva economía de los cuidados y políticas de empleo», tiene como reto y objetivo impulsar,
en el marco del diálogo social, la reforma del mer-cado laboral español para adecuarlo a la re-
alidad y necesidades actuales y entre las re-formas propuestas en este componente se incluye
con el número 5 la «Modernización de políticas activas de empleo», contemplando como una
de las actuaciones a desarrollar la modificación del texto refundido de la Ley de Empleo, apro-
bado por el Real Decreto Legislativo 3/2015, de 23 de octubre, para potenciar los instrumentos
de actuación y de coordinación del Sistema Nacional de Empleo.5

2. DIAGNÓSTICO, CONCEPTOS Y OBJETIVOS DE POLÍTICA DEL DERECHO EN LA
LEY 3/2023, DE EMPLEO

El objetivo de la integración social a través del empleo y la protección social no resulta, hoy,
tarea sencilla a la luz del contexto socioeconómico en el que nos encontramos desde el año
2010, tan dinámico como distópico. Un aluvión de acontecimientos de distinto signo se han su-
cedido cercenando las expectativas de crecimiento económico y progreso social. La crisis de la
austeridad, la emergencia sanitaria provocada por la pandemia, la invasión de Ucrania, el in-
cremento del precio de la energía, la inflación y el colapso medioambiental han contribuido, por
el momento, a una nueva configuración de la vulnerabilidad social, de la vulnerabilidad laboral,
así como de la precariedad.6 Quizá por ello, el objetivo general de la normativa sobre empleo
se residencia en la integración social a través del empleo digno y la protección social suficiente. 
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3 EUROPEAN ANTI-POVERTY NETWORK (EAPN), El estado de la pobreza en España 2021. Avance de resul-
tados. El texto se puede consultar en https://www.eapn.es/ARCHIVO/documentos/noticias/1629703748_el-es-
tado-de-la-pobreza.-avance-resultados-julio-2021-v2.pdf
4 Una reivindicación que ya aparecía en la doctrina iuslaboralista europea con carácter previo a la crisis de la aus-
teridad. Destacadamente, JEAMMAUD, A., Mercado de trabajo y Derecho del Trabajo». Revista de Derecho So-
cial, n.º 39, 2007.  
5 ALFONSO MELLADO, C. L., «La nueva Ley de Empleo: una Ley necesaria y ¿eficaz?», Briefs AEDTSS, 21,
2023. https://www.aedtss.com/wp-content/uploads/2023/03/21_ALFONSO-MELLADO_-ley-de-empleo-general-
1.pdf
6 Resulta muy estimulante la distinción de los conceptos de vulnerabilidad social, vulnerabilidad laboral y preca-
riedad laboral que plantea en el trabajo de MERINO SEGOVIA, A., «La vulnerabilidad social desde la perspectiva
del empleo y la protección social», presentado como Ponencia General al Congreso Anual de la Asociación Es-
pañola de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. https://www.youtube.com/watch?v=Z7kwjutvBT8
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La reformulación dinámica de la situación socioeconómica, en España como en Europa7,
exige en primer lugar aceptar el fracaso del modelo de empleo previo a la actual normativa en
la que se aceptaba acríticamente que estar en una situación de empleo consentía a las personas
escapar de la situación de vulnerabilidad y/o exclusión social. Es, por tanto, la búsqueda del
trabajo decente lo que inspira a la reciente normativa en materia de empleo.  

Cómo identificar a las personas en situación de vulnerabilidad social, superando por tanto
los estereotipos de la existencia de personas vulnerables, tratadas con demasiada frecuencia
desde la culpabilidad individual por su propia condición de existencia.8 En este sentido, la Ley
3/2023 introduce una reformulación del concepto de empleabilidad, que ha determinado tradi-
cionalmente el acceso a las políticas públicas de empleo.9 La «empleabilidad», por tanto, resulta
ser un concepto esencialmente de política del Derecho, dotado de contenido a partir de las di-
versas concepciones ideológicas, habiendo resultado hegemónica hasta el momento actual
aquella que hace hincapié en el lado de la oferta. No obstante, como contrapunto, se han de
señalar otras lecturas de la empleabilidad que concentran la atención en la demanda, referidas
a la situación de la empresa concreta, el funcionamiento del propio mercado de trabajo o el con-
junto de la economía, incluyendo las circunstancias personales de la persona demandante de
empleo.

El art. 34 de la vigente Ley de Empleo procede a definir la empleabilidad a partir de la idea
de la interacción entre las competencias y cualificaciones del sujeto y factores exógenos como
las condiciones de mercado de trabajo, exigiendo que se produzca una suerte de ajuste «entre
las competencias propias y las demandadas por el mercado de trabajo». La actual normativa
sobre empleo aborda la cuestión del empleo y del desempleo desde una concepción plural que
trasciende el comportamiento y capacidades de las personas demandantes de empleo.10

Constituye éste, por tanto, uno de los principales retos conceptuales de la normativa de em-
pleo que, de este modo, parece interrogarnos sobre el mejor criterio para identificar las priori-
dades de la intervención pública en la materia: ¿grupos sociales, sectores de actividad? A este
respecto, acudir a categorías generales podría resultar más eficaz desde un punto de vista so-
cial. Es por ello, que la condición social, entendida como un estado interseccional de la persona
que trabaja, podría constituir un buen criterio para determinar el grado de vulnerabilidad y el
tipo de acción a realizar por parte del poder público. Además de señalar posibles situaciones
de vulnerabilidad social, la condición social podría tomarse como criterio para reforzar la garantía
del principio de no discriminación. 

Entre los objetivos de la norma, se encuentra, además la garantía de la no discriminación
en la regulación y aplicación de las medidas de fomento del empleo, la contratación y la promo-
ción con carácter prioritario del empleo estable y de calidad de las personas y colectivos consi-
derados vulnerables o de baja empleabilidad (art. 39). Al respecto, cabe destacar cómo este
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7 Un reciente estudio sobre pobreza en la Unión Europea indica la composición de ésta en tiempos actuales.
RATTI, L. y GARCÍA-MUÑOZ, A., «EU law, In-Work Poverty, and vulnerable workers», European Law Open, núm.
1, 2022, pp. 733 y ss.
8 Se ha señalado por la doctrina más atenta que, en este sentido, «es pertinente una revisión dogmática que haga
énfasis en el derecho individual al diseño de la carrera profesional propia y a mejorar la relación personal con el
empleo y que pondere las situaciones especialmente dificultosas para compensarlas adecuadamente. Es decir,
el reconocimiento de una baja empleabilidad no implica necesariamente, ni debe traducirse de ninguna manera,
en un estigma ni en una imputación de responsabilidad alguna». En APARICIO TOVAR, J., BAYLOS GRAU, A. y
CABEZA PEREIRO, J., «Estado social, derecho al trabajo y política de empleo». Revista de Derecho Social, n.º
100, p. 28.
9 Ramos Quintana, M. I., «Empleabilidad: una crítica al concepto desde el Derecho del Trabajo», Trabajo y Dere-
cho: nueva revista de actualidad y relaciones laborales, 97, 2023, Wolters Kluwer, pp. 1-2 (ejemplar electrónico).
10 En similares términos, PEREZ DEL PRADO, D., «La Ley 3/2023 de empleo: un paso más en la modernización
de las políticas de empleo en España (primera parte)». Trabajo y Derecho 102/2023 (junio), p. 4.
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objetivo concentra la atención en el momento precontractual para impedir que la identidad de
las personas que trabajan comporte un tratamiento discriminatorio, introduciendo para corregir
estas conductas antijurídicas el criterio de la interseccionalidad. Así, se desprende de la lectura
atenta del art. 50 Ley 3/2023, de Empleo, en el que de manera programática se mencionan al-
gunos de los colectivos de personas que merecen una atención prioritaria, en los que destaca
la identidad de las personas como posible motivo de exclusión y, en su caso, discriminación.   

No cabe duda, a la luz de lo expuesto, que determinadas relaciones de empleo son genera-
doras de una violencia social capaz de provocar vulnerabilidad y/o exclusión social. Este ha
sido el caso arquetípico de las relaciones laborales de carácter temporal en la experiencia es-
pañola durante cuatro décadas. Ello comporta, entonces, entender que el derecho del empleo
y del derecho del trabajo no pueden entenderse como compartimentos estancos, como tampoco
generar dinámicas relacionales en las que el segundo sirva para degradar condiciones de tra-
bajo y, por tanto, de vida como premisa para la creación de empleo. La recuperación del principio
de estabilidad en el empleo a partir de la reforma laboral contenida en el RD Ley 32/2021 ha
servido para entender la normativa sobre empleo con autonomía y sustantividad que propicien
un mercado de trabajo más sólido, menos esporádico, con mayor estabilidad en el empleo y
más derechos para las personas trabajadoras. 

3. LÍMITES DE LAS POLÍTICAS DE EMPLEO PÚBLICO: CONTINUIDADES Y NUEVOS
ESPACIOS PARA LA REFLEXIÓN

Sin pretender restar importancia a la contribución de las políticas públicas de empleo en ma-
teria de integración social en su relación, especialmente, con las funciones de colocación y re-
colocación de personas demandantes de empleo, resulta prudente introducir la cuestión relativa
a la capacidad que éstas ostentan para transformar o adaptar el mercado de trabajo, a la luz de
la participación que en éste se produce por parte de una pluralidad de actores provenientes de
ámbitos diferentes, así como de coyunturas referidas especialmente a la situación económica11.  

Ahora bien, siendo lo anterior cierto, no cabe desconocer la situación inédita en la que se
encuentra actualmente la relación entre creación de riqueza y la cuestión, cuantitativa y cuali-
tativa, del empleo. En el ya largo ciclo de las relaciones laborales democráticas se había trabado
una correosa relación entre incremento de la riqueza y creación de empleo. De forma tal, que
la creación de empleo se circunscribía de forma teórica a coyunturas económicas en las se pro-
dujera un aumento de la riqueza, medida a través de la evolución del Producto Interior Bruto.
Solo determinados niveles de crecimiento económico, entre el 1,5 % y 2 %, parecían permitir la
creación de empleo. Esta indemostrada relación científica, se ha visto muy cuestionada a partir
del año 2020 en el que se ha asistido a una creación de empleo independiente del incremento
del PIB, abandonando además ciertas fórmulas, basadas en la idea de la devaluación de los
derechos laborales como mecanismo de crecimiento económico, que se habían instalado con
normalidad en el funcionamiento de la normativa laboral en tiempos de crisis. 

Lo afirmado anteriormente, se ha de relacionar con la capacidad de transformación y/o adap-
tación de los comportamientos económico-empresariales por parte de la normativización socio-
laboral. El ciclo 2020-2023 ha reformulado la capacidad de la normativa laboral admitiendo una
influencia en las políticas económico-empresariales. Lo cual, como se analizará enseguida, no
implica el desvanecimiento de los límites de las políticas públicas de empleo derivados, seña-
ladamente, de la libertad de empresa, aunque sí obliga a reflexionar sobre la inercia de esta in-
terpretación.
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11 En este sentido, CRUZ VILLALÓN., J., «El gobierno del empleo», en AA.VV., Empleo y protección social. XXXIII
Congreso Anual de la Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Cuenca, 25 y 26 de
mayo de 2023. Ministerio de Trabajo y Economía Social. Madrid, 2023, pp. 189-190. 
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En esencia, se ha admitido sin dejar espacio a la duda que la libertad de empresa confiere
a los sujetos empresariales una capacidad casi omnímoda de adaptar el tamaño de la plantilla
acogiendo como único criterio la viabilidad del proyecto empresarial en un contexto de economía
competitiva. Lo que parecería traducirse falazmente en una libertad empresarial de contratación
y despido. De lo que se derivaría la limitada capacidad de las políticas públicas de empleo en
la determinación, por tanto, de la relación entre viabilidad económica y volumen y calidad del
empleo en el concreto espacio empresarial. Al respecto, cabe señalar al menos cuatro ejemplos
que incentivan el espacio para la reflexión sobre esta interpretación de la libertad de empresa
en relación con el empleo.

El primero de ellos tiene que ver con el nuevo uso de la flexibilidad interna, reducción de jor-
nada y suspensión del contrato de trabajo, como mecanismo que limita la capacidad del sujeto
empresarial de determinar unilateralmente el volumen de empleo en situaciones en los que esté
en riesgo la viabilidad del proyecto empresarial.

El segundo ejemplo, las reservas y exclusiones obligatorias en la contratación de personas
trabajadoras. Es este el caso del establecimiento de cuotas de reserva en la contratación de
personas con capacidades diversas tanto en empleo público, como en el privado. 

El tercer ejemplo lo encontramos en la posibilidad de que el convenio colectivo, preferente-
mente de ámbito sectorial, introduzca cláusulas de jubilación forzosa con obligación de realizar
nuevas contrataciones laborales (contratos de relevo).

El cuarto y último ejemplo que se propone es el relativo al impacto en términos de cantidad
y calidad de empleo derivadas de ciertas modificaciones de la normativa en materia de contra-
tación laboral, como la contenida en el RD Ley 32/2021, de 28 de diciembre, de medidas ur-
gentes para la reforma laboral, la garantía de la estabilidad en el empleo y la transformación
del mercado de trabajo.

Estos cuatro ejemplos permiten atisbar otras circunstancias en las que la normativa laboral
y de empleo exijan a los sujetos empresariales introducir modificaciones en la organización de
los recursos humanos que tengan un impacto directo y positivo en la creación de empleo de
calidad, como destacadamente podría ocurrir con hipotéticas intervenciones normativas para
asegurar eficazmente el derecho a la seguridad y salud de las personas trabajadoras.

3.1. El (buen) gobierno del empleo

Uno de los aspectos más controvertidos en materia de empleo es el referido al aparataje
institucional dispuesto para su (buen) gobierno. O lo que es lo mismo, la búsqueda de una es-
tructura institucional que resulte lo más eficaz posible para la consecución de los objetivos de
colocación y recolocación de personas demandantes de empleo. Al respecto, no resulta banal
recordar que hace ya más de tres décadas que la institucionalidad en materia de empleo aban-
donó el modelo basado en el monopolio público. 

La influencia europea, a través de la experiencia del Método Abierto de Coordinación, trans-
formó esta institucionalidad en un mapa complejo en el que administraciones públicas, sindica-
tos, sociedad civil han de coordinarse y articularse para asegurar un buen gobierno del empleo,
basado en la atención personalizada y la creación de itinerarios individuales en el que la bilate-
ralidad entre los sujetos de las políticas activas y pasivas de empleo sea una de sus principales
señas de identidad. 

Para ello, resulta fundamental una buena coordinación administrativa, basada en la descen-
tralización y en la atención de proximidad, así como alcanzar una agilidad en los procedimientos
para establecer los itinerarios individuales de las personas demandantes de empleo, fijado hoy
en la norma en un plazo máximo de un mes (art. 56.3 Ley de Empleo).
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Bajo este convencimiento, la Ley 3/2023 conforma el Servicio Público de Empleo a partir de
la Agencia Española de Empleo, como instrumento de coordinación del Sistema Nacional de
Empleo y Asuntos en el marco de la Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos Laborales. Por
lo que la coordinación en materia de empleo cuenta con una pluralidad de agentes que com-
prende desde la Agencia Española de Empleo, los servicios públicos de empleo de las Comu-
nidades Autónomas, las agencias privadas y colaboradoras de empleo, las Corporaciones
locales y la Red Europea de Servicios de Empleo (EURES). 

Esta articulada coordinación en materia de información de empleo ha de partir del hecho
objetivo de la pérdida de protagonismo de los agentes tradicionales, públicos y privados en ma-
teria de empleo a favor de búsqueda de empleo por Internet.  Por lo que, a la necesidad de
adaptación de este espacio a la transición digital, se ha de prestar especial atención igualmente
a los recursos digitales de transmisión y coordinación de la información en materia de empleo
(Portales de Empleo).12

4. DIÁLOGOS ENTRE POLÍTICAS ACTIVAS Y PASIVAS DE EMPLEO

Cabe afirmar que las relaciones entre políticas activas y pasivas de empleo han sido tradi-
cionalmente de contraposición, de tal forma que las segundas han tenido como finalidad la pro-
tección económica de la persona desempleada durante el lapso que dure la transición de un
empleo a otro. Por su parte, las primeras han presentado rasgos definitorios aglutinados en
torno a la batería de servicios y programas de orientación, intermediación, empleo, formación
en el trabajo. Esto es las políticas activas de empleo se han centrado en la creación de empleo
y la mejora de las posibilidades de acceso a un empleo digno de las personas demandantes de
empleo, así como a la mejora de su empleabilidad.

La integración social exige a las políticas públicas de empleo ser capaces de reaccionar
ante las diversas situaciones de transiciones entre un empleo y otro, dando cuenta de las posi-
bilidades en las que no resulte posible la satisfacción de las necesidades vitales a través del
salario que proporciona otro empleo. Es por ello, que el diseño de las políticas públicas de em-
pleo comporta la reflexión previa sobre cómo enfrentar de la manera más eficaz posible las di-
ferentes situaciones de vulnerabilidad social. Se trata de una reflexión que concierne al
entendimiento de cómo está conformada la vulnerabilidad que se pretende revertir en forma de
integración social. 

Ahora bien, los diálogos entre políticas activas y pasivas de empleo han determinado un
proceso de intervención de éstas en las que la activación de las personas demandantes de em-
pleo ha condicionado el acceso a las políticas pasivas de empleo (workfare). De ahí se ha de-
rivado una máxima política errónea basada en que la aceptación de cualquier tipo de empleo,
también aquel precario, resulta siempre más adecuado que cualquier otra posibilidad como la
protección social. La presencia en el ordenamiento jurídico español de mecanismos como la
oferta adecuada de empleo o el compromiso de actividad evidencian una tendencia de las re-
laciones dialécticas entre políticas activas y pasivas de empleo, así como de las personas ca-
rentes y demandantes de empleo. Es más, ha llegado a instalase con cierta contundencia la
idea de que las políticas pasivas de empleo constituyen un desincentivo para las personas de-
mandantes de desempleo y en búsqueda de empleo. De este modo hay que entender las pro-
puestas dirigidas a recortar la protección social destinada a las situaciones de desempleo, como
señaladamente ha ocurrido —y ocurre— con reivindicaciones relativas a la duración de la per-
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12 Rojo Torrecilla, E., «La nueva Ley de Empleo. Una apuesta por la empleabilidad y la atención a la persona»,
Briefs de la AEDTSS, Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, 2023, fecha de con-
sulta 2 marzo 2023, en https://www.aedtss.com/la-nueva-ley-de-empleo-una-apuesta-por-la-empleabilidad-y-la-
atencion-a-la-persona/
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cepción de la prestación por desempleo. Frente a esta interpretación autoritaria de la realidad
del desempleo resulta más estimulante aquella otra que entiende que la clave de este reto social
reside en una inadecuación de la cualificación profesional, ya sea cuantitativa que cualitativa,
y, por ello, la normativa vigente acoge la formación y las necesidades del mercado de trabajo
como ejes fundamentales de su intervención. 

En otros términos, la integración social puede encontrar en el empleo digno su llave maestra,
pero ello no siempre resulta posible, ya que determinadas situaciones de exclusión social de
las personas las alejan de la condición de empleabilidad, entendida como criterio que determina
el tipo de recurso de política pública de empleo adecuado a cada caso. Si el resultado del aná-
lisis de la empleabilidad de la persona demandante arrojara como conclusión la posibilidad de
que sea el empleo el vehículo de integración social, se deberá, entonces, atender individual-
mente su itinerario, buscando la realización de su derecho individual del diseño de una carrera
profesional que mejore su relación personal con el empleo, tratando de compensar adecuada-
mente las dificultades que rodeen su situación de vulnerabilidad sociolaboral.13

Y ello, desde una concepción de la política pública que aborde las situaciones de vulnerabi-
lidad como un proceso de dimensión colectiva (crisis económicas, desempleo forzado, insufi-
ciencia de las condiciones habitacionales, dificultades de acceso a Internet…), evitando no sólo
la culpabilización de la persona en concreto, sino también la estereotipación identitaria.

Si, por el contrario, no resultara posible la empleabilidad de la persona por diferentes motivos,
convergentes en la idea de una atención imprescindible a necesidades previas que impiden su
inserción en el empleo, son las políticas pasivas de empleo las que han de actuar preferente-
mente acompañadas de otras que se dirijan a alcanzar la empleabilidad suficiente para acceder
al empleo. Ahora bien, las políticas pasivas presentan el riesgo de profundizar las situaciones
de vulnerabilidad, pobreza y exclusión social. La divergencia que se ha producido entre los in-
dicadores de suficiencia económica en el ámbito del trabajo por cuenta ajena, Salario Mínimo
Interprofesional e Indicador Público de Rentas de Efectos Múltiples, resultan desfavorables a la
consecución de la integración social. Repárese en las diferencias que al respeto derivan del
tipo de política pasiva de empleo, contributiva o asistencial, y de las repercusiones que ellas
comportan en términos de alcanzar una suficiencia económica capaz de la integración social.14

Como puede apreciarse es éste un debate de equilibrios delicados, entre intervenciones de
las políticas activas y pasivas de empleo, cuya problemática ha pivotado tradicionalmente entre
el concepto productivista de activación de la persona demandante de empleo y la condición de
sospechoso, quizá por vago, de la persona que accede a la protección social. El giro de la Ley
3/2023, aunque no es completo, si apunta a un redimensionamiento de la comprensión de las
funciones bien distintas que desempeñan las políticas activas y pasivas de empleo, donde las
últimas no cumplen estrictamente con la función de acceso al derecho al trabajo.    

5. POLÍTICAS ACTIVAS DE EMPLEO

Las políticas activas de empleo aparecen reguladas en el Título I de la Ley de Empleo, de-
finiéndolas como «el conjunto de decisiones, medidas, servicios y programas orientados a la
mejora de la empleabilidad y reducción del desempleo, al pleno desarrollo del derecho al empleo
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13 En este sentido, APARICIO TOVAR, J., BAYLOS GRAU, A. y CABEZA PEREIRO, J., «Estado social, derecho
al trabajo y política de empleo»… op. cit., pp. 28-29.
14 Al respecto, resulta de interés la lectura del trabajo de ALVÁREZ CORTÉS, J. C., «La brecha entre salario mí-
nimo y el indicador público de renta de efectos múltiples y sus efectos en el sistema de protección social», NET21,
n.º 10, 2023. El texto se puede consultar en https://www.net21.org/wp-content/uploads/2022/02/LA-BRECHA-
ENTRE-SALARIO-MINIMO-INTERPROFESIONAL-Y-EL-INDICADOR-PUBLICO-DE-RENTA-DE-EFECTOS-
MULTIPLES-Y-SUS-EFECTOS-EN-EL-SISTEMA-DE-PROTECCION-SOCIAL.pdf. 
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digno, estable y de calidad, a la generación de trabajo decente y a la consecución del objetivo
del pleno empleo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 35 y 40 de la Constitución y
en el marco de la estrategia coordinada para el empleo de la Unión Europea». Los dos objetivos
prioritarios de aquéllas recaen sobre la mejora de la empleabilidad, en primer lugar, pero también
a la mejora de la calidad del empleo para la realización del proyecto político del trabajo decente.
Estos dos objetivos convergen en señalar a la formación como la herramienta más útil para su
realización, entendida ésta como el resultado del compromiso de ambas partes de la relación
laboral. A estos efectos, cabe señalar como novedad más relevante la importancia que se con-
cede de la formación de los sujetos empresariales como pieza clave y decisiva en términos
tanto de empleabilidad, como de adaptación y transformación del modelo productivo.15

La integración social encuentra en la empleabilidad una de sus principales llaves de posibi-
lidad, constituyendo la formación uno de los ejes fuerza de la Ley de Empleo en un contexto de
transformación tanto del modelo productivo como del mercado de trabajo. En este sentido, el
modelo de contratación formativo diseñado en la reforma laboral de 2021, hacia una formación
dual, parece contribuir a mejora la empleabilidad de las personas demandantes de empleo, sin
que ello impida advertir determinados escollos relacionados, entre otros factores, con la falta
de unicidad entre los diferentes agentes formativos, por ejemplo, entre la Universidad y la For-
mación Profesional. 

La configuración de la formación en la Ley 3/2023 destaca especialmente por entender que
la empleabilidad es una situación que se alcanza con la implicación y compromiso de ambas
partes de la relación laboral, por lo que el ámbito subjetivo de ésta acoge tanto a personas tra-
bajadoras como a sujetos empresariales. La importancia de la formación de los sujetos empre-
sariales es decisiva en términos de empleabilidad, así como de adaptación y transformación
del modelo productivo. Se ha de recordar cómo la ley 3/2023 ha acogido el contenido de la
Componente 23 en la que se hace referencia a la nueva economía de cuidados en relación con
las políticas de empleo. Además, resulta un pilar basilar de la modernización de las políticas
públicas de empleo, atender los retos de la transformación digital y ecológica, tomando siempre
como referencia la cohesión social y territorial, así como la igualdad de género. 

Esta concepción de la Ley de Empleo en el diseño de las vías de mejora de la empleabilidad
exige dotarse de medidores de la empleabilidad y, en última instancia, de la adecuación y efi-
cacia de la formación (art. 36 Ley de Empleo). Se trata de una obligación que dota de seguridad
y certidumbre al sistema formativo, por lo que su desarrollo reglamentario resultará definitivo a
estos efectos.

El otro eje-fuerza de las políticas activas de empleo se localiza en la labor de intermediación
laboral que, desde una perspectiva cronológica, ha evolucionado a partir de los años 80 del
siglo pasado hacia el convencimiento de los efectos positivos que aportan en la materia las co-
laboraciones público-privado, ya se traten de agencias de colocación con o sin ánimo de lucro,
donde las empresas de trabajo temporal no fueron reconocidas como operadores legítimas
hasta la reforma laboral 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para la reforma del mercado
de trabajo. Ello, no obstante, no ha impedido la centralidad de los servicios públicos de empleo
estatal y autonómicos en la labor de colocación y recolocación de personas demandantes de
empleo. 

El nuevo concepto de la intermediación laboral, previsto en el art. 40.2 de la Ley de Empleo,
incluye tanto la prospección y captación de ofertas; la puesta en contacto (colocación y recolo-
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15 Se trata de una característica de la formación que ha sido destacada especialmente por CAMAS RODAS, F.,
«Empleabilidad-formación tras la Ley 3/2023, de 28 de febrero de 2023», en AA.VV., Empleo y protección social.
XXXIII Congreso Anual de la Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Cuenca, 25
y 26 de mayo de 2023. Ministerio de Trabajo y Economía Social. Madrid, 2023, pp. 63-68.
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cación); la selección de personas idóneas, sin sesgo o estereotipo de género, edad o discapa-
cidad; así como los apoyos necesarios para mejorar las circunstancias personales de la persona
demandante de empleo. Este conjunto de novedades reposa sobre la introducción de las tasas
de empleabilidad e intermediación laboral, a modo de evaluación del funcionamiento de las po-
líticas públicas de empleo. 

En último lugar, se ha de destacar cómo la modernización de las políticas públicas de empleo
a partir de la Ley 3/2023 se localiza en una serie de intervenciones relacionadas, en primer
lugar, con la supresión de las subvenciones y bonificaciones a la contratación laboral no ligadas
a procesos formativos, la promoción de una mayor colaboración público-privada tanto en los
procesos de formación como de intermediación, así como en el recurso a la Inteligencia Artificial
a través de la implantación del Portal único de Empleo como mejora de la coordinación entre
los distintos agentes.

6. POLÍTICAS PASIVAS DE EMPLEO

Con carácter general, el análisis de las políticas pasivas de empleo pasa necesariamente
por el examen de las prestaciones y subsidio por desempleo tanto en el ámbito contributivo
como asistencial, advirtiendo de entrada que se detecta: i) una ausencia de coordinación entre
los niveles contributivo y asistencial. En este último nivel se exige haber agotado la prestación
contributiva, haber cotizado y que la percepción del subsidio tenga como finalidad mejorar la
ocupabilidad de la persona que lo recibe; ii) la cuantía del subsidio por desempleo en el nivel
asistencial se aleja cada vez más del SMI y iii) no tiene carácter complementario o residual
frente a las políticas activas, adquiriendo especial relevancia en el caso de los trabajadores atí-
picos.

En materia de coordinación de las políticas pasivas de empleo, entre los niveles contributivo
y asistencial, se ha de hacer especial mención al proceso de envejecimiento en el que está in-
merso España16, muy similar al que con carácter general se experimenta en el conjunto de pa-
íses que conforman la Unión Europea, donde las situaciones de desempleo suelen resultar más
frecuentes e intensas en las personas trabajadoras comprendidas en la franja de edad entre 55
años y 64 años. Resulta muy relevante a estos efectos la introducción de medidas de prevención
del abandono temprano del mercado de trabajo de las personas trabajadoras de mayor edad,
así como, en su caso, un acompañamiento lo más digno posible hasta la situación de jubilación.     

En lo que al desempleo contributivo atañe se ha afirmado que estamos ante una prestación
compleja, cambiante, antigua, con un nivel de protección limitado y muy condicionada por la si-
tuación económica del momento.17 A grandes rasgos, la prestación por desempleo contributiva
presenta una serie de características que se han ido conformando con el paso del tiempo y de
las reformas, donde cabe destacar en primer lugar, cómo el ámbito subjetivo de ésta queda re-
ferido casi exclusivamente al trabajo típico, dejando fuera de su cobertura principalmente a jó-
venes desempleados o jóvenes que no hayan cotizado; trabajadores migrantes sin autorización
de trabajo y residencia; así como al trabajo a tiempo parcial.18

Los requisitos para acceder a la prestación contributiva por desempleo se aglutinan en torno
a la búsqueda activa de empleo, a una colocación adecuada de empleo, a la asunción de la
persona demandante de empleo de su compromiso con la formación, así como de los requisitos
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16 Véase al respecto, el Informe del Observatorio de las ocupaciones, Informe del mercado de trabajo de los ma-
yores de 45 años. El texto se puede consultar en file:///C:/Users/FcoJose.Trillo/Downloads/IMT-MAYORES45-
2023-DAT-2022%20(1).pdf
17 En GALA DURÁN, C., «La prestación contributiva por desempleo. ¿la reforma pendiente?», en AA.VV., Empleo
y protección social. XXXIII Congreso Anual de la Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad
Social. Cuenca, 25 y 26 de mayo de 2023. Ministerio de Trabajo y Economía Social. Madrid, 2023, p. 111.
18 Ibid., pp. 116-117.
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para su reconversión. Buena parte de estos requisitos constituyen todavía una manifestación
del principio de activación que ha presidido el acceso a las políticas de protección social ante
la pérdida de empleo. 

Por su parte, el ámbito material está atravesado por el elemento de la involuntariedad de la
pérdida del empleo, circunscrito a las situaciones de suspensión contractual y del mecanismo
RED, sin que ello exija un periodo previo de cotización; la reducción de jornada entre un 10 %
y un 70 % o haber sufrido violencia de género.

En relación con la configuración temporal de la prestación exige una cotización mínima de
360 días en los seis años anteriores al hecho causante, dando derecho a una prestación, según
los casos, entre 120 días y 720 días. Esta amplitud de la duración de la prestación contributiva
de desempleo ha motivado algún interrogante relacionado con los hipotéticos efectos positivos
en la búsqueda de empleo su se redujera el tiempo máximo del derecho.

Pese a que la prestación contributiva por desempleo se configura jurídicamente en torno a
las cotizaciones realizadas previamente por la persona trabajadora, la normativa al respecto in-
cluye alguna exigencia a modo de contrapartida que cuestiona tanto la involuntariedad de la si-
tuación de desempleo como el reconocimiento mismo del derecho. La obligación de realizar
trabajos de colaboración social resulta muy contradictoria por no ser un requisito constitutivo
del acceso al derecho, pero sí un motivo de pérdida de éste. 

El nivel asistencial de las políticas pasivas de empleo cumple con el objetivo de evitar que
existan estados de carencia sin protección social, lo que obliga, como ya se ha tenido oportu-
nidad de abordar, una mejor coordinación entre los niveles contributivo y asistencial. De otro
modo, parecería atribuirse al nivel asistencia una función de reversión contra la pobreza y ex-
clusión social. 

Sin embargo, la protección por desempleo asistencial debería cumplir con la función de iden-
tificación de la necesidad a cubrir, además de exigir que se haya agotado previamente el desem-
pleo contributivo y acreditar las exigencias de la normativa. 

Se asiste, visto lo anterior, a la construcción inacabada de un modelo de protección social
en el que se puede afirmar una universalización parcial de la Seguridad Social asistencial, te-
niendo como punto de inflexión la aparición del IMV (RD Ley 20/2020 y la Ley 19/2021).19 En
este sentido, se ha criticado que la duración del subsidio por desempleo aparece vinculado a
requisitos impropios de este ámbito relacionados con el esfuerzo contributivo previo, sin refe-
rencias a parámetros adicionales más relacionados con el nivel asistencial. Del mismo modo,
el establecimiento de la cuantía única fijada en el 80% del IPREM no parece responder satis-
factoriamente a la satisfacción de necesidades básicas que consientan la integración social ni
tampoco en un momento posterior la inserción laboral. 

Los colectivos a los que se refiere la prestación son personas trabajadoras que habiendo
agotado la prestación contributiva y sin haber encontrado empleo: i) tengan responsabilidades
familiares; ii) sean mayores de 45 años sin responsabilidades familiares; iii) españoles emigran-
tes retornados; iv) trabajadores que han recuperado la capacidad laboral; v) mayores de 52
años como puente a la jubilación, que carezcan de rentas y no encuentren empleo, con una co-
tización mínima de 15 años, al menos dos en los ocho años anteriores al hecho causante.20
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19 Así, TORUTERO PLAZA, J. L., «La protección por desempleo asistencial y otras políticas de protección por
desempleo», en AA.VV., Empleo y protección social. XXXIII Congreso Anual de la Asociación Española de Derecho
del Trabajo y de la Seguridad Social. Cuenca, 25 y 26 de mayo de 2023. Ministerio de Trabajo y Economía Social.
Madrid, 2023, p. 153.
20 Cuya regulación actual vino precedida de la STC 61/2018, que resolvió el recurso de inconstitucionalidad 3688-
2013, interpuesto por cincuenta diputados del Grupo Parlamentario del Partido Socialista respecto del RD Ley
5/2013, de medidas para favorecer la continuidad de la vida laboral de los trabajadores de mayor edad y promover
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Al respecto, además de la crítica general a la lógica subyacente del subsidio, cotización in-
suficiente, prestación insuficiente y derivación a la pensión mínima, se ha de poner especial én-
fasis en algunos desfases de la normativa en relación con el subsidio de las personas con
responsabilidades familiares, donde se computan dos veces los ingresos, los del titular del nivel
asistencial y los pertenecientes a la unidad familiar, tomando además como referencia el modelo
tradicional de familia excluyendo incluso a la pareja de hecho.

Pese a la existencia de otras políticas de protección por desempleo asistencial, como la
renta activa de inserción; el subsidio extraordinario de desempleo y el Ingreso Mínimo Vital21,
dada su incompatibilidad, se dibuja una situación en los que las personas que perdieron su em-
pleo y se encuentran en este nivel de protección social en la que han de vivir con el 80 % del
IPREM, es decir con 480 euros. 

7. LAS REFORMAS DE SEGURIDAD SOCIAL: AVANCES Y RETOS

La normativa de Seguridad Social ha estado expuesta a una presión reformista atravesada,
desde los años 80 del siglo XX, por la sostenibilidad del sistema, vaticinando desde entonces
su quiebra. Este hecho político ha motivado un intenso y extenso debate sobre cómo evitar este
abismo, dando lugar a un periodo igualmente intenso de reformas del sistema de Seguridad
Social durante el periodo 2011-2015 en el que ha existido una convergencia política consistente
en buscar este equilibrio financiero del sistema a través de la reducción de gastos.22 Sin em-
bargo, como se ha señalado con atino, los  poderes  públicos  están  obligados  a  mantener  el
Sistema  de  Seguridad  Social  que  ha  de  garantizar  «prestaciones  sociales  suficientes
ante  los  estados  de  necesidad»  (art.  41 CE) y «pensiones adecuadas y periódicamente ac-
tualizadas» que consigan «la suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad»
(art.  50 CE).23
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el envejecimiento activo. El texto de la Sentencia puede consultarse en: 
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2018-9537 
21 Un análisis extenso y detallado sobre el Ingreso Mínimo Vital en MONEREO PÉREZ, J. L., RODRÍGUEZ IN-
IESTA, G. y TRILLO GARCÍA, A. R., El ingreso mínimo vital en el sistema de protección social. Estudio de su
configuración y régimen jurídico. Laborum, Murcia, 2021.
22 De gran interés a estos efectos resulta la lectura, especialmente los epígrafes 3 y 4, de APARICIO TOVAR, J.,
«La Seguridad Social, un valor universal en un mundo incierto». El texto se encuentra disponible en
https://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---europe/---ro-geneva/---ilo-madrid/documents/article/wcms_548613.pdf
23 «Por lo que gran parte del debate sobre la sostenibilidad que se ha producido en los últimos años está desen-
focado.  Con la introducción del término sostenibilidad se ha lanzado a la opinión pública una duda sobre si las
pensiones están garantizadas ante los retos que suponen los cambios demográficos y la crisis económica con su
consecuencia de desempleo.  Aquí es donde ha entrado el lenguaje economicista para intentar cuestionar el me-
canismo financiero de reparto, que es propio del Sistema de Seguridad Social.  En realidad, ha sido una argu-
mentación para justificar reformas que actúan sobre los gastos del Sistema, es decir, reduciendo la cuantía de
las prestaciones, en especial de la pensión de jubilación.  Pero entonces ¿Qué pasa con la suficiencia de las
prestaciones del art.  41 CE y la suficiencia económica de los ciudadanos de la tercera edad mediante pensiones
adecuadas del art. 50 CE?  En realidad, el debate sobre la sostenibilidad está interesadamente mal planteado.
Las prestaciones (y entre ellas las pensiones), mientras no cambie la Constitución, son sostenibles porque lo
tienen que ser, porque lo ha mandado el constituyente, que es «el jefe de todo esto». No se trata de negar la
existencia de problemas, sino de solucionar los que van surgiendo. La Seguridad Social, desde su nacimiento, es
un fenomenal artificio técnico que crea un campo jurídico en el que los ciudadanos ocupan diversos papeles, ya
como sujetos protegidos, ya como sujetos obligados, se les confieren derechos y se les imponen obligaciones.
Para cumplir sus fines, el Sistema utiliza cuantiosos recursos económicos y ha de ir adaptándose a las cambiantes
circunstancias sociales mediante sucesivas reformas. El problema de la sostenibilidad debe ser visto como un
problema de medios-fines. No es lícito que de un problema de medios se desemboque en un cuestionamiento de
los fines y, por ende, de la misma institución Seguridad Social». En APARICIO TOVAR, J., «La sostenibilidad del
sistema como excusa para una reestructuración del sistema de Seguridad Social». Cuadernos de Relaciones La-
borales, vol. 33, núm. 2, pp. 289-309.
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La relación que exige la Componente 30 entre una nueva economía de cuidados y las polí-
ticas públicas de empleo tiene una afectación directa en el ámbito de la regulación de la Segu-
ridad Social. Concretamente, se señalan algunos retos que ya han encontrado una respuesta
normativa. Así, se destaca, la sostenibilidad del sistema de pensiones a largo plazo en el marco
del Pacto de Toledo como posibilidad para la erradicación de la pobreza y de la inequidad inter-
generacional. Para ello, resultan imprescindibles varias acciones que pasan, en primer lugar,
por amortiguar el gasto que genera al sistema la jubilación de los denominados baby-boomers.
En segundo lugar, por reducir el déficit de la Seguridad Social.24

Con estos dos objetivos prioritarios, se ha asistido a una intervención normativa dirigida a la
separación de fuentes de financiación del sistema de los niveles contributivo y asistencial, donde
el Estado asume la condición de financiador tanto de la asistencia sanitaria, de las prestaciones
no contributivas y de los complementos a mínimos. Se trata de un principio contenido en el
Pacto de Toledo de 1995, recogido normativamente en el art. 109 de la Ley General de la Se-
guridad Social. En este sentido, el objetivo reside en eliminar los gastos impropios derivados
de las políticas públicas de empleo; mejorar la sostenibilidad del sistema de pensiones a través
del incremento de los ingresos como parece señalar la negociación el destope de las bases
máximas25; aproximar la edad efectiva y la edad ordinaria de jubilación (excepto las actividades
especialmente penosas; ampliación de los años computables para el cálculo de la base regu-
ladora o, entre otras medidas, incentivar la jubilación demorada.

En efecto, el RD Ley 2/2023, de 16 de marzo de medidas urgentes para la ampliación de
derechos de los pensionistas, la reducción de la brecha de género y el establecimiento de un
nuevo marco de sostenibilidad del sistema público de pensiones, con entrada en vigor el 1 de
abril de 2023, ha acogido la reforma en materia de Seguridad Social que exigiera el Plan de
Recuperación, Transformación y Resiliencia —Componente 30— a lo que hay que añadir los
más recientes Real Decreto 370/2023, de 16 de mayo, por el que se modifica el Real Decreto
1851/2009, de 4 de diciembre, por el que se desarrolla el artículo 161.bis de la Ley General de
la Seguridad Social en cuanto a la anticipación de la jubilación de los trabajadores con disca-
pacidad en grado igual o superior al 45 por ciento y Real Decreto 371/2023, de 16 de mayo, por
el que se desarrolla el régimen jurídico del complemento económico establecido en el artículo
210.2 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto
Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, culminando y completando las reformas adoptadas en
una primera reforma legislativa introducida por la Ley 21/2021, de 28 de diciembre; en la Ley
12/2022, de 30 de junio y en el RD Ley 13/2022, de 26 de julio.26

En relación con el objetivo de la reducción de la pobreza, la reciente normativa en la materia,
Ley 21/2021, ha derogado el Índice de Revalorización que introdujera la reforma de 2013 en la
materia a la luz de la pérdida acumulada de un 37 % del poder adquisitivo de los pensionistas,
producido como consecuencia de la introducción de la actualización fija de las pensiones de ju-
bilación del 0,25 % con independencia de la evolución de la coyuntura económica, especial-
mente en materia de inflación.  
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24 En GARCÍA ROMERO, B., «Las reformas de Seguridad previstas en el Plan de Recuperación, Transformación
y Resiliencia», en AA.VV., Empleo y protección social. XXXIII Congreso Anual de la Asociación Española de De-
recho del Trabajo y de la Seguridad Social. Cuenca, 25 y 26 de mayo de 2023. Ministerio de Trabajo y Economía
Social. Madrid, 2023, pp. 247 y ss.
25 Una reivindicación que cuenta con una larga trayectoria entre la doctrina más atenta. APARICIO TOVAR, J.,
«El “laberinto” de las pensiones, ¿soluciones falsas a un problema artificial?». Pasos a la izquierda, 19 de marzo
de 2021. El texto está disponible en https://pasosalaizquierda.com/el-laberinto-de-las-pensiones-soluciones-fal-
sas-a-un-problema-artificial/
26 Una lectura imprescindible para la comprensión de estas reformas en ROMERO RODENAS, M.ª J., «Balance
de las últimas reformas en Seguridad Social: a vueltas con la sostenibilidad», NET21, núm. 14, junio 2023.
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Se entiende oportuno, igualmente, hacer una valoración sobre las medidas del Sistema de
Seguridad Social, más allá de la Componente 30, referidas concretamente a la Componente
22, en especial en lo atinente a la reconfiguración del nivel no contributivo de la Seguridad Social
tras la entrada en escena en el año 2020 del Ingreso Mínimo Vital; a la Componente 23, basada
en las relaciones entre la Seguridad Social y el mercado laboral y, por último, las Componentes
11 y 19, relacionadas con la digitalización de la Administración.27

En relación con los contenidos más concretos de la Componente 22 ha de destacarse la in-
tención de consolidar el nivel no contributivo como mecanismo que amortigüe la pobreza de
aquellas personas que, por un motivo u otro, quedaran fuera del ámbito de actuación del nivel
contributivo. En este sentido, cabe señalar cómo en el ámbito de la experiencia española el
nivel contributivo ha estado muy condicionado por las coyunturas de las crisis económicas, te-
niendo como efecto inmediato que determinados colectivos de personas trabajadoras quedaran
expulsados de este ámbito. Es por ello, que ha de celebrarse la intención de incluir dentro del
Ingreso Mínimo Vital las prestaciones familiares de menores con discapacidad (de al menos un
33 %) o de mayores de 18 años con una discapacidad (al menos del 65 %).

Por su parte, la Componente 23, concretamente la reforma 6, ha indicado la necesidad del
«establecimiento de un mecanismo permanente de flexibilidad interna y recualificación de tra-
bajadores en transición», lo que ha sido recogido en el ordenamiento jurídico español a través
del mecanismo RED, previsto en el art. 47bis ET. Del mismo modo, resulta de particular el interés
para esta Componente, la necesaria revisión de subvenciones y bonificaciones a la contratación,
introducidas en el ordenamiento jurídico a partir del RD Ley 1/2023, de 10 de enero, de medidas
urgentes en materia de incentivos a la contratación laboral y mejora de la protección social de
las personas artistas, donde cabe destacar la apuesta decidida por la incentivación de la con-
tratación indefinida.

En última instancia, hemos de referirnos a los retos de modernización de la Seguridad Social,
ya en marcha a través de la Agencia Estatal de la Seguridad Social, en relación con el desarrollo
de la Administración electrónica para la mejora de la calidad de los servicios de gestión. En con-
creto, cabe llamar la atención sobre el uso del algoritmo con la Tarjeta Social Digital y con el
procedimiento sancionador promovido por actuación administrativa automatizada en el ámbito
de la Administración General del Estado.28

8. UNA REFLEXIÓN A MODO DE CIERRE

Las normativas sobre empleo y protección social introducida en el ordenamiento jurídico es-
pañol a partir del año 2020 han supuesto un claro cambio de tendencia. En materia de empleo,
la sensibilidad por la recuperación del principio de estabilidad en el empleo motiva una reflexión
consistente en afirmar que si bien no se puede establecer una relación, científicamente demos-
trada, entre normativa laboral y creación de empleo, a través de la concepción de la regulación
de las relaciones laborales como un lugar de degradación de condiciones de trabajo y empleo
como condición sine qua non de creación de empleo; sí se atisba una relación muy positiva
entre normativa laboral y creación de empleo, cuando ésta consiste en la mejora decidida de
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27 ÁLVAREZ CORTÉS, J. C., «La Seguridad Social más allá del Componente 30 del Plan de Recuperación, Trans-
formación y Resiliencia», en AA.VV., Empleo y protección social. XXXIII Congreso Anual de la Asociación Española
de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Cuenca, 25 y 26 de mayo de 2023. Ministerio de Trabajo y Eco-
nomía Social. Madrid, 2023, pp. 287 y ss. 
28 La finalidad de la Tarjeta Social Digital, modificada por RD Ley 20/2020, es la gestión de los datos de las pres-
taciones sociales públicas de contenido económico. Para un desarrollo exhaustivo de este tema, ver ÁLVAREZ
CORTÉS, J. C., «E-Administración en la Seguridad Social», en AA.VV. (López Cimbre, directora), Efectos labo-
rales, sindicales y de Seguridad Social de la digitalización. Thompson Reuters Aranzadi, Cizur Menor, 2022, pp.
279 y ss. 
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las condiciones de trabajo y de empleo, especialmente en materia de estabilidad en el empleo
y de flexibilidad interna. Ello explicaría, aunque fuera solo parcialmente, la evolución experi-
mentada en materia de empleo en España a partir de la reforma laboral de 2021. Por su parte,
las reformas de Seguridad Social, especialmente las introducidas en marzo de 2023, parecen
atajar decididamente algunas cuestiones sobre el Sistema, sostenibilidad y poder adquisitivo,
desde la consideración de la necesidad de incrementar los ingresos de éste sin acudir a los ma-
nidos recortes de los gastos, es decir, de la protección social.
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SUMARIO: 1. Algunas ideas claves de la LOSU. –2. El proceso de acreditación. –3. La carrera
académica del PDI: la contratación laboral; 3.1. La contratación temporal; 3.2. La contratación
indefinida. –4. Algunas pinceladas a modo de reflexiones. –Bibliografía citada. 

RESUMEN

La reforma universitaria plantea el reto de reducir la temporalidad laboral y de eliminar la
precariedad del profesorado universitario. En este trabajo nos centraremos en el proceso de
acreditación y en las vías de acceso y de estabilización de la carrera universitaria trazadas en
la reforma, poniendo de manifiesto los retos y los problemas de la comunidad universitaria. 

ABSTRACT

The university reform poses the challenge of reducing temporary employment and eliminating
the precariousness of university teaching staff. In this paper we will focus on the accreditation
process and on the pathways of access and stabilization of the university career outlined in the
reform, highlighting the challenges and problems of the university community.

Palabras clave: LOSU, laboralización, estabilidad, profesor ayudante doctor, profesor per-
manente laboral. 

Key words: LOSU, laborization, stability, assistant professor, permanent labor professor. 

1. ALGUNAS IDEAS CLAVES DE LA LOSU 

El proceso legislativo de elaboración de la LOSU ha suscitado polémica desde su proceso
gestor hasta su adopción1. Hemos sido espectadores de diferentes propuestas, de borradores
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y de anteproyectos desde agosto de 2021 hasta las versiones más recientes para su adopción
definitiva. En el debate político, académico y social se ha discutido sobre la trascendencia de la
reforma universitaria y ahora se seguirá discutiendo sobre el devenir de su previsible desarrollo
reglamentario. 

La LOSU entró en vigor el 23 de marzo, y en el plazo de 6 el Congreso de los Diputados
tendrá que presentar un proyecto de Ley del Estatuto del personal docente e investigador (PDI).
Si bien, este aspecto, entre muchos otros, queda en paréntesis con la inesperada convocatoria
de elecciones que se celebrarán con fecha de 23 de julio de 20232. En cualquier caso, y antes
de entrar de fondo en el proceso de acreditación y en el desarrollo de la carrera universitaria y
académica que dibuja la LOSU, daremos algunas pinceladas relacionadas con la polémica que
late de fondo y sobre algunas ideas claves respecto a las novedades y a los objetivos que per-
sigue. 

Pues bien, la LOSU se contextualiza en el seno de las reformas que encomienda el Plan de
Recuperación, Transformación y Resiliencia que solicita acometer una reforma integral del sis-
tema universitario, incluyendo acciones de formación y de capacitación del PDI. De hecho, el
Componente 21 incluye inversiones dirigidas para la formación y capacitación del PDI, mediante
su recualificación y capacitación de los jóvenes doctores para realizar estancias en universida-
des y centros de investigación internacionales. 

Pues bien, y de una lectura detenida del preámbulo y del articulado de la LOSU se desprende
la pretensión de equiparar la vía funcionarial y la vía laboral con el fin de implantar una carrera
estable y predecible con unas condiciones de trabajo dignas. En efecto, se declara la importan-
cia de incentivar programas de estabilización y promoción de forma transitoria y garantizar la
equiparación de los derechos y de los deberes académicos entre el profesorado funcionario y
laboral permanente. En paralelo, y para el logro de tal fin, se remarcan los objetivos de promover
la estabilidad, la carrera universitaria, la formación y la movilidad, y de luchar contra la tempo-
ralidad y contra la precariedad en el empleo diseñando tres niveles de progresión de los cuatro
que estaban vigentes hasta el momento. 

Dejando de lado estas polémicas, y respecto a los calificativos, la LOSU se declara como
europeísta e internacionalista reforzando e intensificando su integración en el Espacio Europeo
de Educación Superior y ampliando el proceso de internacionalización hacía otras áreas de co-
operación, particularmente con el Espacio Iberoamericano de Educación Superior y del Cono-
cimiento aprovechando la base idiomática común de cerca de 600 millones de personas (Título
VII de la LOSU). Con este horizonte, la LOSU aboga por la movilidad como un derecho del PDI,
por la adaptación de la oferta académica, por el reconocimiento de titulaciones (con la aproba-
ción de mapa de titulaciones), por la alianza de universidades europeas y por el refuerzo de la
cooperación interuniversitaria internacional. En este aspecto, la LOSU impulsa la movilidad de
la comunidad universitaria incentivando los doctorandos en cotutela internacional e instando a
las Administraciones Públicas a eliminar los obstáculos para atraer el talento internacional, agi-
lizando y facilitando los procedimientos de reconocimiento y homologación de títulos, de admi-
sión en las universidades o de carácter migratorio.  

A modo de apunte, y relacionado con los ámbitos de conocimiento, todos los puestos de
profesorado funcionario y laboral deben adscribirse a los ámbitos de conocimiento que serán
establecidos reglamentariamente por el Gobierno previo informe del Consejo de Universidades.
Se prevé que estos ámbitos tengan la suficiente amplitud como para favorecer y permitir la mo-
vilidad del profesorado y facilitar su carrera profesional. En este aspecto, ha quedado sometido
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al subsiguiente proceso de audiencia e información pública el Proyecto de Real Decreto por el
que se establecen los ámbitos de conocimiento a efectos de la adscripción de los puestos de
trabajo del profesorado universitario. Como tantos otros elementos de la reforma universitaria,
está por conocer el resultado final en el que quedará la regulación específica de este aspecto
dada la repercusión tan sensible que será para el profesorado. De una primera lectura queda
claro que la LOSU ha sustituido el término «área de conocimiento» por el «ámbito de conoci-
miento», en aras de lograr una mayor flexibilidad en la gestión de los recursos humanos.

Otra arista importante de la LOSU es que incorpora metodologías digitales en la actividad
docente sin dejar de potenciar el protagonismo de la presencialidad. En efecto, la docencia será
preferentemente en formato presencial, pero se podría impartir de forma virtual o híbrida (artículo
6.1 in fine). Este aspecto se valora positivamente para que las personas trabajadoras puedan
acceder a los estudios universitarios al ser más compatibles con su actividad laboral. Desde
UGT se está pendiente de cómo se desarrollan los planes de formación para la impartición y
para la gestión de este tipo de enseñanzas. En paralelo, la introducción de este tipo de ense-
ñanzas exigiría una recualificación de la comunidad universitaria en el diseño y en la ejecución
de este tipo de enseñanzas.

Con respecto al recorrido de la LOSU lo cierto es que discurre en la habitual división parla-
mentaria en su tramitación y adopción. Las críticas se han vociferado de los grupos parlamen-
tarios de la oposición, entre las que se destaca que no fomenta la investigación, que se pierde
control por parte de los órganos rectores, que no se garantiza una mayor seguridad jurídica y
promoción laboral de la contratación, así como la fragmentación autonómica que dibuja o la in-
viabilidad financiera y económica a la que se enfrentan las universidades al no contar con un
compromiso formal de financiación, sino tan solo con una buena disposición. De hecho, CSIF
critica que la LOSU no garantiza una financiación estable y suficiente, ni marca un procedimiento
para que los fondos lleguen a las universidades, y que queda en manos de los gobiernos auto-
nómicos.  

No obstante, no solo ha sido la oposición quién ha criticado la reforma universitaria, sino
que los sindicatos se han sumado y han apuntado que la LOSU no ha apostado por la desbu-
rocratización de la actividad docente e investigadora, ni tampoco por lograr una igualdad real y
material del personal laboral respecto al personal funcionario. Las disposiciones transitorias que
contempla la LOSU han sido tachadas por CSIF como irreales o inaplicables, y consiguiente-
mente restará seguridad jurídica y afectará negativamente a la estabilización y a la carrera aca-
démica del PDI. En suma, CSIF mantiene que la LOSU retuerce y complica la estabilidad que
necesita gran parte de la plantilla del PDI. Sin duda, uno de los sindicatos que han sido más
combativos ha sido CSIF con críticas como que promueve la perniciosa doble vía paralela, fun-
cionarial y laboral, que fomenta las duplicidades y frena la movilidad, incrementando la preca-
riedad, la discriminación y las desigualdades entre colectivos. Siguiendo con el problema de las
desigualdades, CSIF también ha criticado que la LOSU deja en manos de las CC AA temas
muy importantes, así decidirán temas clases como la gobernanza, las acreditaciones o el desarrollo
de figuras de profesorado laboral. En suma, CSIF critica que no va a resolver los problemas de
la Universidad del Siglo XXI, sino que desvertebra el sistema universitario español. 

Al mismo tiempo, CSIF señala que el Ministerio de Universidades, pero también las CC AA
y las propias universidades, tendrán que habilitar en un largo periodo de adaptabilidad que ra-
lentizará y demorará unas medidas que son necesarias y urgentes, que no admiten más dilación
como la renovación y el rejuvenecimiento de las plantillas. 

Anudado a lo anterior, hay que tener en cuenta que la universidad pública cuenta con una
plantilla envejecida, si se blinda la tasa de reposición se dificulta seriamente que se pueda con-
tratar a personas jóvenes en un proceso imperioso de renovación. CSIF expone que realmente
la LOSU no apuesta por una carrera clara, predecible y ágil, pues se tardarán años en conseguir
una plaza de funcionario o de personal laboral indefinido, ello dificulta enormemente que se
pueda renovar la plantilla docente de las universidades. 
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Estas son solo algunas de las críticas emitidas, a lo largo de las siguiendo líneas daremos
cuenta de otras criticas expuestas por la parte sindical. 

Por su parte, los Consejos Sociales de las Universidades vienen trabajando en un informe
para señalar de qué manera puede afectar la LOSU en los distintos ámbitos y cómo puede
incidir en las CC AA relacionados con aspectos como la movilidad, la retribución, la acreditación
o la evaluación del PDI.

En este punto, conviene anotar que esta sede de análisis se centra exclusivamente en el
proceso de acreditación y en la carrera académica del PDI, y de forma singular, en el personal
contratado laboral, y nos detendremos solo en las figuras del profesor ayudante doctor (PAD) y
la del profesor permanente laboral (PPL), si bien haremos las debidas referencias a la figura
del profesor sustituto, y en algún caso la de funcionario, dejando de lado a otros estamentos y
figuras de la comunidad universitaria3. 

2. EL PROCESO DE ACREDITACIÓN 

El artículo 5 de la LOSU recoge que las funciones de acreditación y de evaluación del pro-
fesorado universitario corresponde a la Agencia Nacional de Evaluación de la Calidad y Acredi-
tación (ANECA) y a las agencias de evaluación de las CC AA inscritas en el Registro Europeo
de Agencias de Calidad. 

El acceso a los cuerpos docentes universitarios (funcionarial) exigirá el título de doctor y la
previa obtención de una acreditación por parte de la ANECA. No obstante, se destaca una im-
portante novedad y es que la ANECA acordará, mediante convenio, el desarrollo de la evalua-
ción de los méritos y de las competencias de las personas aspirantes, por parte de las agencias
de calidad de las CC AA. 

Otra novedad que se debe subrayar es que será requisito para obtener la acreditación la re-
alización de actividades de investigación o docencia en universidades y/o centros de investiga-
ción distintos de aquella institución en la que la persona candidata presentó la tesis doctoral.
Los criterios de este requisito se deben establecer reglamentariamente, por lo que está pen-
diente de regulación (artículos 69 y 85 de la LOSU). No obstante, este requisito cuenta con una
excepción importante regulada en la Disposición Transitoria Quinta de la LOSU, y es que quie-
nes a la entrada en vigor de la ley dispongan de una acreditación para profesor titular de Uni-
versidad o hubieran iniciado el trámite para su obtención o estén contratados como PAD,
profesores colaboradores con carácter indefinido o profesor contratado doctor, no tendrán que
acreditar el requisito de estancias de movilidad en universidades y/o centros de investigación.
Esta misma disposición será de aplicación a los profesores contratados doctores interinos, así
como a otros contratados temporales con acreditación para estas figuras.

En relación con el PAD (artículo 78 de la LOSU), lo primero y casi único que se ha de resaltar
es que la LOSU elimina el requisito de la acreditación. Es decir, los candidatos que pretendan
concurrir a esta plaza solo precisarán de tener el título de doctor4, configurándose como la vía
de entrada a la carrera universitaria. Así las cosas, los interesados ya no podrán solicitar en los
procesos de acreditación la evaluación a esta figura, ni las agencias de calidad tendrán que
evaluarla. Si bien, los procesos que ya estén iniciados finalizarían con la normativa que hasta
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la entrada en vigor de la LOSU estaba vigente. A falta de los detalles reglamentarios que pro-
cedan, se trata de una clara mejora en el acceso a la carrera universitaria, pues la vía de entrada
anterior a la LOSU no dejaba de ser (mayoritariamente) la figura del sustitutito interino con toda
la precariedad y el abuso que ha conllevado la utilización fraudulenta de este contrato por parte
de las universidades u otras fórmulas similares. Si bien, esta mejora se debe matizar teniendo
en consideración los años que exigen realizar un doctorado y concretar qué tipo de vínculo ten-
dría la persona con la universidad, teniendo en cuenta las pocas becas predoctorales. 

Concerniente a la acreditación a la figura de PPL, tendrá que ser evaluada y acreditada bien
por la ANECA o en su caso por las agencias de calidad de las CC AA. La acreditación a esta fi-
gura es un procedimiento administrativo y no de naturaleza laboral sujeto a reglas públicas5. La
LOSU dedica los artículos 85 y 86 a concretar los aspectos básicos de esta figura. 

El PDI podrá conseguir la plaza de PPL tras la obtención previa de la acreditación de acuerdo
con la normativa de la CC AA, cobrando un mayor protagonismo la acreditación autonómica6.
Las CC AA tienen que regular el procedimiento de acreditación en este caso. Las agencias de
calidad (en el marco de la atribución de competencias por la norma estatal y por las autonómi-
cas) trabajarán en criterios mínimos comunes en materia de acreditación de la figura de PPL.
La ANECA, en aplicación de esos criterios mínimos comunes, reconocerá la evaluación positiva
de los méritos realizada por las agencias de calidad autonómicas. Dado el protagonismo que
asume las CC AA, se prevé que, con el fin de evitar cargas administrativas, se encomienda a
las agencias de calidad a que establezcan acuerdos entre ellas para el pleno reconocimiento
de las acreditaciones. 

En todo caso, y en aras de la equiparación con el PDI funcionario, es de aplicación lo dis-
puesto respecto a la acreditación de los cuerpos docentes universitarios del funcionariado (ar-
tículo 69). Es decir, el proceso de acreditación del PPL se ajusta a algunas de las directrices
marcadas para el profesor funcionario: 

- Los principios de igualdad, mérito y capacidad, así como los de publicidad, transparencia
e imparcialidad de los miembros de los órganos de acreditación; 

- La agilidad y la petición de documentación accesible, en modo abierto, abreviada y sig-
nificativa, utilizando los repositorios institucionales; 

- Una evaluación tanto cualitativa como cuantitativa de los méritos docentes y de investi-
gación, y en su caso de transferencia del conocimiento, con una amplia gama de indica-
dores de relevancia científica e impacto social; 

- Una evaluación basada en la especificidad del área o ámbito de conocimiento;
- La adecuación de los méritos requeridos a la duración de la etapa inicial de la carrera

académica. 

Junto a lo anterior, la acreditación del PPL exige también la realización de actividades de in-
vestigación o docencia en universidades y/o centros de investigación distintos de la institución
en la que la persona candidata presentó su tesis doctoral, con los criterios que se prevean re-
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5 GARCÍA BLASCO, J., «Empleo público universitario y contratación en la reciente Ley Orgánica del Sistema Uni-
versitario (LOSU) del grupo normativo regulador a las fuentes del Derecho de aplicación», Briefs AEDTSS, 31,
Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, 2023. publicado 10.03.2023.
https://www.aedtss.com/empleo-publico-universitario-y-contratacion-laboran-en-la-reciente-ley-organica-del-sis-
tema-universitario-losu-del-grupo-normativo-regulador-a-las-fuentes-del-derecho-de-aplicacion/
6 Algunos sindicatos (CSIF) han señalado que se trata de unos de los objetivos fundamentales de los partidos na-
cionalistas, pues en el plazo de un año desde la entrada en vigor de la LOSU, la ANECA debe acordar con las
agencias de calidad de las CC AA, los convenios para la acreditación de los cuerpos docentes universitarios. De
hecho, tacha a la LOSU de que supone una desregulación universitaria que trufa toda la norma con la excusa de
la diversidad y la autonomía, y que se ha visto incrementada con la aceptación de casi todas las enmiendas que
presentaron ERC, Bildu y PNV. Recuérdese que el riesgo que percibe CSIF es que se rompa la igualdad y el
marco común básico, fragmentando el sistema universitario español. 
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glamentariamente. Al igual que la acreditación a profesor titular se prevé, y en iguales términos,
la misma excepción contemplada en la Disposición Transitoria Quinta de la LOSU relacionada
con la no exigencia del requisito de la movilidad (docente o investigadora) en centros distintos
en los que la persona candidata presentó su tesis doctoral. 

Otra novedad que se debe destacar con respecto a la carrera académica es que el acceso
a la figura de PPL exige que la selección sea mediante concurso público, al que se dará la ne-
cesaria publicidad y cuya convocatoria será comunicada con la suficiente antelación al registro
público de concursos de PDI del Ministerio de Universidades. Al igual que en el proceso de acre-
ditación, en el concurso se requiere que los procesos de selección se realicen a través de con-
vocatorias públicas en las que se garanticen los principios de igualdad, mérito, capacidad,
publicidad y concurrencia, así como la posibilidad de recurso ante la propia universidad. Asi-
mismo, la composición de las comisiones de selección garantizará los principios de objetividad,
imparcialidad, neutralidad, transparencia y cualificación. En este aspecto, CSIF señala que se
trata de un cambio tan radical que plantea en los procesos de concurso se traducirá en una ex-
tinción masiva de profesorado. 

En relación con el proceso de evaluación, el Consejo Social de Universidades señala que
esta debe respetar los contenidos establecidos en la LOSU y el Real Decreto estatal de acre-
ditación. Los convenios entre la ANECA y las agencias autonómicas deben garantizar la igualdad
en la acreditación para los cuerpos funcionariales. Asimismo, se debe garantizar una evaluación
justa y equitativa, respetando los contenidos establecidos a nivel estatal y promoviendo la igual-
dad en la acreditación para los cuerpos funcionariales. En suma, y lo más importante es que se
garantice que las acreditaciones del PDI laboral cumplan con los requisitos mínimos estableci-
dos a nivel estatal, ofreciendo reconocimiento a nivel nacional y posibilitando posibles convenios
de reconocimiento entre CC AA. Así las cosas, y aunque las acreditaciones a PPL pueden ser
otorgadas por las agencias de calidad autonómicas, los requisitos mínimos deben ser estable-
cidos a nivel estatal. 

Acerca de esta controversia, la Sección Sindical de CSIF emitió un comunicado con fecha
de 23 de febrero de 2023 en el que exponía la siguiente critica de la ANECA. Se hacía eco de
las declaraciones de la directora de la ANECA en la que manifiesta su recelo sobre los proble-
mas que va a generar el cambio en la acreditación en la LOSU. Así, el hecho de ceder a las
agencias de calidad autonómicas la evaluación de los profesores funcionarios puede generar
el problema de que no haya unidad de criterio, pues, aunque se tengan que respetar esos cri-
terios mínimos estatales, a la hora de evaluar no todas lo harán de la misma forma, porque eva-
luarán distintas personas. 

La LOSU indica que en un año desde su aprobación se deben pactar convenios de colabo-
ración entre la ANECA y las agencias autonómicas, y lo lógico sería que fueran criterios con-
sensuados y firmados, algo que no es seguro que vaya a pasar. En suma, CSIF declara que al
no disponer de un marco común en las acreditaciones no existirá homogeneidad en la evalua-
ción del profesorado, ni una unidad de criterio, instaurando serias distorsiones en este aspecto.
CSIF ha venido exigiendo que sea una prioridad la tramitación del Real Decreto por el que se
regule la acreditación estatal para el acceso a los cuerpos docentes universitarios y el régimen
de concursos de acceso a dichos cuerpos. CSIF plantea que es una norma de desarrollo fun-
damental para la implantación de la LOSU. Claro si no existe esta norma de desarrollo los temas
sobre la acreditación y sobre los concursos quedarían sujetos a un marco normativo anterior, y
en algún aspecto contradictorio a la filosofía de la LOSU, dificultando el trabajo de las agencias
de calidad en los próximos meses. Por tanto, se solicita la salida inmediata del proyecto del
Real Decreto al procedimiento de información y de audiencia pública que abre la posibilidad de
efectuar alegaciones y modificaciones sobre el texto que se remita. 

Pues bien, de los últimos comunicados emitidos por el Secretario General de Universidades,
se anuncia que el nuevo Real Decreto de Universidades cuenta ya con la autorización previa
de Hacienda y que está a la espera del Informe del Consejo de Estado. Según informa CSIF
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parece que los rectores han dado el visto bueno si se quita el anexo del listado de ámbitos de
conocimiento que se pospondría un año. Por su parte, el Ministerio de Universidades confía en
que pueda ser aprobado en el Consejo de Ministros el 18 de julio. 

Efectivamente, el Consejo de Ministros ha aprobado el Real Decreto 678/2023, de 18 de
julio, por el que se regula la acreditación para el acceso a los cuerpos docentes universitarios
y el régimen de los concursos de acceso a plazas de dichos cuerpos con fecha. 

En la misma línea, la Sección Sindical de CISF en un comunicado de 26 de enero de 2023
expone en cuanto a la adaptación de las nuevas acreditaciones que, si la ANECA y las agencias
de calidad autonómicas disponen de un año de desde la entrada en vigor de la LOSU para
adaptar los criterios de la acreditación a Profesor Titular de Universidad y a la figura de PPL.
Con ello, y con los criterios actuales es imposible en muchas áreas acreditarse en 6 años a Ti-
tular o PPL. Además, suman el riesgo de que la adaptación no sea la misma en todas las CC
AA y existan diferencias significativas como hoy en día ocurre con las figuras de PDI laboral.
Junto a lo anterior, plantea la necesidad de crear agencias autonómicas de evaluación en los
territorios donde no existen. 

3. LA CARRERA ACADÉMICA DEL PDI: LA CONTRATACION LABORAL

Con la LOSU, la carrera académica se articula en tres niveles: el acceso (con la figura del
PAD), la estabilización (con la figura del PPL) y la promoción (con la figura del titular y del cate-
drático). Los dos primeros niveles corresponden a la vía laboral y el último corresponde a la vía
funcionarial. Tras el diseño de esta estructura de la carrera universitaria, la LOSU recoge un
periodo de transición y la necesidad de un posterior desarrollo reglamentario para articular de-
terminados parámetros. Algunos de ellos serán relatados a lo largo de estas líneas.

La reforma universitaria se fundamenta en el reconocimiento de la distribución competencial
entre el Estado y las CC AA en materia política y de gestión universitarias. La LOSU habilita un
amplio margen al desarrollo de la labor normativa autonómica y de las concreciones de los Es-
tatutos de las Universidades con respecto a la organización y al funcionamiento. Por ejemplo,
y en lo que afecta a los cuerpos docentes universitarios, las CC AA han tenido limitaciones en
su desarrollo atendiendo a la regulación estatal y universitaria. No obstante, recuérdese que la
LOSU abre una vía al desarrollo legislativo autonómico, si bien debe respetar la legislación bá-
sica en esta materia7. 

En cualquier caso, no cabe duda de que la LOSU ha cambiado de forma muy intensa los
procedimientos de los concursos y de las oposiciones a estos empleos públicos. Este hecho ha
provocado el rechazo de los sindicatos alegando que provoca una gran inseguridad entre el
profesorado. Con este horizonte, CSIF plantea que es imperioso determinar todas las comisio-
nes y los baremos de los nuevos concursos para las plazas permanentes, para las de ayudante
doctor o las de promoción interna. 

Por otra parte, a pesar de que la LOSU integre entre sus objetivos la reducción de la tem-
poralidad, los sindicatos consideran que es muy permisiva, que dilata en el tiempo la precariedad
y que favorece que los profesores se dediquen solo a la docencia. 

En este orden, nos centraremos ahora en el régimen de contratación. La LOSU permite a
las Universidades públicas contratar PDI en régimen laboral a través de unas modalidades de
contratación específicas para el ámbito universitario. Sin que nos detengamos en este aspecto,
las universidades públicas también pueden contratar, con financiación interna de la universidad,
o con financiación externa, personal investigador en las modalidades de contrato predoctoral,
contrato de acceso de personal investigador doctor, contrato de investigador distinguido y con-
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trato de actividades científico-técnicas8. No obstante, de todas las figuras contractuales labora-
les, nos vamos a centrar en el análisis del PAD y del PPL. 

En cualquier caso, y conectado a los objetivos de la LOSU que se apuntaron al principio re-
lacionados con la búsqueda de una carrera sólida y equitativa, se promueve el reconocimiento
y el desarrollo profesional en el ámbito de la carrera académica, y para ello es necesario9: 

- promover la movilidad del PDI10, facilitar la compatibilidad y ofrecer oportunidades en el
desarrollo profesional; 

- establecer programas y partidas presupuestarias con el fin de promover movilidades si-
multáneas entre las instituciones académicas, asegurando que las necesidades de
ambas instituciones sean cubiertas; 

- prever el ámbito competencial legislativo y el desarrollo reglamentario en materia de cuer-
pos docentes universitarios, respetando la legislación básica en esta materia; 

- garantizar una evaluación justa y equitativa, respetando los contenidos establecidos a
nivel estatal y promoviendo la igualdad en la acreditación para los cuerpos laborales y
funcionariales; regular los méritos retributivos adicionales de manera transparente11, vin-
culándolos a los hitos fijados y a la productividad de los profesores, evitando que se con-
viertan en un simple complemento salarial lineal; 

- implantar un proceso de asignación de complementos retributivos que sea transparente
y que cumpla con los requisitos establecidos en la normativa autonómica12; 

- formular un marco normativo laboral que se ajuste a las disposiciones estatales y que
permita un desarrollo adecuado de las modalidades de contratación posibles.

Por consiguiente, recuérdese que la LOSU abría la puerta a una cierta regulación de las CC
AA. Pues bien, en relación con el personal laboral, las modalidades de contratación se rigen
por lo establecido en la LOSU, pero las CC AA pueden desarrollar ciertos aspectos teniendo en
cuenta la competencia estatal en materia de Derecho Laboral. De la manera relatada, el Estatuto
de los Trabajadores y el Estatuto Básico del Empleado Público establecen los límites y conte-
nidos principales de las modalidades de contratación.

En otro orden de cosas, antes se apuntó que uno de los objetivos prioritarios de la LOSU
era eliminar la precariedad en el empleo implantando una carrera predecible y estable con tres
niveles de progresión. Las etapas que instara son la incorporación, la consolidación y la pro-
moción. 
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8 Para conocer los términos de esta relación se remite a la Ley 14/2011, de 1 de junio Ley 14/2011, de 1 de junio,
de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación (BOE núm. 131, de 02/06/2011). 
9 El esbozo realizado viene a ser el planteamiento del Consejo Social de Universidades. 
10 Recuérdese que la LOSU establece que las universidades deben garantizar la movilidad como un derecho del
personal investigador, tanto dentro del sector público como del sector privado. Para la movilidad entre centros pú-
blicos no se requerirá compatibilidad, pero en caso de movilidad a un centro privado, se deberá declarar la compa-
tibilidad o solicitar una excedencia según la legislación correspondiente. Es necesario que la normativa autonómica
contemple las partidas presupuestarias necesarias para facilitar la movilidad y promover programas que permitan
movilidades simultáneas entre instituciones académicas, para satisfacer las necesidades de ambas instituciones.
11 En lo que afecta a la retribución, CSIF critica que la LOSU no mejora el sistema retributivo, todo lo contrario,
persiste en un sistema retributivo adicional individualizado de evaluación permanente. Con este dato, señala que
habrá diferencias retributivas entre laborales y funcionarios.
12 Las CC AA tienen la capacidad de regular los méritos retributivos adicionales y establecer los requisitos para
acceder a ellos, así como el número máximo que se puede obtener. La evaluación en este caso puede llevarse a
cabo tanto por las agencias autonómicas como por ANECA. En cuanto a los complementos retributivos, su asig-
nación estará a cargo del Consejo Social, siguiendo un procedimiento transparente y dentro de los límites esta-
blecidos por las CC AA. Los consejos sociales deben velar por el cumplimiento de los requisitos establecidos en
la normativa autonómica para su otorgamiento, asegurando que los complementos no sean lineales y que incen-
tiven la productividad de los profesores. Los aspectos retributivos del PDI laboral se prevén en el artículo 87 de
la LOSU. 
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Respecto a la temporalidad, la LOSU se marca como objetivo reducir del 40 % al 8 % el má-
ximo de contratos temporales en las universidades públicas (sin que compute el profesor ayu-
dante doctor)13. La misma línea persigue a la hora de eliminar la precariedad que se asocia a
determinas figuras del profesorado laboral, como el sustituto interino o el asociado, ofreciendo
vías de entradas más adecuadas para que continúen con la carrera universitaria si cumplen de-
terminados requisitos. Con este dato, UGT ha criticado que la LOSU realiza un juego de mala-
bares para malversar la obligación de reducción de la temporalidad del PDI laboral al 8 %. En
efecto la LOSU deja fuera del cómputo a los ayudantes doctores, y también entre otros, al per-
sonal predoctoral, al personal propio de los institutos de investigación adscritos y de las escuelas
de doctorado y al personal contratado bajo el Capítulo VI de los presupuestos. UGT pone sobre
la mesa que la tasa de temporalidad real se situaría en torno al 20 % analizando los datos que
ofrece el Ministerio de Universidades.

En este tenor se han vertido numerosas críticas, por ejemplo, CSIF ha apuntado que las
medidas que implanta la LOSU no resuelve la temporalidad ni asegura la estabilidad del profe-
sorado. Así, como no se cuenta con una financiación formal no se podrá estabilizar al personal,
por que indica que no se logrará rebajar el porcentaje de temporalidad que pretende alcanzar
la LOSU. En el mismo orden, considera que la LOSU debería tener un objetivo más ambicioso
y acorde con la Unión Europea, y llegar al 1.5 del PIB, teniendo en cuenta que muchas univer-
sidades públicas españolas bajaron su financiación durante la última década. El tema de la fi-
nanciación es preocupante al no existir un plazo concreto de cumplimiento del objetivo de 1 %
de PIB incluido en el texto de la LOSU, ni un procedimiento claro y directo para que los fondos
lleguen a las universidades. Para CSIF la LOSU tendría que haber contemplado asignaciones
presupuestarias concretas para la regeneración de las plantillas y para la disminución de la pre-
cariedad y la temporalidad. 

A su vez, y vinculado a lo anterior, la LOSU se demarca por que el profesorado mayoritario
sea el funcionario computado en equivalencias a tiempo completo sobre el total del PDI. 

La LOSU regula la contratación del PDI laboral en la Sección 2 (artículos 77 a 84). Sin duda
alguna, se trata de uno de los aspectos más afectados por esta última reforma universitaria que
estamos analizando. Las modalidades laborales que se diseñan son las de PAD, profesor aso-
ciado, profesor sustituto, profesor emérito, PPL, profesor visitante y profesor distinguido. 

De entre las modalidades laborales expuestas, la LOSU elimina la figura del ayudante, un
aspecto que ha sido valorado negativamente desde UGT argumentando que no existen sufi-
cientes becas predoctorales limitando en exceso la carrera universitaria. En contrapartida, la
LOSU elimina o limita las figuras laborales más precarias para reducir la temporalidad y combatir
la precariedad del PID, intentando estabilizar las plazas del PDI contratado fraudulentamente
en precario y que la instauración de la promoción laboral voluntaria pueda dar lugar a un desatasco
en las plazas de carácter permanente. No obstante, UGT recuerda que la LOSU crea otras fi-
guras temporales, que, sin un control eficaz, pueden ser la semilla para volver en breve a la si-
tuación de precariedad actual14. 

En correspondencia a este diseño y en lo que a nuestro estudio se ciñe, la LOSU elimina la
figura del profesor contratado doctor, si bien prevé un periodo de transición. Así, la acreditación
vigente de profesor contratado doctor (o de la figura que resulte equivalente en la CC AA), será
válida para la figura de PPL. Además, el procedimiento de acreditación para la figura de profesor
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13 En conexión con el objetivo planteado por la Ley 20/2021, de 28 de diciembre, de medidas urgentes para la re-
ducción de la temporalidad en el empleo público (BOE núm. 321, 29/12/2021). Esta ley se marca entre sus obje-
tivos fijar la tasa de temporalidad estructural por debajo del 8 % en el conjunto de las administraciones públicas
españolas, y ante la necesidad de dar respuesta al problema la temporalidad en el empleo público que reconoce
el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. 
14 UGT, ¿En qué te afecta la LOSU compañero/a?, Servicios Públicos Enseñanza, 2023. 
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contratado doctor continuará siendo aplicable hasta que se hagan efectivas las nuevas acredi-
taciones de PPL (Disposición Transitoria Quinta de la LOSU). 

3.1. La contratación temporal 

El contrato laboral temporal que vamos a estudiar el de PAD, se trata de un contrato a tiempo
completo. Un aspecto de interés, y siguiendo el espíritu de las reformas laborales que ha em-
prendido el gobierno, es que una misma persona no podrá ser contratada bajo esta modalidad,
en la misma o distinta universidad, por un tiempo superior a seis años. Se amplia pues de 4
años a 6 años la duración máxima de este contrato atendiendo al objetivo formativo que late
detrás del mismo15. En efecto, aunque la finalidad del contrato sea la de desarrollar las capaci-
dades docentes y de investigación y, en su caso, la actividad de transferencia e intercambio del
conocimiento, y la de desempeño de funciones de gobierno de la universidad, acto seguido la
LOSU detalla que para el desarrollo de la capacidad docente, el PAD debe realizar, en el primer
año del contrato, un curso de formación docente inicial cuyas características serán establecidas
por las universidades, de acuerdo con sus unidades responsables de la formación e innovación
docente del profesorado. En este aspecto se evidencia o se intuye el carácter eminentemente
formativo del contrato del PAD. 

De la regulación contenida en este precepto merece la pena destacar que se permite de
forma explícita que el PAD pueda desempeñar taras de gestión y de gobierno, y de transferencia
y de intercambio del conocimiento. Este tipo de funciones quedaban encomendadas en la re-
gulación anterior a la LOSU al personal permanente, y no al personal temporal. 

En aras de facilitar su acreditación para la estabilización a la figura de PPL, y la promoción
en el proceso de funcionarización, se limita y acorta la dedicación docente hasta un máximo de
180 horas lectivas por curso académico, de tal forma que la actividad docente sea compatible
con el desarrollo de tareas de investigación para atender a los requerimientos de su futura acre-
ditación. Si bien, se ha señalado que existen otros elementos en la regulación actual de esta fi-
gura que pueden afectar a este proceso formativo, y es precisamente la asignación de las tareas
de gestión y de transferencia e intercambio del conocimiento16. 

Siguiendo con el carácter formativo, la LOSU exige que, transcurridos los tres primeros años
del contrato, la universidad realice una evaluación orientativa de su desempeño. Esta evaluación
tiene como fin valorar el progreso y la calidad de su actividad docente e investigadora y, en su
caso, de transferencia e intercambio del conocimiento, que deberán conducirle a alcanzar los
méritos requeridos para obtener la acreditación necesaria para concursar a una plaza de PPL
una vez finalizado el contrato. De tal forma que el resultado de la evaluación no debería conducir
a la extinción de este contrato, ni alterar las condiciones del mismo. Por último, no se prevé in-
demnización a la finalización de este contrato temporal. 
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15 Como debe ser, la LOSU prevé que el cómputo del plazo límite de su duración (y de su evaluación) se interrum-
pirá en las situaciones de incapacidad temporal y en los periodos de tiempo dedicados al disfrute de permisos, li-
cencias, flexibilidades horarias y excedencias por gestación, embarazo, nacimiento, adopción, guarda con fines
de adopción, acogimiento, lactancia, riesgo durante la gestación, embarazo o lactancia, violencia de género y
otras formas de violencia contra la mujer, así como por razones de conciliación o cuidado de familiares o personas
dependientes. Además, se contempla que, si el contrato se concierta con una persona con discapacidad, podrá
alcanzar una duración máxima de ocho años teniendo en cuenta su finalidad y el grado de las limitaciones en la
actividad. Por último, respecto a la duración, si las situaciones anteriores dan lugar a la reducción de la jornada,
el contrato se prorrogará por el tiempo equivalente a la jornada que se hubiera reducido.
16 ROMERO BURILLO, A. M., «La contratación laboral del personal docente e investigador en la Ley Orgánica
2/2023, de 22 de marzo, del sistema universitario», Briefs AEDTSS, número 29, Asociación Española de Derecho
del Trabajo y de la Seguridad Social, publicado 30.03.2023. https://www.aedtss.com/la-contratacion-laboral-del-
personal-docente-e-investigador-en-la-ley-organica-del-sistema-universitario/
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Antes de entrar en el estudio de la modalidad indefinida, deseamos señalar de forma breve
que el PDI que tenga contrato temporal a la entrada en vigor de la LOSU permanecerá en su
misma situación hasta la extinción del contrato y le seguirá siendo de aplicación las normas es-
pecíficas que regían. En esta línea, los profesores que estén contratados como ayudantes doc-
tores y que, al finalizar su contrato, no hayan obtenido la acreditación a PPL, se les prorrogará
durante un año más la duración de su contrato. Atendiendo a las críticas emitidas por CSIF, se
trata de un tiempo escaso que deja en una situación incierta a los actuales ayudantes doctores
que están en los últimos años de su contrato. 

Igualmente, los profesores que, a la entrada en vigor de la LOSU, dispongan de un contrato
de contratado doctor podrán integrarse en la modalidad de PPL. Bajo el espíritu de estabilizar
al personal, la LOSU fomenta que las universidades promuevan los procesos de estabilización
a la figura de PPL para todas las plazas de profesor contratado doctor interino (Disposición
Transitoria Quinta de la LOSU). No obstante, aunque se trata de una medida positiva, se deja
al albur de las propias universidades que decidan convocar nuevas plazas para estabilizar a su
personal. Sobre este aspecto, CSIF expone que es preciso estabilizar a los contratados doctores
interinos sacado plazas de contratado doctor y después de PPL. 

Como se aprecia y teniendo en cuenta que las CC AA tienen un margen de adaptación a las fi-
guras de profesorado a través de la vía del desarrollo reglamentario, es preciso que se fije (ya sea
a través de la negociación colectiva) una regulación provisional de las figuras de profesorado laboral
para aplicar durante el periodo transitorio. Como se ha expuesto al principio estamos en un periodo
de incertidumbre electoral que tiene paralizado el sistema universitario español. De hecho, CSIF
plantea también que es preciso modificar los convenios colectivos para adaptarlos a la LOSU. 

3.2. La contratación indefinida

El siguiente estadio contractual sería la figura del PPL, una vez finalizada la duración del
contrato de PAD. En cierta forma, el PPL sustituye la figura del profesor contratado doctor, si
bien, con ciertas diferencias que iremos relatando. En suma, la LOSU incorpora las novedades
más relevantes y de mayor interés jurídico en el plano laboral para la figura del PPL17. 

El artículo 82 de la LOSU recoge las reglas a las que se tiene que ajustar la contratación del
PPL. La primera que ya se ha mencionado (pues es la misma que para la acreditación) ser doc-
tor y que cuenten con la correspondiente acreditación emitida por la ANECA o por las agencias
autonómicas. El contrato será fijo e indefinido, con derechos y deberes comprables al funciona-
rio, y con una dedicación a tiempo completo. Si bien, se contempla que podrá ser a tiempo par-
cial a petición del interesado con los requisitos, las condiciones y los efectos que se determinen
reglamentariamente. En cualquier caso, y en aras de lograr la promoción, la LOSU requiere que
la dedicación docente sea compatible con la realización de trabajos científicos. 

El objeto del contrato de PPL será desarrollar tareas docentes, de investigación, de transfe-
rencia e intercambio del conocimiento y, en su caso, de desempeño de funciones de gobierno
de la universidad. La diferencia con la LOU estriba en que la LOSU otorga un plano de igualdad
a las tareas investigadoras de este tipo de profesorado. 

Esta modalidad contractual puede coexistir con diferentes categorías o niveles profesionales
atendiendo a la regulación que se determine autonómicamente. Así, se recuerda que la ley ca-
talana prevé dos niveles internos dentro de la figura de contratado doctor: agregado y catedrático
laboral18. En efecto, de la lectura del artículo 85.1 de la LOSU se desprende que se podrá for-
mular varias categorías de PPL, pues el mismo proceso de acreditación contempla la promoción
de dicha modalidad contractual, eso sí, de acuerdo con la normativa de la CC AA. 
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En cualquier caso, como ya se comentó, el nuevo modelo de carrera universitaria aboga por
equiparar la vía funcionarial con la laboral, reconociendo a todo el profesorado permanente la-
boral, derechos y deberes de carácter académico y categorías comparables a los del personal
funcionario (artículo 82 de la LOSU). Con base en esta idea, se ha apuntado, que esta modali-
dad contractual laboral es, en la práctica, atendiendo en su caracterización jurídica, cuasi fun-
cionarial de empleo público universitario con una garantía real, si no de inamovilidad, sí de
estabilidad. Se trata pues de una laboralización completa del empleo público en la universidad19.
Una crítica con la que nos mostramos totalmente de acuerdo que laboraliza el empleo público,
en detrimento de la funcionarización. Con este panorama, el horizonte que intuye CSIF es que
cronifica la precariedad generando más problemas a los colectivos más desfavorecidos como
son los profesores asociados, los ayudantes doctores o los sustitutos.

En otro orden de cosas, la LOSU señala que las universidades públicas promoverán con-
cursos a plazas de profesores titulares para el acceso de los profesores contratados doctores
que hayan conseguido la correspondiente acreditación a profesor titular. Esta misma previsión
se aplicaría a los profesores contratados doctores interinos (Disposición Transitoria Quinta apar-
tado Quinto). Se trata de una medida que es celebrada y que ha sido demandada por los sindi-
catos. De forma paralela, CSIF solicita que se convoquen plazas de titulares para los
contratados doctores y para los contratados doctores interinos acreditados. 

Llegados a este punto, merece la pena destacar los mecanismos de adaptación para deter-
minadas figuras de PDI de las universidades públicas. La Disposición Transitoria Octava de la
LOSU indica que, por un plazo de diez años, si se produce un plan de incremento del gasto pú-
blico, las universidades que tengan más de 20 % de su plantilla computada en efectivos, con
contratos laborales de profesores sustitutos, de profesores visitantes, profesores distinguidos y
de profesores asociados, implantarán los siguientes mecanismos de adaptación: 

- En las plazas de ayudante doctor (o figuras equivalentes de la normativa autonómica)
establecerán como mérito preferente que la persona candidata haya desempeñado en
la fecha de publicación de la convocatoria actividades docentes en universidades públicas
españolas durante, al menos, cinco cursos académicos de los últimos siete años a través
de los contratos de profesorado asociado u otros de los contratos previstos en la LOU
de duración igual o inferior a un año (como por ejemplo, el profesor sustito interino). Igual-
mente, las universidades deben establecer el número de plazas sometidas a este régi-
men y las vincularán a los departamentos y centros que superen dicho porcentaje.

- En los contratos predoctorales para docentes no doctores se podrá emplear a quiénes
hayan estado vinculados a la universidad en los mismos términos que la anterior previ-
sión. 

- Se preverán programas de promoción interna a PPL (o a figuras afines en las CC AA)
para quienes, estando contratados con carácter indefinido y cuente ya con la acreditación,
hayan desempeñado las funciones o categorías que las anteriores dos previsiones. Estas
plazas de promoción no computan a efectos de tasa de reposición. En este aspecto, CC
OO emitió un comunicado con fecha 13 de marzo de 2023 para señalar que este caso,
y como la condición inicial es estar contratado a tiempo indefinido, habrá que esperar a
que haya personal en esta situación. 

Estas tres previsiones, sobre todo las dos primeras, son una vía de entrada al mundo aca-
démico de los profesores asociados que ya hayan tenido algún tipo de vínculo contractual con
la universidad. La última se prevé para aquellos profesores asociados que ya siendo doctores
y contando con la correspondiente acreditación, deseen seguir, no solo con las actividades do-
centes, sino también, con actividades de investigación, de gestión y de transferencia del cono-
cimiento. Es decir, estas previsiones tienen como fin que el profesorado asociado pueda
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continuar a la universidad a través de otras vías laborales que le permitirán desarrollar no solo
actividades docentes20. 

No obstante, la crítica sindical se basa en la confusión y en la incertidumbre que generan
estas medidas sumando una mayor competencia con otros colectivos de profesorado. Lo mismo
se puede indicar para los profesores que hayan mantenido con las universidades un contrato
de interinidad. La LOSU permite que, si estas personas han estado vinculadas a una universidad
con un 20 % de la plantilla docente con contratos temporales, podrán estabilizarse accediendo
a las figuras que ya se han comentado. 

Por último, los profesores contratados doctores mantendrán los derechos y los deberes que
estén recogidos en la normativa que estaba vigente. Este profesorado se podrá integrar, previa
solicitud, a la modalidad de PPL. Como se ha comentado, los profesores contratados interinos,
se podrán beneficiar de los procesos de promoción que promuevan las universidades. Al igual,
podrán acceder a las plazas que promuevan a plazas de titular para el acceso de los profesores
contratados doctores y de los contratados doctores interinos acreditados a titular. 

En relación con las criticas emitidas por los sindicatos, CIVEA acuerda que los profesores
ayudantes doctores que deban pasar a la figura de profesor contratado doctor a partir de la en-
trada en vigor de la LOSU lo hagan a PPL. Se trata de una demanda formulada por el sindicato
UGT para que ningún PDI que tenga derecho a la promoción a una figura indefinida se quede
en una situación de limbo legal. UGT insiste en la necesidad que se recoja que estos profesores
pasarán a PPL o a cualquier figura equivalente a nivel autonómico si generan ese derecho se
acreditan a profesor titular. 

En la misma línea, CSIF acuerda que se formulen propuestas encaminadas a pasar a los
ayudantes con el doctorado a ayudantes doctor, a determinar los méritos preferentes en el ac-
ceso a ayudante doctor, a respetar la figura de ayudante hasta la lectura de la tesis y a convocar
esas plazas como ayudante doctor y a convocar concursos de contratado doctor con el nuevo
nombre de PPL. 

4. ALGUNAS PINCELADAS A MODO DE REFLEXIONES  

Estamos ante un escenario de inseguridad y de incertidumbre en las universidades públicas.
A pesar de las polémicas sociales, políticas y académicas que ha suscitado la LOSU, lo cierto
es que plantea una transformación del sistema educativo en determinados aspectos y esboza
importantes retos. La comunidad universitaria está inmersa en un periodo de transición y de
adaptación inquietante en cuestiones esenciales como son el proceso de acreditación y el inicio
y el desarrollo de la carrera académica para el PDI. 

Entre las elecciones, la necesidad de un desarrollo reglamentario posterior, y la espera de
un Estatuto del PDI se dilata en el tiempo aspectos claves para la acreditación y para la carrera
académica, pues todo quedará condicionado al resultado del gobierno que se forme y al des-
arrollo de la LOSU. En efecto, el adelanto de las elecciones ha dibujado un importante paréntesis
en el desarrollo reglamentario de estas cuestiones. Se debe tener en consideración que se abre
un periodo de importantes cambios, en los que el gobierno, las CC AA y las Universidades ten-
drán que adaptar el sistema universitario a la LOSU con normas, reglamentos, decretos y orde-
namiento interno, unido al espacio que deberían asumir los sindicatos. El nuevo gobierno que
se pueda formar a partir del 23 de julio tiene el reto de decidir el futuro de la universidad y se
conocerá si se desea continuar con el modelo que ha proyectado la LOSU o se bifurcaría hacía
una post reforma universitaria. 
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Por su lado, la LOSU se erige como un elemento de transformación de las bases del sistema
universitario, pero lo cierto es que, en la cuestión que nos ocupa, cambia sobre todo aspectos
como un mayor protagonismo a la movilidad del profesorado, unas variaciones en la estructura
y en la filosofía de los concursos oposiciones, un cambio en la nomenclatura de los contratos
laborales y una mayor laboralización del empleo público, disfrazada eso sí del logro de una
igualdad con el funcionariado. En este orden, se pretende reducir la alta temporalidad en la con-
tratación laboral y abordar el problema de la precariedad del profesorado español. Esta filosofía
es acorde a otras reformas laborales que ha impulsado el gobierno en estos años. No obstante,
está presente el problema de la financiación. Si no se cuenta con un compromiso formal no se
podrá lograr ese cambio y esa transformación del sistema universitario español. Si esto fuera
así, la precarización seguirá estando presente en el escenario académico con un deterioro ge-
neralizado de las condiciones de trabajo. 

Por lo demás, es necesario que exista una homogeneidad entre las agencias de calidad en-
cargadas de evaluar al profesorado, todo ello para reducir las disparidades que podría resultar
de la LOSU, tal y como se ha advertido a lo largo de estas líneas. En suma, que ANECA y agen-
cias autonómicas no solo trabajen en esos criterios comunes, sino que se alcance un acuerdo
satisfactorio. Junto a lo anterior, y dado el protagonismo que se le otorga a las agencias de ca-
lidad autonómicas, es inquietante conocer qué ocurrirá con aquellos territorios donde no estén
creadas este tipo de agencias, o simplemente quedará a disposición de la ANECA. 

Por último, y ante el problema que tiene la Universidad de contar con una plantilla envejecida,
se debe asumir un reto muy importante: atraer a los jóvenes universitarios egresados, eso sí,
diseñando una acreditación y un acceso que delinee precisamente una carrera académica que
sea clara, estable, predecible y ágil, tal y como pretende la LOSU. La pregunta que late de fondo
es si la LOSU diseña una profesión que resulte atractiva para la gente joven o si, por el contrario,
se dedica a erigir más dificultades a la ya compleja carrera de obstáculos que es la vida univer-
sitaria para el PDI.
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RESUMEN

Las siguientes líneas reproducen la ponencia que deriva del VIII Seminario en Etapa Pre-
doctoral, celebrado el pasado 13 de mayo de 2022, en el Campus de Toledo de la Universidad
Carlos III de Madrid. El objetivo de esta intervención consiste en acercar al investigador en etapa
predoctoral al sistema de evaluación de la producción científica realizada principalmente a través
de las revistas científicas en el área del Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social dando a
conocer el principal tipo de evaluación y el organismo competente en evaluar la actividad do-
cente e investigadora. Con carácter particular, se enumeran los distintos índices de valoración
existentes de las revistas científicas y se analizan su impacto en el ámbito del Derecho del Tra-
bajo y de la Seguridad Social de cara a la posible acreditación ante ANECA. 

ABSTRACT

The following lines reproduce the presentation that derives from the VIII Seminar in Predoc-
toral Stage, held on May 13, 2022, at the Toledo Campus of the Carlos III University of Madrid.
The objective of this intervention is to bring the researcher in the predoctoral stage closer to the
evaluation system of scientific production carried out mainly through scientific journals in the
area of Labor Law and Social Security, making known the main type of evaluation and the com-
petent body in evaluating the teaching and research activity. In particular, the different existing
assessment indexes of scientific journals are listed and their impact in the field of Labor Law
and Social Security is analyzed with a view to possible accreditation before ANECA.
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1. INTRODUCCIÓN: LA CULTURA DE LA EVALUACIÓN

Antes de nada, deseo agradecer a la Sección Juvenil de la Asociación Española de Derecho
del Trabajo y de la Seguridad Social por la oportunidad que me brinda para estar aquí hoy y ha-
blaros de los índices de valoración de las revistas científicas de nuestra rama que es el Derecho
del Trabajo y de la Seguridad Social. También, deseo manifestar que es un placer retomar la
presencialidad de este Seminario en el que nos reunimos jóvenes investigadores para cono-
cernos, informarnos y debatir temas de actualidad que afectan nuestra carrera investigadora y
docente. 

El tema que trataré a continuación es un tema de gran interés en la medida en que dentro
de nuestro sistema científico ha cobrado una especial consideración el papel de la evaluación
en el ámbito de la investigación y la innovación. La carrera investigadora está basada, entre
otros aspectos, en méritos y rigor científico y ambos se constatan mediante la cultura de la eva-
luación. Los tipos de evaluación existentes depende en función del momento en el que se realiza
y en función del método utilizado. Sin intención de detenerme en los tipos de evaluación, trans-
mitiros que el método más utilizado y habitual es la evaluación por pares, también denominada
peer review, arbitraje o revisión por expertos. 

¿Qué es la evaluación por pares? La evaluación por pares es un método establecido por la
comunidad científica para garantizar la calidad de la investigación, que consiste en la evaluación
de un trabajo, proyecto, publicación, etc., por profesionales expertos, expertos en esa disciplina.
En su uso para evaluación de documentos científicos antes de su publicación, el principio es el
mismo, dos o más expertos analizarán el trabajo antes de la aceptación definitiva para su pu-
blicación en una revista científica. 

En su evaluación o revisión por pares interviene un grupo de participantes: el autor que pre-
senta para su aceptación y publicación un artículo a una revista; el editor de la revista o el con-
sejo editorial de la misma, que recibe el artículo del autor y los expertos o pares, que pueden
ser seleccionados de una base de datos que mantiene la propia revista o sugeridos por los
miembros del Comité Editorial. Los expertos o pares realizan un trabajo altruista, no remunerado
y normalmente anónimo. 

Los tipos de evaluación por pares son diversos y son seleccionados por los editores de las
revistas. Podemos identificar los siguientes tipos de evaluación por pares: abierto, esto es, el
autor y los revisores se conocen entre sí; ciego sencillo, es decir, los revisores sí conocen la
identidad del autor, pero el autor no conoce a los revisores o viceversa; y doble ciego, esto es,
ni el autor ni los revisores se conocen entre sí. 

Aunque la evaluación por pares es el sistema más común de evaluación para revistas cien-
tíficas y su uso es un indicador de calidad para los investigadores, pues supone una revisión de
contenido, metodología y forma, se ha demostrado también que presenta carencias y requiere
de modificaciones y correcciones, ya que no siempre es capaz de detectar los errores (datos y
conclusiones ajustadas), el plagio, la duplicidad en el caso de artículos a dos revistas al mismo
tiempo con ligeras modificaciones formales, etc. Y, sobre todo, la principal crítica que recibe el
sistema es que ralentiza mucho el tiempo de publicación de un artículo1, aspecto que no sólo
perjudica al autor, sino que determinadas materias y áreas no se lo pueden permitir. 
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¿Cuáles son los organismos evaluadores en España? Actualmente en España los organis-
mos encargados de la evaluación son la Subdivisión de Coordinación y Evaluación (SCE) que
evalúa los proyectos y convocatorias gestionadas por la Agencia Estatal de Investigación (AEI)
y la Agencia Nacional de Evaluación de la Calidad y Acreditación (ANECA)2. Este último orga-
nismo es el que nos interesa en la medida en que evalúa la calidad de las universidades, tanto
en los títulos como a los profesores. Su metodología se basa en métodos cuantitativos y habilita
para concurrir a las convocatorias de plazas universitarias, mediante dos programas PEP y
ACADEMIA. De nuevo, a los efectos que nos interesa, ANECA mediante el programa PEP eva-
lúa la actividad docente e investigadora de los aspirantes a una plaza de profesorado universi-
tario contratado, como requisito previo a la contratación en las figuras que así lo requieren por
ley. Realiza la evaluación para el acceso a las figuras de profesor contratado doctor y profesor
ayudante doctor3, siendo requisito necesario en ambos casos estar en posesión del título de
doctor. 

Tras esta breve introducción acerca del método de evaluación más empleado y la mención
al organismo evaluador de la actividad docente e investigadora igualmente considero conve-
niente, con carácter previo a profundizar en el tema que nos ocupa, me gustaría realizar un
breve recorrido de las revistas científicas existentes en nuestra disciplina. Creo que para todos
nosotros y nosotras las revistas en materia de Derecho del Trabajo y Seguridad Social consti-
tuyen una aproximación a las formas de expresión de la doctrina científica laboralista en España. 

Es notorio que existen revistas con una larga tradición histórica pero también se aprecia la
aparición de otros espacios de publicación académica de carácter digital . Por supuesto, la di-
gitalización no supone que las revistas en papel y bajo suscripción no se incorporen a la web
como forma de aumentar su presencia y de dar a conocer el índice de sus artículos y comenta-
rios que contiene cada número, así como informaciones relevantes sobre los comités editoriales,
la periodicidad de sus entregas, la evaluación de los textos enviados a la revista por pares, las
normas de estilo y el código de conducta sobre ética y malas prácticas en la publicación de re-
vista. Entre las revistas que posibilitan su adquisición en papel y también la compra de números
sueltos en PDF encontramos la Revista de Derecho Social de la editorial Bomarzo5, la Revista
de Derecho de la Seguridad Social de la editorial Laborum6, que además cuenta con una pla-

DL Catalina Smintinica 87

Doc. Labor., núm. 129-Año 2023-Vol. II. ISSN: 0211-8556. Índices de valoración de revistas..., págs. 85 a 93

2 ANECA fue creada por la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, como Fundación adscrita
al Ministerio de Educación, y sus funciones fueron ampliadas en 2007. La ley 15/2014, de 16 de septiembre, de
racionalización del Sector Público y otras medidas de reforma administrativa, en su artículo 8 establece la creación
del organismo público ANECA, adscrito al Ministerio de Ciencia, Innovación y Universidades, a través de la Se-
cretaría General de Universidades. Con esta medida se modifica la naturaleza jurídica de la ANECA que deja de
ser una Fundación del sector público y se convierte en un organismo autónomo de la Administración. Su nuevo
estatus jurídico se recoge en el Real Decreto 1112/2015, de 11 de diciembre, por el que se aprueba el Estatuto
del Organismo Autónomo Agencia Nacional de Evaluación de la Calidad y Acreditación. Su web se puede consultar
en el siguiente enlace: https://www.aneca.es/. 
3 Hay que tener en cuenta en relación con las figuras de profesor/a contratado doctor/a y profesor/a ayudante
doctor/a los cambios introducidos por la Ley Orgánica 2/2023, de 22 de marzo, del sistema Universitario. En con-
creto, la figura de contratado doctor desparece y surge la denominada figura de «profesoras y profesores perma-
nentes laborales» (vid. art. 82 de la citada Ley). 
4 La creación de revistas exclusivamente digitales y de libre acceso es tendencia tanto en nuestro país como extra-
muros. En este sentido, vid. BAYLOS GRAU, A., «Nace una nueva revista laboralista en Italia: Diritti, Lavori, Mercati
International», publicado el pasado 17 de marzo de 2022, en su blog Según Antonio Baylos… Información, discusión
y propuestas sobre las relaciones de trabajo y la ciudadanía social, disponible en el siguiente enlace:
https://baylos.blogspot.com/2022/03/nace-una-nueva-revista-laboralista-en.html. Último acceso el 10 de julio de 2023.
5 La página oficial de la Revista de Derecho Social de la editorial Bomarzo puede consultase en el siguiente enlace:
https://editorialbomarzo.es/revista-derecho-social/que-es-la-rds/. Accedida el 09 de julio de 2023. 
6 A la Revista de Derecho de la Seguridad Social de la editorial Laborum se puede acceder en el siguiente enlace
https://laborum.es/revsegsoc/ que, a su vez, contiene un enlace que nos remite a su plataforma digital: https://re-
vista.laborum.es/. Accedida el 09 de julio de 2023. 
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taforma digital propia y, por último, la revista Documentación Laboral de la editorial Ediciones
Cinca7. 

Otra categoría de revistas compatibiliza la edición en papel con la edición digital del texto.
En esta categoría se integran: la Revista Española de Derecho del Trabajo, de Thomhson Reu-
ters, la revista Trabajo y Derecho (compatibilizó el formato papel y edición digital desde 2015 y
hasta 2020, cuando elimina la versión en papel) y, por último, tendríamos la revista Trabajo y
Seguridad Social, que también ofrece ambos formatos. No hay que olvidar la revista Lan Harre-
manak-Revista de Relaciones Laborales, revista editada por la Facultad de Relaciones Labo-
rales y Trabajo Social de la Universidad del País Vasco, que viene publicándose desde 1999 en
papel y a partir de 2011 se publica solo en formato digital.

Por otro lado, también tenemos aquellas otras revistas vinculadas a instituciones públicas,
razón por la cual se privilegia la versión digital sobre el papel con el fin de facilitar libre acceso
a los fondos de la revista. Aquí cabe mencionar la Revista del Ministerio de Trabajo y Economía
Social (RMTES) y la revista Temas Laborales, revista del Consejo Andaluz de Relaciones La-
borales. La única de las revistas que está indexada en Scopus, una base de datos más cercana
a la inserción en los Journal Citacion Reports codiciados como elementos definitorios en la con-
cesión de la excelencia académica, es la RMTES8. Y Temas Laborales, junto con la Revista de
Derecho Social, son las publicaciones periódicas especializadas españolas que forman parte
de la International Association of Labour Law Journals (IALLJ), una prestigiosa esfera interna-
cional de revistas de Derecho del Trabajo que agrupa a un conjunto de 32 publicaciones de 19
países de todos los continentes mundiales y la RIT de la OIT.

Otras revistas con una larga tradición serían la Revista General de Derecho del Trabajo y
de la Seguridad Social (RGDTSS) de la editorial Iustel con un formato exclusivamente digital,
Iuslabor editada por los profesores de Derecho del Trabajo y Seguridad Social de la Universidad
Pompeu Fabra, Lex Social de Universidad Pablo de Olavide de Sevilla y la Revista Galega de
Direito Social, del Consello Galego de Relacións Laboráis.

Más recientes son, sin embargo, la Revista de Jurisprudencia Laboral, dirigida por el Prof.
Antonio Sempere, que forma parte de las publicaciones del Boletín Oficial del Estado. Aunque
con carácter multidisciplinar, la Revista Femeris también da voz a un importante séquito de pro-
fesores de Derecho del Trabajo. Muy relevante es la Revista Labos de la Universidad Carlos III
de Madrid. También son de reciente actualidad las revistas Trabajo, Persona, Derecho, Mercado,
subtitulada revista de estudios sobre ciencias del trabajo y protección social, dirigida por Miguel
Rodríguez Piñero Royo y la Revista de Estudios Jurídico-laborales y de Seguridad Social, diri-
gida por Francisco Vila. En esta misma línea se encuadran la Revista Crítica de Relaciones de
Trabajo, que publica Laborum desde finales del 2021 con periodicidad trimestral, y la revista
semestral dedicada a la materia laboral denominada Revista Justicia Social apadrinada por la
editorial Colex9. 
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7 La revista Documentación Laboral de la editorial Ediciones Cinca dispone de la posibilidad de adquirir el número
entero de la revista en el siguiente enlace: https://www.edicionescinca.com/revista-de-documentacion-laboral/.
Consultado el 09 de julio de 2023. 
8 Dato relevante extraído de BAYLOS GRAU, A., «Revistas especializadas en Derecho del Trabajo y la irrupción
de la digitalización (II)», publicado el 21 de abril de 2021, en su blog Según Antonio Baylos…Información, discusión
y propuestas sobre las relaciones de trabajo y la ciudadanía social, que se puede consultar en el siguiente enlace:
https://baylos.blogspot.com/2021/04/revistas-especializadas-en-derecho-del.html. Último acceso 10 de julio de
2023.
9 Puede consultarse el panorama de las publicaciones periódicas presentes en el área de Derecho del Trabajo y
de la Seguridad Social en BAYLOS GRAU, A., «Una nueva revista de derecho laboral de la Editorial Colex: Revista
Justicia Social», publicado el pasado 30 de diciembre de 2022, en su blog Según Antonio Baylos… Información,
discusión y propuestas sobre las relaciones de trabajo y la ciudadanía social, en el siguiente enlace: https://bay-
los.blogspot.com/2022/. Último acceso el 10 de julio de 2023. 
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Por último, para clausurar este apartado nos tenemos que referir también a las revistas que
han desaparecido. Me refiero a la revista Actualidad Laboral y Relaciones Laborales, esta última
sustituida por la revista Trabajo y Derecho, así como Justicia Laboral, refundida en la «Nueva»
Revista Española de Derecho del Trabajo.

2. LA RAZÓN DE SER DE LAS REVISTAS DE DERECHO DEL TRABAJO Y DE LA SEGU-
RIDAD SOCIAL

Después de la amplia exposición de las revistas con las que contamos en nuestra disciplina,
es importante señalar que la publicación en revistas especializadas de la producción científica
de los investigadores de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, cumple una función tra-
dicional académica ya que mediante las mismas se produce la valoración de la calidad del texto
publicado con repercusión en orden a la estabilidad profesional o su promoción a través de las
diferentes categorías en las que se estructura el profesorado contratado o funcionario de Uni-
versidad.

No obstante, tenemos que constatar que actualmente se traslada la evaluación de la calidad
del texto a la calidad del medio en el que se publica, medido también en términos de impacto,
y la imposición de un proceso de revisión por pares en el que se basa la estimación positiva del
artículo publicado como condición inescindible de la calidad implícita del mismo. De esta ma-
nera, se ha configurado en nuestros días un sistema de acreditación que reposa en esta con-
sideración del impacto científico de lo publicado.

3. ÍNDICES DE VALORACIÓN DE LAS REVISTAS CIENTÍFICAS EN EL ÁMBITO DEL DE-
RECHO DEL TRABAJO Y DE LA SEGURIDAD SOCIAL

Los índices de valoración de las revistas científicas son diversos10 y contienen indicadores
de calidad como: los mecanismos de evaluación de las revistas, valoración de la difusión en
bases de datos, la apertura institucional e internacional de las contribuciones publicadas, el aca-
tamiento de la periodicidad, el número de criterios que cumple, así como la categoría que las
revistas ocupan en los diversos sistemas de evaluación. A modo ilustrativo voy a nombrar los
índices de valoración de las revistas científicas y, me detendré sólo en aquellos que nos interesa
en relación con nuestra disciplina y a efectos de ANECA. 

Los índices más conocidos son Journal Citacion Reports (JCR). No obstante, no existe una
edición de las revistas de ciencias jurídicas, y SCOPUS (SJR) que ofrece la oportunidad de
consultar índices de valores de revistas como SCImago Journal Rank y Source Normlaized Im-
pact per Paper (SNIP) e Indice H. Sin perjuicio de lo anterior, también existen los siguientes ín-
dices de valoración:  CARHUS Plus+, Clasificación Integrada de Revistas Científicas (CIRC),
Difusión y Calidad Editorial de las Revistas Españolas de Humanidades y Ciencias Sociales y
Jurídicas (DICE), In-RECJ (dejó de actualizarse en 2014) es un índice que a partir del análisis
de las citas de 64 revistas española de Ciencias Jurídicas, entre cuales se enumera nuestra
disciplina, permite determinar la relevancia, influencia e impacto científico de las revistas, de
los autores y de las instituciones a las que estos se adscriben. In-RECS (dejo de actualizarse
en 2014)11; Latindex12 es un sistema regional de información en línea para revistas científicas
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10 HERNÁNDEZ ARIAS, A., «Informe sobre el índice de impacto de las revistas científicas», en Compendium: re-
vista de investigación científica, n.º 30, 2013, pp. 100-101. La autora nos advierte de que la utilización del factor
de impacto o índice de impacto debe hacerse con cautela y facilita al lector algunas definiciones de este y su uso.
Asimismo, enumera y define otros índices disponibles tales como el índice de inmediatez, el índice H o bien Ei-
genfactor. 
11 Acerca de la necesidad de elaborar índices en español véase FERNÁNDEZ QUIJADA, D., «Revistas científicas
e índices de impacto: A propósito de "Hacer saber"» en Área abierta, n.º 20, 2008, p. 4. 
12 Sobre el sistema de información Latindex véase LEÓN ACURIO, J. V., y MONTIEL DÍAZ, P. A., «Medidas com-
parativas del sistema Latindex entre las versiones 1.0 y 2.0», en Journal of Sicens and Research: Revista Ciencia
e Investigación, vol. 5, n.º extra-1, 2020, pp. 710-723. 
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de América Latina, el Caribe, España y Portugal. Suministra criterios de evaluación cualitativos
tanto de revistas impresas como electrónicas siendo de especial utilidad en los procesos de
evaluación del profesorado. Otra base de datos que procura establecer con carácter anual la
identificación y evaluación de revistas en las Ciencias Sociales y Humanidades se denomina
MIAR. Igualmente, interesante es el RESH que representa un sistema de información que reúne
indicadores cualitativos y cuantitativos desarrollados por el Grupo de Investigación «Evaluación
de publicaciones científicas en Ciencias Sociales y Humanas» (EPUC) del CSIC y por el Grupo
de Evaluación de la Ciencia y de la Comunicación Científica (EC3) de la Universidad de Gra-
nada. Para una revista en concreto, se indica qué criterios cumple y cuáles no según CNEAI,
ANECA y Latindex, y, por último, European Reference Index for the Humanities (ERIH).

Fuente: elaboración propia

En lo que se refiere a las revistas de nuestra disciplina hay que decir que en SCOPUS apa-
recen sólo dos revistas que son la del Ministerio de Empleo y Seguridad Social y Trabajo y De-
recho. En cambio, en la base de datos DICE13 tenemos 16 registros de revistas de nuestra área14

mientras que en RESH unos 17 registros. 
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ÍNDICES 
DE 

REVISTA 
ENLACE WEB

 

JOURNAL 
CITATION 
REPORTS 
(JCR) 

ttps://help.incites.clarivate.com/incitesLiveJCR/JCRGroup/jcrOverview.
html 

SCOPUS https://www.scopus.com 

CARHUS 
Plus+ 

https://agaur.gencat.cat/es/avaluacio/carhus/ 

CIRC https://clasificacioncirc.es/ 

DICE http://dice.cindoc.csic.es/ 

In-RECJ http://ec3.ugr.es/in-recj/ 

LATINDEX https://latindex.org/ 

MIAR https://miar.ub.edu/ 

RESH http://epuc.cchs.csic.es/resh/ 

ERIH http://archives.esf.org/hosting-experts/scientific-review-
groups/humanities-hum/erih-european-reference-index-for-the-
humanities.html 

13 Difusión y Calidad Editorial de las Revistas Españolas de Humanidades y Ciencias Sociales y Jurídicas (DICE)
tiene como objetivo facilitar el conocimiento y la consulta de algunas de las características editoriales e indicadores
indirectos de calidad de las revistas españolas de Humanidades y Ciencias Sociales. Se puede consultar en el
siguiente enlace: http://dice.cindoc.csic.es/index.php. En la propia página existen indicaciones de cómo buscar y
qué se puede encontrar en la página. 
14 Los 16 registros son: Actualidad Laboral; Anuario Coruñés de Derecho Comparado del Trabajo; Anuario da Fa-
cultade de Ciencias do Traballo; Aranzadi Social. Revista Doctrinal; Civitas. Revista Española de Derecho del
Trabajo; Documentación Laboral; Estudios financieros. Revista de trabajo y seguridad social. Comentarios, casos
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Para la valoración de las publicaciones científicas se atiende, entre otros, a los siguientes
parámetros: el índice de impacto de la revista, el lugar que ocupa la revista en el conjunto de
las que corresponden a un mismo ámbito de conocimiento, el número de autores y la posición
que ocupa entre ellos el solicitante, el número de citas, la reiteración de trabajos en una misma
revista15. 

Como regla general, se valoran preponderantemente las aportaciones que sean artículos
en revistas de prestigio reconocido, aceptándose como tales las que ocupen posiciones rele-
vantes en los listados por ámbitos científicos, esto es en Journal Citation Reports del Science
Citation Index (SCI) o similares. Sin embargo, en el JCR hemos dicho que no existe una edición
de revistas de Ciencias Jurídicas. ¿La ausencia de nuestra especialidad en el JCR significa que
nos impedirá tener publicaciones de calidad? La respuesta, efectivamente, es no. Para observar
cómo se tienen que adecuar nuestras publicaciones a una futura acreditación ANECA resulta
de fundamental importancia observar los principios y orientaciones que esta misma agencia
ofrece en su portal. 

En el campo de las Ciencias Jurídicas se valoran con carácter preferente los artículos cien-
tíficos publicados en revistas de reconocido prestigio y amplia difusión académica y profesional16.
Una de las dudas que se suscita es la relativa a las reseñas de monografías y otras obras y, en
este sentido, ANECA señala que también se consideran las reseñas en revistas científicas es-
pecializadas y las traducciones a otras lenguas. 

Para la valoración de las publicaciones científicas en este campo, se atiende, entre otros, a
los siguientes factores:

a) que desarrollen nuevas perspectivas del ordenamiento jurídico; que supongan investi-
gaciones originales sobre la evolución histórica, social o cultural de las normas; que in-
troduzcan propuestas relevantes de perfeccionamiento de las normas en relación con el
sistema constitucional español y europeo; 

b) que aporten conocimientos e instrumentos conceptuales y analíticos para mejorar la efi-
cacia de las normas jurídicas y el cumplimiento de los objetivos que se persiguen con
ellas;

c) que ofrezcan soluciones a problemas de interpretación, lagunas y contradicciones del
ordenamiento jurídico español, europeo e internacional; 

d) que sean obras de carácter general que se reconozcan como referencia dentro de una
disciplina o supongan un progreso en la organización de un campo temático poco es-
tructurado, siempre que se trate de su primera edición o de una edición que suponga
cambios relevantes respecto a las anteriores.

En el ámbito de las Ciencias Jurídicas, se maneja como referencia de calidad para las pu-
blicaciones españolas la denominada lista o base de datos DICE: Difusión y Calidad Editorial
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prácticos. Recursos humanos; Justicia Laboral. Revista de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social; Rela-
ciones Laborales. Revista Crítica de Teoría y Práctica; Revista de Derecho Social; Revista de Información Laboral;
Revista del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales; Revista General de Derecho del Trabajo y de la Seguridad
Social; Temas Laborales. Revista Andaluza de Trabajo y Bienestar Social; y Tribuna Social. Revista de Seguridad
social y laboral. Último acceso el 10 de julio de 2023, en el enlace: 
http://dice.cindoc.csic.es/resultados.php?tit=&at=CIENCIAS+JUR%CDDICAS&ac=DERECHO+DEL+TRA-
BAJO+Y+DE+LA+SEGURIDAD+SOCIAL&criterios_latindex=n&issn=&bbdd=&submit=+Buscar
15 BARRIONUEVO, L., RODRÍGUEZ BRAVO, B., y ALVITE DÍEZ, M. L., «Revistas españolas con impacto: una
alternativa en el área de humanidades», en LLORET ROMERO, N. (Coord.), Nuevas perspectivas para la difusión
y organización del conocimiento: actas del congreso, vol. 2, 2009, p. 214. 
16 Para más información al respecto puede consultarse el siguiente documento: 
https://www.aneca.es/documents/20123/51695/criterios_PEP_ssjj_01_02_combinado.pdf/ff1b298b-9cb1-9137-
b175-376de455b550?t=1654005678742. Último acceso el 10 de julio de 2023. 
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de las Revistas Españolas de Humanidades y Ciencias Sociales y Jurídicas. Esta ha sido ela-
borada por el Grupo de Investigación «Evaluación de publicaciones científicas en Ciencias So-
ciales y Humanas» (EPUC) del Consejo Superior de Investigaciones Científicas. En su base de
datos se incluyen indicadores de calidad tales como: los mecanismos de evaluación de las re-
vistas, valoración de la difusión en bases de datos, la apertura institucional e internacional de
las contribuciones publicadas, el acatamiento de la periodicidad, el número de criterios Latindex
que cumple, así como la categoría que las revistas ocupan en tres sistemas diferentes de eva-
luación: ANEP (Agencia Nacional de Evaluación y Prospectiva), ERIH (European Reference
Index for the Humanities) y CARHUS Plus+. La base de datos DICE es utilizada por parte de
ANECA en sus procesos de evaluación de profesorado como referencia de calidad de las in-
vestigaciones publicadas en revistas científicas españolas. 

¿Qué índices pide ANECA para las publicaciones en revistas? Para conocer la respuesta
tenemos que iniciar sesión en ANECA y acceder a la pestaña de publicaciones científicas, en
concreto revistas. El resultado que arroja distingue entre autores, artículo, indicios de calidad y
otros indicios. Es lo que deberíamos rellenar. Para conocer los indicios de calidad podemos ac-
ceder a la base de datos DICE para recabar los indicios de calidad. Pinchamos en el término
«búsqueda» e introducimos los términos de búsqueda. Por ejemplo, imaginémonos que el artí-
culo lo tengo en la Revista de Derecho Social pues en el título de la revista pongo el nombre de
la revista. El resultado obtenido es el registro encontrado por DICE. Si pinchamos en el nombre
de la revista, además de los datos de identificación de la revista, el área temática y el área de
conocimiento, nos detalla los índices de valoración utilizados por DICE que son los siguientes: 

a) Según clasificación UNESCO la disciplina es Derecho del Trabajo
b) Cumple 27 criterios de LATINDEX
c) No cuenta con evaluadores externos
d) Tiene apertura exterior de los autores
e) Tiene una valoración de 1,5 de la difusión internacional
f) La internacionalidad de las contribuciones tiene un 6,25 
g) En la categoría ANEP tiene la letra C
h) Categoría ERIH no aplica
i) Categoría CARHUS tiene la letra C
j) Y, por último, nos indica la fecha de actualización que en este caso es el 23 de julio de

2012. 

¿Qué ocurre si nuestra publicación no arroja los anteriores indicios de calidad? En este sen-
tido, tenemos la opción de rellenar el espacio dedicado a «otros indicios» y recabar la informa-
ción de aquellas bases de datos donde sí nos ofrecen los indicios de calidad que a nosotros
nos interesa manifestar ante ANECA.

4. CONCLUSIONES 

Las publicaciones periódicas en el área del Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social se
encuentran en un continuo cambio, algunas desaparecen, otras emergen y otras tantas se trans-
forman, adaptándose a la era digital. Estas se caracterizan por su dinamismo y por el afán de
adquirir prestigio, esto es, establecer su marca17. La proliferación de revistas digitales en acceso
abierto favorece una mayor difusión de los artículos en ellas contenidas dada la facilidad en el
acceso a los mismos, lo que, de manera indirecta, potencia su impacto. 
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17 BAYLOS GRAU, A., «Una nueva revista de derecho laboral de la Editorial Colex: Revista Justicia Social», pu-
blicado el pasado 30 de diciembre de 2022, en su blog Según Antonio Baylos… Información, discusión y pro-
puestas sobre las relaciones de trabajo y la ciudadanía social, disponible en el siguiente enlace:
https://baylos.blogspot.com/2022/. Último acceso el 10 de julio de 2023.

DL entera 129_Maquetación 1  10/10/23  19:03  Página 92



A través de la publicación en revistas especializadas de Derecho del Trabajo y de la Segu-
ridad Social se cumple una función tradicional académica ya que mediante las mismas se pro-
duce la valoración de la calidad del texto publicado con repercusión en orden a la estabilidad
profesional o su promoción a través de las diferentes categorías en las que se estructura el pro-
fesorado contratado o funcionario de Universidad. 

Hoy en día se constata el traslado de la evaluación de la calidad del texto a la calidad del
medio en el que se publica, medido también en términos de impacto, y la imposición de un pro-
ceso de revisión por pares en el que se basa la estimación positiva del artículo publicado. Sin
embargo, deseo poner de manifiesto de que no cabe duda de que tenemos que cumplir los cri-
terios de evaluación establecidos por ANECA para poder acreditarnos y, en consecuencia, in-
tentar publicar en revistas de prestigio de nuestra disciplina, pero este hecho no nos tiene que
desmotivar en publicar en aquellas otras revistas que carecen de ese prestigio o aún no alcan-
cen la puntuación máxima en función de las bases de datos en la que esté indizada. Funda-
mentalmente porque es a la persona, al investigador que se le evalúa y no a las revistas, aunque
las mismas representan el puente que acredita la calidad de nuestras publicaciones. 
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SUMARIO: 1. El personal docente e investigador en la Ley Orgánica 2/2023, de 22 de marzo,
del Sistema Universitario. –2. El contrato predoctoral como único punto de partida de las tareas
docentes e investigadoras en la Universidad tras la eliminación de la figura de Profesor Ayu-
dante. –3. El acceso a la carrera académica en sentido estricto: el contrato temporal de Profesor
Ayudante Doctor. –4. El paso a la estabilidad: la nueva modalidad laboral de carácter indefinido
de Profesor Permanente Laboral, equivalente a la derogada de Profesor Contratado Doctor. –
5. El Profesor Asociado y su estrenado carácter indefinido anti-fraude. –6. El Profesor Sustituto,
auténtica interinidad para cubrir necesidades docentes sobrevenidas y coyunturales. –7. Biblio-
grafía citada.

RESUMEN

El presente estudio tiene como objeto analizar la incidencia de la reciente Ley Orgánica
2/2023, de 22 de marzo, del Sistema Universitario en la carrera académica del profesional uni-
versitario a través de las distintas figuras de contratación laboral, teniendo en cuenta que dicha
norma persigue acabar con la precariedad e implantar una carrera académica estable y prede-
cible. Así, una vez desaparecida la figura de Profesor Ayudante, el contrato predoctoral consti-
tuye ahora la única vía para iniciarse en las tareas docentes e investigadoras y realizar la tesis
doctoral. A continuación, el puesto de Profesor Ayudante Doctor, que no exige ya acreditación,
supone el acceso a la carrera académica en sentido estricto, en una etapa que junto a la anterior
puede conllevar hasta diez años. La estabilización viene dada con el contrato de Profesor Per-
manente Laboral, de carácter indefinido y que se pretende equiparar a los cuerpos docentes
funcionariales, aunque a la vez sirve como puente para la promoción a los mismos. Finalmente,
se analizan las medidas adoptadas para eliminar el abundante fraude en la figura de Profesor
Asociado y recuperar su verdadera finalidad, así como la nueva de Profesor Sustituto para aten-
der interinamente las necesidades docentes coyunturales.

ABSTRACT

The purpose of this study is to analyze the impact of the recent Organic Law 2/2023, of March
22, of the University System on the academic career of the university professional through the
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different figures of employment contracting, taking into account that said norm aims end preca-
riousness and establish a stable and predictable academic career. Once the figure of Assistant
Professor has disappeared, the predoctoral contract is now the only way to begin teaching and
researching and complete the doctoral thesis. Next, the position of Assistant Professor Doctor,
which no longer requires accreditation, implies access to the academic career in the strict sense,
in a stage that, together with the previous one, can take up to ten years. The stabilization comes
with the Permanent Labor Professor contract, of an indefinite nature and which is intended to
be equivalent to official categories, although at the same time it serves as a bridge for promotion
to them. Finally, the study analyzes the measures adopted to eliminate the abundant fraud in
the position of Associate Professor and recover its true purpose, as well as the new Substitute
Professor to temporarily attend to current teaching needs.

Palabras clave: personal docente e investigador, Universidad, carrera académica, estabili-
dad laboral.

Key words: teaching and research staff, university, academic career, employment stability.

1. EL PERSONAL DOCENTE E INVESTIGADOR EN LA LEY ORGÁNICA 2/2023, DE 22 DE
MARZO, DEL SISTEMA UNIVERSITARIO

La Ley Orgánica 2/2023, de 22 de marzo, del Sistema Universitario (en adelante, LOSU;
BOE de 23 de marzo), que entró en vigor el pasado 12 de abril del presente año, vino a modificar
—entre muchas otras cuestiones dentro de esa materia— la carrera laboral y funcionarial del
profesor universitario diseñada por la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universida-
des (en lo sucesivo, LOU; BOE de 24 de marzo), que a su vez había sufrido importantes reto-
ques a través de la Ley Orgánica 4/2007, de 12 de abril (LOMLOU; BOE de 13 de abril).

La norma ahora derogada fue valorada positivamente en su momento por eliminar la con-
tratación administrativa y por perseguir la estabilización en el empleo, aunque en la práctica la
carrera profesional del personal docente e investigador quedó convertida en un largo y penoso
vía crucis por el que transitar hasta obtener unos razonables niveles de seguridad laboral para
poder alcanzar luego las categorías funcionariales1. 

En parecido sentido, la nueva regulación establece como objetivo prioritario en su Exposición
de Motivos «la eliminación de la precariedad en el empleo universitario y la implantación de una
carrera académica estable y predecible», pretensión que debería ir acompañada de una dota-
ción presupuestaria real y suficiente, de la dignificación de los salarios (principalmente en las fi-
guras de acceso al sistema) o de la necesaria reflexión sobre las exigencias curriculares a la
hora de valorar los méritos en las acreditaciones y en los concursos2. 

Por cuanto ahora importa, es el Capítulo IV del Título IX LOSU el encargado de regular el
personal docente e investigador para las Universidades públicas en sus artículos 64 y siguientes,
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1 Las sucesivas crisis económicas y las estrictas tasas de reposición provocaron la dificultad de estabilización y
un uso irregular de determinadas modalidades, MORENO i GENÉ, J.: «La contratación laboral del personal do-
cente e investigador en la Ley Orgánica del Sistema Universitario», Revista General de Derecho del Trabajo y de
la Seguridad Social, núm. 65, 2023, p. 149; en el mismo sentido, ROMERO BURILLO, A. M.: «La contratación la-
boral del personal docente e investigador en la Ley Orgánica 2/2023, de 22 de marzo, del Sistema Universitario»,
Briefs AEDTSS, núm. 29, 2023, p. 1.
2 OCÓN GARCÍA, J.: «La carrera académica en la nueva Ley del Sistema Universitario», disponible en
https://www.hayderecho.com/2023/03/13/la-carrera-academica-en-la-nueva-ley-del-sistema-universitario/.
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manteniendo un sistema mixto que incluye personal docente e investigador laboral y cuerpos
docentes universitarios de carácter funcionarial.

El presente estudio, en tanto constituye una adaptación de la ponencia impartida por su autor
bajo similar título en el IX Seminario de Investigadores en Etapa Doctoral de la Sección Juvenil
de la AEDTSS, que tuvo lugar el 12 de mayo de 2023 en el Campus Puerta de Toledo de la Uni-
versidad Carlos III de Madrid, tiene como objeto singular el de analizar la carrera académica en
los primeros años del profesional universitario para que los jóvenes investigadores que han ini-
ciado los estudios de doctorado o los han terminado recientemente puedan conocer con claridad
y antelación las etapas de su incipiente trayectoria laboral en la institución académica en un
contexto de incertidumbre por el profundo cambio en la regulación legal, teniendo en cuanta
además las previsiones transitorias que pudieran resultar relevantes en el paso de la LOU a la
LOSU, por mucho que esa adaptación pudiera parecer sencilla a tenor de la regla general con-
tenida en la DT 5.ª 1 LOSU conforme a la cual «el personal docente e investigador con contrato
de carácter temporal a la entrada en vigor de la LOSU permanecerá en su misma situación
hasta la extinción del contrato y continuarán siéndole de aplicación las normas específicas que
correspondan a cada una de las modalidades contractuales vigentes en el momento en que se
concertó su contrato de trabajo».

Por tal motivo, se prestará especial atención a las diversas figuras contractuales con mayor
incidencia para los fines indicados, exponiendo las diferencias y/o las modificaciones respecto
a la regulación anterior y su alcance. Como cabrá observar con mayor detenimiento, hay con-
tratos laborales que desaparecen, otros que se mantienen pero en los cuales mutan sus requi-
sitos o su propia configuración, otros que aun cuando cambian de nombre resultan equivalentes
en funciones y requisitos y, en fin, otros que prácticamente no sufren modificación alguna. Desde
otro punto de vista, unos tienen una duración temporal y otros, carácter indefinido, sin que la
suma de los primeros pueda superar el ocho por ciento de la plantilla de personal docente e in-
vestigador de cada Universidad (el cuarenta por ciento con la LOU), aunque sin computar a tal
efecto amplios grupos de profesorado, como el de asociados de Ciencias de la Salud y el de
Ayudantes Doctores (art. 64.3, párrafo 2.º, LOSU). 

Además, no cabe olvidar que las Universidades también podrán contratar con financiación
interna o externa a personal en las modalidades de contrato predoctoral, contrato de acceso de
personal investigador doctor, contrato de investigador distinguido y contrato de actividades cien-
tífico-técnicas en los términos previstos por la Ley 14/2011, de 1 de junio, de Ciencia, Tecnología
e Innovación (art. 77. LOSU), mereciendo el primero de los citados especial atención por ser
utilizado por lo general como vía de acceso a la carrera académica. 

La perspectiva adoptada justifica excluir del presente análisis las modalidades de contrata-
ción laboral «senior», como son las de Emérito, destinado al personal docente e investigador
funcionario o laboral jubilado que haya prestado servicios destacados y previsto con la finalidad
aportar su experiencia y mejorar la docencia e impulsar la investigación y la transferencia e in-
tercambio del conocimiento e innovación (art. 81 LOSU); Visitante, destinado a docentes e in-
vestigadores de otras Universidades y centros de investigación, tanto españoles como
extranjeros, que puedan contribuir significativamente al desempeño de los centros universitarios,
eliminando el anterior requisito de tener «reconocido prestigio», con el objeto de desarrollar —
a tiempo parcial o completo, según acuerden las partes— tareas docentes y/o investigadoras,
así como, en su caso, de transferencia e intercambio del conocimiento e innovación, en la es-
pecialidad en la que la persona contratada haya destacado, concretando ahora su duración
temporal en un máximo de dos años (art. 83 LOSU); y, en fin, Distinguido, no contemplado en
la LOU, para docentes e investigadores «tanto españoles como extranjeros que estén desarro-
llando su carrera académica o investigadora en el extranjero, y cuya excelencia y contribución
científica, tecnológica, humanística o artística, sean significativas y reconocidas internacional-
mente», siendo su objeto el de «desarrollar tareas docentes, investigadoras, de transferencia e
intercambio del conocimiento, de innovación o de dirección de grupos, centros de investigación
y programas científicos y tecnológicos singulares», con una docencia no superior a ciento
ochenta horas, quedando remitida su regulación a la Ley 14/2011, cuyo art. 23 regula la figura
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equivalente de Investigador Distinguido (art. 84 LOSU). Como cabe observar, estas tres figuras
persiguen aprovechar el valor añadido de la experiencia y de la excelencia, atraer o retener el
talento y fomentar la movilidad y la internacionalización.

Por su parte, cabe afirmar que los cambios legislativos afectan en mucha menor medida
desde un punto de vista estructural a los cuerpos docentes funcionariales, que siguen estando
integrados por las categorías de Profesor Titular y Catedrático, colectivo que en su conjunto de-
berá ser mayoritario en cada Universidad (art. 64.3 LOSU), si bien cabe destacar tres novedades
que a buen seguro suscitarán mayor preocupación para el joven investigador con interés en un
eventual y futuro acceso a las mismas. 

En primer lugar, el ingreso a esos cuerpos docentes sigue estando sometido a la preceptiva
y previa obtención de una acreditación estatal cuyo procedimiento se pretende ahora simplificar
y agilizar3, así como a un posterior concurso interno en la Universidad que pudiera convocar al-
guna de esas plazas. Precisamente, ambas cuestiones han venido a ser reguladas por el RD
678/2023, de 18 de julio (BOE de 6 de septiembre), que recoge en su Anexo los méritos eva-
luables de investigación (incluyendo los de transferencia e intercambio del conocimiento), do-
cencia, liderazgo y actividad profesional que la ANECA deberá desarrollar y publicar para su
aplicación a las solicitudes presentadas a partir de 1 de abril de 2024, pues a las registradas
hasta esa fecha les seguirá siendo aplicable transitoriamente la regulación precedente [RD
1312/2007, de 5 de octubre, por el que se establece la acreditación nacional para el acceso a
los cuerpos docentes universitarios (BOE de 6 de octubre), y RD 1313/2007, de 5 de octubre,
por el que se regula el régimen de los concursos de acceso a cuerpos docentes universitarios
(BOE de 8 de octubre]; no obstante, en los expedientes iniciados y no finalizados antes del 7
de septiembre de 2023 (día de entrada en vigor del RD 678/2023) se permite al interesado optar
por desistir del procedimiento y realizar una nueva solicitud a partir de la indicada fecha de 1 de
abril de 2024 para que se resuelva conforme a la nueva regulación (DT1.ª  RD 678/2023).

En segundo término, si hasta el momento se consideraba un mérito evaluable pero no exi-
gido de forma excluyente e impeditiva, el art. 69.2 LOSU y el art. 4 RD 678/2023 pasan a impo-
ner como requisito imprescindible para obtener la acreditación a Profesor Titular —no para
Catedrático, donde mantiene aquel carácter—, salvo dispensa expresa por razones de disca-
pacidad, enfermedad, conciliación o violencia de género, la realización de actividades de inves-
tigación o docencia por un periodo acumulado de al menos nueve meses en Universidades o
centros de investigación distintos —nacionales o extranjeros— de aquella institución en la que
se hubiera presentado la tesis doctoral, quedando expresamente excluida la mera participación
en proyectos de investigación conjuntos4. No obstante, y sin perjuicio —se insiste— de que si
dicho mérito se acredita deba ser valorado de conformidad con los criterios establecidos por
ANECA, quedan eximidos de su necesaria concurrencia cuantos a la entrada en vigor de la
LOSU, el 12 de abril de 2023, dispusieran ya de «una acreditación para Profesor Titular de Uni-
versidad o hubieran iniciado el trámite para su obtención» (cabe entender que con posterior re-
solución favorable), así como quienes en dicha fecha estuvieran contratados como Profesor
Ayudante Doctor, Profesor Colaborador indefinido o Profesor Contratado Doctor (DT 5.ª.3 LOSU)
o los que, teniendo la acreditación a dichas figuras, prestaran servicios al amparo de otros con-
tratos temporales, como pudieran ser los de Profesor Ayudante o Asociado; asimismo, y en
atención a las reglas temporales expuestas en el párrafo anterior, tampoco resultaría exigible a
las solicitudes de acreditación presentadas hasta el 1 de abril de 2024.  
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3 Sobre su complejidad, DE PABLO SERRANO, A. L.: «La estabilización y el acceso a la función pública. Un canto
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4 En todo caso, «la norma finalmente aprobada parece dirigida a dificultar la endogamia universitaria, a diferencia
de la redacción original del proyecto (necesidad de realizar un período mínimo de estancias pre o posdoctorales)
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Por último, las comisiones de selección en los posteriores concursos internos de cada Uni-
versidad habrán de estar conformadas por una mayoría de miembros externos elegidos por sor-
teo público entre una lista de profesorado y personal investigador de igual o superior categoría
a la plaza convocada, lista que será elaborada en la propia Universidad conforme a su normativa
interna, lo que va a permitir una gran disparidad en los criterios y en los requisitos que cada ins-
titución requiera a tal fin y una preselección más o menos amplia de integrantes y más o menos
afines en función de los intereses de quienes tengan atribuida la competencia para efectuar ese
nombramiento. Al tiempo, se limita también en gran medida la participación de los pertenecientes
a la propia Universidad convocante, pues el art. 32.4 RD 678/2023 contempla la obligada re-
nuncia como miembros de la comisión a quienes hayan sido directores de la tesis doctoral o
participado como coautores de publicaciones o patentes del candidato en los últimos seis años
y a cuantos hayan sido miembros de su mismo equipo en proyectos o contratos de investigación
—en este caso sin límite temporal—, circunstancias que muy habitualmente concurren. Tal pre-
visión, resulta también aplicable a los concursos para el acceso a plazas de personal docente
e investigador laboral, excepto para Profesores Asociados, que se realizará mediante la eva-
luación de los méritos de las personas candidatas por una comisión compuesta por miembros
de la universidad (art. 86 LOSU).

2. EL CONTRATO PREDOCTORAL COMO ÚNICO PUNTO DE PARTIDA DE LAS TAREAS
DOCENTES E INVESTIGADORAS EN LA UNIVERSIDAD TRAS LA ELIMINACIÓN DE LA FI-
GURA DE PROFESOR AYUDANTE

Las tradicionales becas que hasta no hace mucho tiempo suponían el apoyo financiero ne-
cesario para el doctorando, dieron paso —tras una primera fase híbrida iniciada en el año
2006— a los contratos predoctorales, ajenos a la normativa universitaria y en la actualidad con-
templados en el art. 21 Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación
(BOE de 2 de junio) y regulados por el RD 103/2019, de 1 de marzo, por el que se aprueba el
Estatuto del personal investigador predoctoral en formación (BOE de 15 de marzo), quedando
incluidos en el Régimen General de la Seguridad Social5.

Supone, por tanto, el verdadero inicio de la carrera académica, pues aunque tiene por objeto
la realización de tareas de investigación con dedicación a tiempo completo para quienes hayan
sido admitidos a un programa de doctorado, permite también colaborar en tareas docentes hasta
sesenta horas anuales y un total de ciento ochenta horas a lo largo de su duración, que no
podrá ser inferior a un año ni exceder de cuatro —seis para personas con discapacidad— , ya
sea para una o varias entidades, con posibles prórrogas sucesivas de un año hasta alcanzar
ese máximo, interrumpiendo o ampliando el cómputo las situaciones relacionadas con incapa-
cidad temporal y conciliación de la vida personal, familiar y laboral. 

La Ley 17/2022, de 5 de septiembre, introdujo, por cuanto ahora importa, varias modifica-
ciones relevantes. En primer lugar, el contrato puede tener como finalidad añadida la orientación
postdoctoral, por lo que de obtener el título de doctor antes de su terminación —lo que deter-
minaba automáticamente su extinción ex art. 9 RD 103/2019— permite mantener su vigencia
como puente hacia la siguiente modalidad contractual, por un período de hasta doce meses y
sin superar la duración máxima legalmente prevista de cuatro años. 

En segundo término, y corrigiendo la doctrina sentada por el Tribunal Supremo6, reconoció
el derecho a la indemnización prevista por el art. 49.1.c) RD Legislativo 2/2015, de 23 de octubre,
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5 Por extenso, BALLESTER LAGUNA, F.: «El nuevo Estatuto del personal investigador predoctoral en formación:
un ‘traje a medida’ del contrato predoctoral», Nueva Revista Española de Derecho del Trabajo, núm. 220, 2019,
pp. 209 y ss. o MORENO i GENÉ, J.: «El nuevo Estatuto del personal investigador predoctoral en formación: as-
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6 «El legislador ha diseñado una modalidad contractual de carácter formativo, a la que no ha atribuido indemni-
zación en el momento de su finalización, en la misma línea seguida con otros contratos temporales».  STS 13 oc-
tubre 2020 (recurso núm. 119/2019).
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por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores (en lo suce-
sivo ET; BOE de 24 de octubre) para los contratos de duración determinada, equivalente a doce
días de salario por año de servicio, en aquellos supuestos de finalización del contrato predoctoral
por expiración del tiempo convenido.

Y, en tercer lugar, eliminó la referencia que la versión original de la Ley 14/2011 incluía a la
necesidad de que las Universidades fueran perceptoras de fondos cuyo destino incluyera la
contratación de personal investigador o para el desarrollo de sus programas propios de I+D+I,
de tal forma que hoy día no existe límite alguno al recurso a los contratos predoctorales, más
allá de sus necesidades de personal y su disponibilidad presupuestaria. 

Por otra parte, el art. 49 LOU contemplaba la figura del Profesor Ayudante, en términos muy
similares, como un contrato temporal de hasta cinco años (uno más) para completar la formación
docente e investigadora de quienes hubieran sido admitidos en los estudios de doctorado, pu-
diendo colaborar únicamente en las tareas docentes de carácter práctico (a diferencia del con-
trato predoctoral, cuya regulación, a pesar de constituir una etapa anterior, no distinguía de las
teóricas), hasta un máximo de sesenta horas anuales (trescientas en total, frente a ciento
ochenta). Tal configuración la convertía realmente no tanto en una alternativa —posible pero
poco habitual— si no sobre todo en una etapa añadida al contrato predoctoral cuando a su fi-
nalización no se había aún defendido la tesis doctoral o, en el mejor de los casos, antes de ago-
tar su duración.

Aun cuando las condiciones laborales fueran mejores, especialmente las retributivas, la suma
de ambas fases alargaba en exceso la etapa predoctoral, pudiendo llegar a desvirtuar su ca-
rácter formativo y prolongarse hasta nueve años, sobre todo si en la concreta Universidad regía
el criterio de agotar la duración máxima antes de pasar a otro contrato «superior», aun cuando
el interesado ya estuviera acreditado para el mismo; no obstante, tenía precisamente esa utili-
dad, la de otorgar cobertura temporal para seguir haciendo méritos académicos y para some-
terse al procedimiento de evaluación entonces exigido para Profesor Ayudante Doctor y realizar
un tránsito entre las distintas figuras sin interrupción y sin desvinculación con la Universidad.
En cualquier caso, su eliminación por la LOSU persigue anticipar la meta de la estabilidad en la
carrera académica en comparación con el sistema precedente, si bien resulta criticable que la
vía para obtener el título de Doctor haya sido unificada en el contrato predoctoral y no en el
menos precario de Profesor Ayudante7. 

3. EL ACCESO A LA CARRERA ACADÉMICA EN SENTIDO ESTRICTO: EL CONTRATO
TEMPORAL DE PROFESOR AYUDANTE DOCTOR

Superada la etapa doctoral, el siguiente paso del investigador novel viene dado por el contrato
de Profesor Ayudante Doctor, existente en la LOU y mantenido por la LOSU con un evidente ca-
rácter formativo pero con muy relevantes modificaciones en su régimen jurídico, quedando ade-
más convertido en el punto de partida de la carrera académica en sentido estricto para la
legislación universitaria para el desarrollo de funciones docentes e investigadoras e incluyendo
ahora expresamente, pues en la práctica ya se admitía antes, las de gestión o gobierno.

Así, aun cuando conserva su carácter temporal y a tiempo completo, su duración pasa de
ser variable entre uno y cinco años como máximo con las sucesivas prórrogas por cada informe
anual favorable —sin poder superar los ocho en total con el previo de Ayudante— a tener una
extensión predeterminada de seis años —ocho en el caso de personas con discapacidad—, sin
perjuicio de una posible extinción anticipada por cualquiera de las causas legalmente previstas,
precisando además que nadie podrá estar contratado bajo tal modalidad por más de ese período
en la misma o en distintas Universidades. 
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7 MORENO i GENÉ, J.: «La contratación laboral del personal docente e investigador en la Ley Orgánica del Sis-
tema Universitario», cit., p. 161.
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Para aquellos que hubieran sido contratados como Profesor Ayudante Doctor bajo la LOU y
lo continuaran siendo a la fecha de entrada en vigor de la LOSU, y a pesar de la regla general
prevista en la DT 5.ª.1 LOSU, su apartado 2 les facilita la obtención de la acreditación a la nueva
figura de Profesor Permanente Laboral prorrogando un año adicional su contrato si no la hubie-
ran obtenido antes de terminar los cinco de la duración que le correspondería por aplicación
del régimen legal previo y vigente en el momento de la contratación. 

De esta forma, y a salvo de la excepción transitoria apuntada, la temporalidad del profesor
universitario con la LOSU puede alcanzar los diez años, dos menos que con la LOU, donde
entre el contrato predoctoral y el de Ayudante Doctor se intercalaba el de Ayudante para sumar
un máximo de doce, y ello sin contar con la posible existencia de fraudulentas contrataciones
como Profesor Asociado para mantener el vínculo universitario hasta alcanzar la acreditación
deseada; conforme consta, se acorta así el tránsito al primer contrato indefinido.

Con independencia de lo anterior, el primer año del contrato el profesor deberá realizar un
curso de formación docente inicial cuyas características serán establecidas por las Universida-
des, que tal vez procedería más oportunamente en el contrato predoctoral para el que también
se admite la colaboración en tareas docentes y, en cualquier caso, tal vez hubiera sido deseable
el establecimiento de un contenido mínimo común en beneficio de una mejor adaptación en los
casos de movilidad entre distintas Universidades. Además, tras el tercer año debe someterse a
una «evaluación orientativa del desempeño» que podrá ser realizada por la propia entidad edu-
cativa o encargada por ésta a la agencia de calidad estatal o autonómica, algo que no puede
convertirse, desde luego, en una prueba para determinar la continuidad o la extinción del con-
trato8, pues su objeto es exclusivamente valorar el progreso y la calidad de la actividad docente
e investigadora y, con ello, orientar al profesor en la consecución de los méritos requeridos para
obtener la acreditación favorable a una figura de profesor permanente cuando su contrato fina-
lice. 

El cómputo del plazo límite de duración del contrato, al igual que para el predoctoral, será
interrumpido en los casos de incapacidad temporal y en los periodos dedicados al disfrute de
permisos, licencias, flexibilidades horarias y excedencias por gestación, embarazo, nacimiento,
adopción, guarda con fines de adopción, acogimiento, lactancia, riesgo durante la gestación,
embarazo o lactancia, violencia de género y otras formas de violencia contra la mujer, así como
por razones de conciliación o cuidado de familiares o personas dependientes; por su parte,
cuando tales situaciones den lugar a la reducción de la jornada, su duración será ampliada en
la misma proporción. No obstante, la aplicación automática e incondicional de tal previsión, ló-
gica en favor de una conciliación personal, familiar y laboral inocua para la carrera profesional
del personal docente e investigador, vuelve inevitablemente a alejar la fecha de la estabilización. 

Por cuanto hace a las tareas docentes, la LOSU reduce los créditos a impartir de veinticuatro
a dieciocho o, en horas, de las doscientos cuarenta de la LOU a ciento ochenta por curso, muy
por encima de las cien horas que el art. 22 Ley 14/2011 permite en el equivalente contrato de
acceso de personal investigador doctor. En una nueva manifestación de la intención de facilitar
y adelantar la estabilidad, esta reducción libera más tiempo para la investigación y la transfe-
rencia de conocimiento, para la formación, para la asunción de responsabilidades de gestión y,
en general, para la obtención de otros méritos que merezcan en su conjunto la acreditación y
el paso a la figura de Profesor Permanente Laboral.  
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8 ROMERO BURILLO, A. M.: «La contratación laboral del personal docente e investigador en la Ley Orgánica
2/2023, de 22 de marzo, del Sistema Universitario», cit., p. 2. Y ello «aunque en la tramitación del Proyecto de
Ley en el Congreso de los Diputados se ha eliminado la previsión expresa de que dicha causa no podrá ser causa
de extinción del contrato», MORENO i GENÉ, J.: «La contratación laboral del personal docente e investigador en
la Ley Orgánica del Sistema Universitario», cit., p. 166.
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La LOSU no ha subsanado la falta de previsión legal de una indemnización a la finalización
del contrato de Profesor Ayudante Doctor, manteniendo el criterio de la LOU y que terminó por
ser confirmado por el Tribunal Supremo9, lo que desde luego supone un absurdo agravio com-
parativo porque la Ley 24/2011 sí reconoce ese derecho tanto para el contrato predoctoral como
para el equivalente contrato de acceso de personal investigador doctor.

Pero la más significativa modificación operada en esta figura viene dada por el hecho de
que la LOSU ha eliminado la exigencia de acreditación, pudiendo las Universidades contratar
bajo esta modalidad con el único requisito de que los candidatos estén en posesión del título
de Doctor, sin perjuicio de la oportuna baremación de los méritos alegados de acuerdo con la
convocatoria. 

Se facilita así, en principio, la continuidad entre la etapa predoctoral o la ayudantía con la de
Profesor Ayudante Doctor, evitando la frecuente existencia de períodos sin cobertura contractual
en los que el interesado estaba preparando la solicitud de la acreditación o esperando la reso-
lución favorable; no obstante, si se agota la duración del contrato predoctoral para la defensa
de la tesis doctoral —como con mucha frecuencia ocurre— esos tiempos muertos seguirán exis-
tiendo, aunque ahora en menor medida, para esperar la salida a concurso de la nueva plaza y
su celebración —lo que al menos determina la indemnización y la percepción de las prestaciones
de desempleo en ese lapso temporal—, por lo que hubiera sido mejor que el año de orientación
postdoctoral que aquél puede tener fuera adicional a la duración máxima prevista de cuatro
años para amparar legalmente ese paso del contrato predoctoral al puesto de Profesor Ayudante
Doctor. 

No obstante lo anterior, estar en posesión de la mentada acreditación a esta figura o a la
equivalente en cada normativa autonómica a la fecha de 12 de abril de 2023 será considerado
como un mérito preferente durante los cuatro años —ampliando los dos a los que aludía el Pro-
yecto de Ley— posteriores a la entrada en vigor de la norma (DT 3.ª LOSU), a cuyo efecto se
debe tener en cuenta que la Secretaria General de Universidades precisó en nota de prensa de
30 de marzo de 2023 que a partir de aquella fecha no se iban a admitir nuevas peticiones de
evaluación ante las agencias de calidad —tanto estatal (ANECA) como autonómicas— y que
aquellos procesos que ya se encontraban en marcha en ese momento serían resueltos con-
forme a la normativa vigente a la presentación de la solicitud. 

Tal regla transitoria, como ya fue advertido por la doctrina, puede generar distorsiones desde
el punto de vista del principio de mérito y capacidad: de un lado porque se producirá una doble
valoración de méritos, pues generalmente los baremados en relación con la formación, docencia
e investigación coinciden en su mayor parte, primero en el proceso previo de acreditación y
luego en el concurso interno, donde se tendrán en cuenta de nuevo y además con carácter pre-
ferente; de otro, porque otorga un trato desfavorable a los candidatos que han obtenido el título
de Doctor una vez desaparecido tal requisito y que, por tanto, no han tenido oportunidad de ob-
tenerlo para concurrir a una plaza en igualdad de condiciones10. Además, los exactos términos
de esa preferencia quedan remitidos a la decisión de cada Universidad, por lo que puede dar
lugar a una gran disparidad de criterios —aunque con numerosas variantes posibles, han ter-
minado oscilando entre la exclusión de los no acreditados o la atribución de puntuación adicional
a los que sí lo estén—, que, en cualquier caso, atribuye una especie de prioridad temporal de
dudosa justificación. Tal vez por todo lo anterior cabe constatar que algunas de las agencias
autonómicas siguen admitiendo y resolviendo nuevas solicitudes de acreditación a Profesor
Ayudante Doctor.
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9 STS 25 septiembre 2019 (recurso núm. 2074/2018), comentada en MORENO GENÉ. J.: «La ausencia de in-
demnización a la finalización de los contratos de los investigadores y profesores universitarios: fin del debate ju-
risprudencial, necesidad de nuevas soluciones», Temas Laborales: Revista andaluza de trabajo y bienestar social,
núm. 149, 2019, pp. 201 y ss.
10 OCÓN GARCÍA, J.: «La carrera académica en la nueva Ley del Sistema Universitario», cit.
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4. EL PASO A LA ESTABILIDAD: LA NUEVA MODALIDAD LABORAL DE CARÁCTER IN-
DEFINIDO DE PROFESOR PERMANENTE LABORAL, EQUIVALENTE A LA DEROGADA DE
PROFESOR CONTRATADO DOCTOR

La figura de Profesor Contratado Doctor, incorporada en el art. 52 LOU como primera mo-
dalidad de contratación laboral indefinida para el profesorado universitario, pasa a ser sustituida
por la de Profesor Permanente Laboral. El cambio constituye prácticamente un mero cambio
de denominación, pues el art. 82 LOSU configura este último en términos muy similares para
desarrollar tareas docentes, de investigación —incluyendo las de transferencia e intercambio
del conocimiento—11 y, en su caso y recogidas ahora expresamente por la norma, funciones de
gobierno por quienes ostenten el título de Doctor y cuenten con la acreditación correspondiente
emitida por la ANECA o por las agencias de calidad autonómicas, manteniendo también su de-
dicación a tiempo completo pero permitiendo como novedad la posibilidad de hacerlo parcial-
mente a petición del interesado con los requisitos, condiciones y efectos que se establezcan
reglamentariamente.

Supone, en definitiva, el siguiente paso natural en la carrera académica para el Profesor
Ayudante Doctor, si bien, aunque resulte contrario a la práctica general observada en las Uni-
versidades, nada impide el acceso directo desde tal situación a los cuerpos docentes universi-
tarios como Profesor Titular, algo coherente con la intención legislativa de la estabilización del
profesorado universitario y la eliminación de la precariedad y la incertidumbre. De hecho, ambas
figuras (Permanente Laboral y Titular funcionario) comparten el requisito de la acreditación que,
aun cuando lógicamente exigen méritos distintos, requiere en los dos supuestos «la realización
de actividades de investigación o docencia en Universidades y/o centros de investigación dis-
tintos de aquella institución en la que se presentó la tesis doctoral» (art. 85.3 LOSU); y compar-
ten también el carácter desestimatorio del silencio administrativo en el procedimiento de
acreditación, a diferencia de cuanto ocurría con anterioridad, porque para el personal laboral
(Programa PEP) tenía efecto positivo12. 

Sea como fuere, la acreditación para Profesor Permanente Laboral podrá ser solicitada y
otorgada tanto por la ANECA como por las agencias de calidad autonómicas, teniendo su reco-
nocimiento una validez estatal o regional, respectivamente; no obstante, son las comunidades
quienes deben regular el procedimiento, previendo el art. 85 LOSU la coordinación para esta-
blecer unos criterios mínimos comunes y para establecer acuerdos entre ellas para el pleno re-
conocimiento en un territorio distinto y evitar cargas administrativas.

De la redacción del art. 85.1 LOSU se desprende con claridad la posible existencia de dis-
tintas categorías dentro de la figura de Profesor Permanente Laboral, al aludir a la acreditación
en el acceso a la misma y, «en su caso, la promoción dentro de dicha modalidad contractual»,
conforme ocurría ya antes con el Profesor Contratado Doctor, y que entronca con el reconoci-
miento de los «derechos y deberes de carácter académico y categorías comparables a los del
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11 «Parece desprenderse que las tareas docentes e investigadoras se sitúan en un plano de igualdad, frente a la
especial referencia que hasta el momento se hacía en la LOU a las tareas investigadoras de este tipo de profe-
sorado», ROMERO BURILLO, A. M.: «La contratación laboral del personal docente e investigador en la Ley Or-
gánica 2/2023, de 22 de marzo, del Sistema Universitario», cit., p. 3.
12 Lo que ha sido criticado argumentando que «el carácter estimatorio del silencio permite a quienes solicitan la
acreditación para alguna de estas figuras planificar, en cierto modo, su futuro, al conocer el periodo máximo de
resolución (6 meses) o el carácter estimatorio de su ausencia. Con la actual previsión, la Administración no tiene
ningún aliciente para resolver en plazo y la consecuencia es, por desgracia, bien conocida: el plazo medio de re-
solución de expedientes de acreditación en el programa Academia es, en la Comisión de Derecho, de 16,2 meses.
Esta disfuncionalidad tendrá mayor incidencia en las acreditaciones de PDI laboral, pues la ausencia de resolución
en plazo puede suponer que el solicitante vea extinguido su contrato temporal sin haber tenido la oportunidad de
concurrir a una plaza convocada para la figura cuya acreditación espera», OCÓN GARCÍA, J.: «La carrera aca-
démica en la nueva Ley del Sistema Universitario», cit.
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personal docente e investigador funcionario» (art. 82.c LOSU), todo lo cual permite una estruc-
tura propia y distinta en cada comunidad autónoma a costa de laboralizar las figuras de Titular
y Catedrático13. En este sentido, no falta quien duda si el puesto de Profesor Permanente Laboral
ha sido diseñado como destino final o a largo plazo en paralelo a los cuerpos docentes, o si,
por el contrario, «se trata de un eslabón más por el que habrá que transitar durante algún tiempo
antes de acceder a la condición funcionarial»14. No obstante, el art. 5.1.b) RD 678/2023 con-
templa la posibilidad de que el Profesor Permanente Laboral pueda optar directamente a la
acreditación para Catedrático de Universidad.

En fin, adquieren de nuevo protagonismo las reglas transitorias, de tal forma que la acredi-
tación vigente para Profesor Contratado Doctor, o figura equivalente en la normativa autonómica,
es válida automáticamente y sin necesidad de trámite alguno para la figura de Profesor Perma-
nente Laboral, y además el procedimiento regulado para aquélla continuará siendo aplicable
hasta que sea sustituido por el que cada Comunidad Autónoma debe implantar antes del 12 de
abril de 2024 (DT 3.ª LOSU); en este sentido, la DT 11.ª LOSU impone que los convocatorias
de plazas publicadas a partir del 1 de enero de 2024 no podrán regirse ya por la normativa vi-
gente antes de su entrada en vigor y, a su vez, la DT 1.ª concede un plazo más amplio de dos
años como máximo para que cada Universidad apruebe sus nuevos Estatutos, pudiendo llegar
hasta abril de 2025. Por tal motivo, se podría afirmar que existe cierta discordancia temporal,
pues no cabe seguir convocando plazas de Contratado Doctor pero tampoco recurrir a esta
nueva figura hasta que se haga efectiva su regulación autonómica y estatutaria15; no obstante,
y hasta entonces, las Universidades han salvado la deficiente técnica legislativa mediante —entre
otras soluciones— la equiparación de ambas figuras en requisitos, derechos, obligaciones y ré-
gimen retributivo y utilizando y modificando el reglamento interno que regulaba los concursos
para la provisión de plazas de personal docente e investigador contratado laboral fijo.  

Por otra parte, aquellos profesores que ya estuvieran ocupando un puesto de Profesor Con-
tratado Doctor a la entrada en vigor de la LOSU, mantendrán los derechos y deberes recogidos
en su contrato, pudiendo solicitar integrarse en la categoría de Profesor Permanente Laboral,
en su plaza y computando como fecha de ingreso en la misma la que tuviera en la modalidad
de origen. Además, y en los términos de la Ley 20/2021, de 28 de diciembre, de medidas ur-
gentes para la reducción de la temporalidad en el empleo público (BOE de 29 de diciembre),
las Universidades deberán promover procesos de estabilización a Permanente Laboral para los
que desempeñen la categoría a extinguir en interinidad (DT 5.ª LOSU). Y, para unos y otros,
promoverán concursos a plazas de Profesor Titular si hubieran conseguido la correspondiente
acreditación.

Finalmente, cabe recordar la existencia de otra figura laboral indefinida, el Profesor Colabo-
rador que el art. 51 LOU en su versión original contemplaba «para impartir enseñanzas sólo en
aquellas áreas de conocimiento que establezca el Gobierno [entre las que se encontraba el De-
recho del Trabajo y de la Seguridad Social], previo informe del Consejo de Coordinación Uni-
versitaria, entre Licenciados, Arquitectos e Ingenieros o Diplomados universitarios, Arquitectos
Técnicos e Ingenieros Técnicos», debiendo contar con acreditación de la ANECA u órgano au-
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13 GARCÍA BLASCO, J.: «Empleo público universitario y contratación laboral en la reciente Ley Orgánica del Sis-
tema Universitario (LOSU): del grupo normativo regulador a las fuentes del Derecho de aplicación», Briefs
AEDTSS, núm. 31, 2023, p. 2.
14 MORENO i GENÉ, J.: «La contratación laboral del personal docente e investigador en la Ley Orgánica del Sis-
tema Universitario», cit., p. 168.
15 Por ello, algún autor defendía que «hubiera sido mejor, como así se propuso mediante enmiendas, permitir a
las Universidades seguir contratando bajo la modalidad de Contratado Doctor hasta que se regulase completa-
mente la nueva figura», pues de lo contrario «parece claro que esta nueva figura no se va a convocar hasta dentro
de un par de años mínimo», MORENO i GENE, J.: «La contratación laboral del personal docente e investigador
en la Ley Orgánica del Sistema Universitario», cit., p. 169.
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tonómico equivalente. Eliminada tal categoría por la LOMLOU, la DT 5.ª LOSU, al igual que hizo
la DA 3.ª LOMLOU, permite continuar en el desempeño de sus funciones docentes e investiga-
doras a quienes estuvieran contratados bajo tal modalidad a la entrada en vigor de la nueva
normativa, pero accediendo directamente a Profesor Contratado Doctor (con la LOMLOU) o
Profesor Permanente Laboral (con la LOSU) los que, siendo indefinidos y ostentando en ese
momento el título de Doctor u obteniéndolo con posterioridad, obtengan la acreditación favorable
para tales figuras.

5. EL PROFESOR ASOCIADO Y SU ESTRENADO CARÁCTER INDEFINIDO ANTI-
FRAUDE

El art. 53 LOU permitía la contratación como Profesores Asociados de especialistas de re-
conocida competencia que acreditaran ejercer su actividad profesional fuera del ámbito acadé-
mico universitario con la finalidad de desarrollar tareas docentes, aportando así sus
conocimientos y experiencia profesionales mediante un vínculo laboral de carácter temporal (tri-
mestral, semestral o anual, con posibles e ilimitadas renovaciones) y a tiempo parcial, cuyo
desarrollo reglamentario venía dado por el art. 20 RD 898/1985, de 30 de abril, sobre régimen
del profesorado universitario (BOE de 19 de junio), que remitía a los Estatutos de cada Univer-
sidad para fijar los concretos términos, condiciones y funciones de tal figura, pero que por lo
común cubría la carga docente no cubierta por el personal propio, ya fuera por existencia de
vacantes o por interrupción temporal de sus servicios.  

Su configuración y justificación como contrato de duración determinada fue avalada por el
Tribunal de Justicia de la Unión Europea, sin perjuicio de un eventual abuso cuando su utilización
sucesiva o mediante renovaciones continuas no atendiera a necesidades provisionales o co-
yunturales si no que, por el contrario, cubriera necesidades docentes de carácter permanente16.
Pero, como es sabido, «la figura del asociado encubrió durante mucho tiempo a profesorado
que no podía acceder al funcionariado o a una relación contractual laboral estable por no con-
vocarse plazas al efecto», situación que afectó especialmente a investigadores postdoctorales
a quienes su Universidad no ofrecía otra alternativa y que se vio agravada aún más durante
unos años por la «obligación de cumplir con la normativa sobre estabilidad presupuestaria y
sostenibilidad financiera»17. Ese uso deliberadamente fraudulento generó una gran litigiosidad,
reconociendo al Alto Tribunal que en tal supuesto la consecuencia era su conversión en contrato
indefinido no fijo y la calificación del cese como despido improcedente18.

Tratando de solucionar el problema descrito19, el art. 79 LOSU convierte esta figura en un
contrato indefinido, lo que se compagina mal con la también nueva previsión de condicionarlo
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16 Por todas, STJUE 13 marzo 2014 (Asunto C-190/13, Márquez Samoano), comentada en DE CASTRO MEJUTO,
L. F.: «La potestad de la Universidad sobre sus profesores asociados contratados. Comentario a una sentencia
del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 13 de marzo de 2014», Anuario de la Facultad de Derecho de la
Universidad de La Coruña, núm. 18, 2004, pp. 391 y ss.
17 ROJO TORRECILLA, E.: «¿A qué se dedica un profesor asociado en la Universidad? ¿Qué régimen contractual
tiene? ¿Se cumple la normativa vigente? Sobre la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 13
de marzo de 2014 (I)», Blog: El nuevo y cambiante mundo del trabajo. Una mirada abierta y crítica a las nuevas
realidades laborales, 15 marzo 2004 (http://www.eduardorojotorrecilla.es/2014/03/a-que-se-dedica-un-profesor-
asociado-en.html).
18 SSTS 1 y 22 junio 2017 (recursos núm. 2890/20150y 3047/2015, respectivamente) o 28 enero 2019 (recurso
núm. 1193/2017).
19 Por extenso, ANDRÉS LLAMAS, M. A.: «El profesorado asociado: entre el fraude de ley la precariedad más ab-
soluta», en AA.VV. (DUEÑAS CASTRILLO, A. I., Dir.): La precariedad en la universidad española: un estudio en
primera persona, cit., pp. 217 y ss.
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a la existencia de «necesidades docentes específicas relacionadas con su ámbito profesional»,
inciso final que a su vez vincula necesariamente la actividad externa del Asociado con la do-
cencia a impartir, lo que no siempre ocurría con anterioridad en la práctica. 

De hecho, contempla su extinción por causas objetivas, con la indemnización correspon-
diente de veinte días de salario por año de servicio (art. 53.1.b ET)20, por la pérdida sobrevenida
de cualquiera de los requisitos establecidos, que precisamente consisten en el cese de la acti-
vidad principal —como una especie de la ineptitud sobrevenida del art. 52.a) ET y en cuyo caso
la finalización del contrato se producirá una vez concluya el curso académico— y en la inexis-
tencia de las «necesidades docentes específicas»21, lo cual denota que éstas eran de naturaleza
temporal, algo que además se reconoce indirectamente cuando se establece que su convoca-
toria no estará sujeta a la tasa de reposición de efectivos y su contratación no formará parte de
la Oferta de Empleo Público ni de los instrumentos similares de gestión de las necesidades de
personal (art. 79.c LOSU). 

A pesar de lo dicho, debido a su carácter indefinido legalmente establecido el Profesor Aso-
ciado podrá utilizarse con amplio margen de maniobra en cada Universidad para atender aque-
llas necesidades que aun siendo permanentes merezcan esa singular cobertura en atención a
las características de la asignatura o de la titulación o a cualquier otra circunstancia para bene-
ficiarse de sus conocimientos y experiencia profesionales, valor añadido que está presente en
los Profesores Emérito, Visitante y Distinguido y que, en cambio, mantienen su carácter tempo-
ral. 

Sea como fuere, sus funciones quedan limitadas a las docentes y a ciento veinte horas lec-
tivas por curso académico (doce créditos ECTS), límite inexistente para los vinculados a insti-
tuciones sanitarias; por su parte, el art. 79 LOSU excluye de forma expresa «el desempeño de
tareas estructurales de gestión y coordinación» y tácitamente las de investigación porque no
son objeto del contrato, aunque nada impide que las realice por su cuenta y en su propio bene-
ficio, conforme solía ocurrir bajo la LOU —sobre todo en el caso de «falso asociado»—, como
méritos para futuros contratos o acreditaciones22. 

En definitiva, el legislador ha decidido eliminar la temporalidad de este contrato como vía
para eliminar el fraude y su precariedad, pero la misma podría mantenerse en cuanto a la par-
cialidad y la retribución si persiste ese uso abusivo con personal que no ejerza esa actividad
docente como complementaria a su profesión externa sino como dedicación única. Para evitarlo,
la DT 7.ª LOSU ha previsto un proceso de estabilización en las Universidades públicas que ha
de ser culminado antes del 31 de diciembre de 2024 —hasta esa fecha los contratos de esta
modalidad vigentes a la entrada en vigor de la LOSU podrán renovarse en las mismas condi-
ciones— mediante concursos que garanticen los principios de igualdad, mérito, capacidad, pu-
blicidad y concurrencia y consistentes en la evaluación de méritos por una comisión compuesta
por miembros de la Universidad, conforme al art. 86.2 LOSU, pero sin que ello pueda suponer
un incremento de efectivos. Dentro del mismo plazo, para los profesores asociados con docencia
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20 Pues en la regulación anterior, y a pesar de ser un contrato de duración determinada, su extinción por cumpli-
miento del término no atribuía por sí misma derecho a indemnización, sin perjuicio de que el cese pudiera ser ca-
lificado como improcedente por uso fraudulento; por todas, SSTS 15 febrero 2018 (recurso núm. 1089/2016) o 17
septiembre 2020 (recurso núm. 3859/2017). 
21 A pesar de esa referencia expresa, la extinción puede obedecer a las restantes causas objetivas del art. 52 ET,
ROMERO BURILLO, A. M.: «La contratación laboral del personal docente e investigador en la Ley Orgánica
2/2023, de 22 de marzo, del Sistema Universitario», cit., p. 5. 
22 «Tal vez hubiera sido conveniente que esta materia se hubiera abordado de un modo expreso por la norma, in-
tentando alcanzar un equilibrio entre facilitar e, incluso, fomentar, que esta figura de profesorado desarrolle acti-
vidades investigadoras, y que ello no dé lugar al encubrimiento de falsos asociados», MORENO i GENÉ, J.: «La
contratación laboral del personal docente e investigador en la Ley Orgánica del Sistema Universitario», cit., p.
178.
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superior el actual tope de ciento veinte horas se podrá articular una actuación específica para
su transformación en Profesor Ayudante Doctor si estuvieran en posesión de tal título23. 

En parecidos términos, la DT 8.ª LOSU contempla unos mecanismos de adaptación eviden-
temente dirigido a los «falsos asociados»24, condicionados a la implementación del plan de in-
cremento del gasto público previsto en el art. 155.2 LO 2/2006, de 3 de mayo, de Educación
(BOE de 4 de mayo), y siempre que las Universidades tengan más de un veinte por ciento de
su plantilla docente, computada en efectivos, con contratos laborales de Profesores Sustitutos,
de Profesores Visitantes, Profesores Distinguidos y de Profesores Asociados, excluyendo al
profesorado asociado de Ciencias de la Salud.  En concreto, quienes hayan estado vinculados
a la Universidad al menos cinco cursos académicos de los últimos siete años a través de con-
tratos de Profesor Asociado (o cualquier otro contrato de duración igual o inferior a un año de
los previstos en la LOU) podrán acceder a un contrato predoctoral; de haber alcanzado ya tal
grado, tendrán preferencia para los concursos de acceso a Profesor Ayudante Doctor; y si, ade-
más, ya estuvieran contratados con carácter indefinido (cabe entender que como Asociado),
quedarán incluidos en un programa de promoción interna a Profesor Permanente Laboral.

6. EL PROFESOR SUSTITUTO, AUTÉNTICA INTERINIDAD PARA CUBRIR NECESIDA-
DES DOCENTES SOBREVENIDAS Y COYUNTURALES

La atención a las necesidades docentes específicas o imprevistas que tradicionalmente se
cubrían con Profesores Asociados quedan ahora encomendadas al Profesor Sustituto introdu-
cido por el art. 80 LOSU, sin que se le exija expresamente estar en posesión de los mismos re-
quisitos que el sustituido, especialmente por cuanto hace a titulación y acreditación25. 

Algunas Comunidades Autónomas contemplaban ya una figura interina similar —pues tal es
su finalidad— al amparo del art. 48.1 LOU que, tras su reforma por la LOMLOU, permitía el re-
curso a «las modalidades previstas en el Estatuto de los Trabajadores para la sustitución de
trabajadores con derecho a reserva del puesto de trabajo»26.

En efecto, tiene como la primera de sus causas la de «cubrir temporalmente un puesto de
trabajo hasta que finalice el proceso de selección para su cobertura definitiva», que se realizará
«de acuerdo con los principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad y en los términos
establecidos en la Ley 20/2021, de 28 de diciembre, de medidas urgentes para la reducción de
la temporalidad en el empleo público». 
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23 «Esta cláusula parece partir de la premisa de que en estos supuestos nos encontramos ante ‘falsos profesores
asociados’ a los que hay que reconducir a las figuras de profesorado propias de la carrera universitaria», MORENO
i GENÉ, J.: «La contratación laboral del personal docente e investigador en la Ley Orgánica del Sistema Univer-
sitario», cit., p. 182.
24 Sorprende que en el curso académico 2020-2021 hubiera 25.964 Profesores Asociados en el conjunto de las
Universidades españolas, sobre un total de 60.116 contratados en régimen laboral, MINISTERIO DE UNIVERSI-
DADES: Datos y cifras del sistema universitario español. Publicación 2022-2023, 2023, p. 139.
25 Sobre la cuestión, BALLESTER LAGUNA, F.: «El nuevo Estatuto del personal investigador predoctoral en for-
mación: un ‘traje a medida’ del contrato predoctoral», cit., p. 152. 
26 Defendiendo la diferenciación que ahora introduce la LOSU y abogando por la figura del profesor sustituto, al-
guna autora argumentaba que «la contratación de profesorado asociado para sustituir a un trabajador con derecho
a reserva del puesto de trabajo o para cubrir un puesto de trabajo hasta el proceso de selección, rompe con el
objeto real de esta figura, cuya función es acercar la práctica profesional a la Universidad y se solapa con la cau-
salidad del contrato de interinidad. Supone la precarización de un contingente de personas de cuestionable lega-
lidad: se está contratando personal a tiempo parcial, cuya retribución ya es exigua, para sustituir a profesorado
funcionario o contratado a tiempo completo. Esta práctica tan habitual en la Universidad intenta ser combatida
desde la regulación convencional con el profesor sustituto», CARMENA PAREDES, R.: «La regulación conven-
cional del contrato de interinidad en la Universidad: El profesorado sustituto», Revista Internacional y comparada
de Relaciones Laborales y Derecho del Empleo, vol.  5, núm. 3, 2017, pp. 53 y ss.
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Como segunda justificación, puede ser utilizado para sustituir al personal docente e investi-
gador —ya sea laboral o funcionario— con derecho a reserva de puesto de trabajo que sus-
penda temporalmente la prestación de sus servicios por aplicación del régimen de permisos,
licencias o situaciones administrativas, incluidas las bajas médicas de larga duración, distintas
a la de servicio activo o que impliquen una reducción de su actividad docente27, remitiendo im-
plícitamente al art. 15.3 ET pero introduciendo  tres reglas específicas. 

En primer lugar, la selección del profesorado sustituto se producirá mediante los procedi-
mientos de concurso público aplicables, pudiendo las Universidades establecer una bolsa de
empleo para su cobertura, previsión de gran utilidad para agilizar las coberturas de vacantes
que, normalmente, se producen súbitamente. 

En segundo término, «el contrato comprenderá la actividad docente lectiva y no lectiva y no
podrá superar la asignada a los profesores sustituidos. Frente a lo contemplado en los borra-
dores y proyectos anteriores, el art. 80.1 b) LOSU no contempla ninguna limitación al número
de horas lectivas que puede impartir el Profesor Sustituto, de modo que podrán ser tantas como
las que correspondían al profesor sustituido. Asimismo, también se prevé que la actividad del
Profesor Sustituto no podrá extenderse a actividades universitarias de otra naturaleza que tam-
bién pueda desarrollar el profesor sustituido, como son las de investigación o el desempeño de
funciones estructurales de gestión y coordinación, salvo que tengan directa relación con la ac-
tividad docente. Ambas previsiones parecen plenamente acertadas. La primera se dirige a ga-
rantizar que el Profesor Sustituto únicamente asuma las obligaciones docentes asignadas al
profesor sustituido y que no se utilice esta figura para satisfacer otras necesidades docentes
que por otros motivos puedan tener las Universidades públicas. Y, la segunda previsión, resulta
plenamente lógica, puesto que, a pesar de que con carácter general el profesor universitario
realiza durante su jornada de trabajo funciones de docencia, de investigación y, en su caso, de
transferencia y de gestión, el mismo únicamente puede ser sustituido por otro profesor en sus
labores docentes, puesto que el resto tienen un eminente carácter personal»28.

En último término, la duración del contrato, incluidas sus renovaciones o prórrogas, se co-
rresponderá con la de la causa objetiva que lo justificó, habiendo desaparecido el máximo de
tres años que contemplaba el Proyecto LOSU (art. 80.1.c LOSU). De esta forma, se cierra la
puerta «a una práctica muy extendida de limitar la duración de los contratos de sustitución de
profesores al periodo lectivo, terminando la vigencia del contrato con el mismo, aunque el tra-
bajador sustituido no se haya reincorporado aún a su puesto de trabajo»29.
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NORMAS PARA LA PUBLICACIÓN DE ORIGINALES

Documentación Laboral es una revista especializada en el ámbito científico del Derecho
del Trabajo y de la Seguridad Social, dirigida a publicar los trabajos e investigaciones ela-
borados por expertos en el ámbito jurídico laboral, constituyendo un canal que propicie la
difusión de los estudios de los socios de la Asociación Española de Derecho del Trabajo y
de la Seguridad Social, sin perjuicio de quedar abierta a la publicación de ensayos de es-
pecialistas en la materia no vinculados a la Asociación.

Los artículos publicados en esta revista son sometidos a un sistema de arbitraje externo,
consistente en el sometimiento de los originales a dos informes de lectura externos, en ré-
gimen de doble ciego, a tenor de los cuales el Consejo de Redacción de la Revista selec-
cionará los trabajos idóneos que publicar conforme a criterios objetivos de calidad,
actualidad, profundidad y oportunidad editorial. El autor será debidamente informado con
la antelación suficiente de la aceptación del trabajo, según los resultados de las dos lecturas
y con la indicación de las posibles modificaciones necesarias, o de su rechazo. Para ello
es imprescindible que, junto con el estudio, se adjunten los datos de identificación del autor,
incluyendo la mención de la institución a la que pertenece y su rango académico o profe-
sional, así como su dirección de correo electrónico.

Los trabajos deberán ser originales, inéditos y no deben haber sido presentados para la
aprobación en otra revista, libro o cualquier otra forma de edición pública. El autor asume
bajo su responsabilidad la originalidad de su contribución, exonerando a Documentación
Laboral de cuantas reclamaciones se pudieran generar por contravención de la normativa
vigente sobre propiedad intelectual. La inobservancia de cualquiera de las tres condiciones
señaladas libera a Documentación Laboral de cuantos compromisos de publicación hubiera
contraído con anterioridad al conocimiento de tales incumplimientos. La Revista igualmente
no se hace responsable de las ideas u opiniones vertidas por los autores en sus trabajos.
La publicación de las contribuciones remitidas supone la cesión a Documentación Laboral
de los derechos de explotación por parte de su autor, lo cual incluye, expresamente, el de-
recho de reproducción, distribución y comunicación pública de la obra. Los trabajos deberán
enviarse a aedtss@aedtss.com.

Documentación laboral
Revista de la Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social
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Notas de edición

Para los estudios se aconseja una extensión no superior a 50.000 caracteres. Las colabo-
raciones se realizarán en interlineado simple, en cuerpo 12 p. el texto principal y en cuerpo
10 p. las notas a pie de página. En todas las colaboraciones se deberá incluir el título del
trabajo (también en inglés), la autoría, el sumario (utilizando siempre números arábigos,
nunca romanos ni letras, no superando el triple apartado, p. e. 2.4.1, con el título de los
apartados reflejando literalmente, con plena coincidencia, el índice del trabajo, sin punto al
final de cada título de apartado; en tipografía Times New Roman 12 p.) y un resumen de
no más de 15 líneas (10 p.) referido al contenido esencial del artículo, así como una relación
de palabras clave. Tanto el resumen como las palabras clave deberán ir igualmente en in-
glés (abstract y key words, respectivamente).

Los libros se citarán: apellidos completos e inicial del nombre (en mayúsculas), título de la
obra (en cursiva), volumen o tomo, editorial, lugar y año de publicación y número de pági-
nas. Los capítulos de libros se citarán: apellidos completos e inicial del nombre (en mayús-
culas), título del capítulo (entre comillas), el título de la obra (en cursiva), volumen o tomo,
editorial, lugar y año de publicación y número de páginas. Los artículos se citarán: apellidos
completos e inicial del nombre (en mayúsculas), título del artículo (entre comillas), nombre
de la revista (en cursiva), número de la revista, fecha y páginas. Las normas se citarán de
la siguiente manera: RD Legislativo 1/1995, de 24 de marzo (BOE de 29 de marzo), por el
que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. Las citas de
jurisprudencia se llevarán a cabo mediante la aportación de datos objetivos de carácter ge-
neral que permitan su localización (Tribunal, sala, fecha y número de recurso o procedi-
miento). Las referencias bibliográficas dentro de una misma nota se ordenarán
alfabéticamente por el apellido del autor. Todas las referencias bibliográficas se incluirán
bajo el epígrafe «Bibliografía citada» al final de cada artículo.

Ejemplos:

VV.AA., La Responsabilidad civil por daños en las relaciones laborales, Ediciones Cinca,
Madrid, 2013.

GARCÍA QUIÑONES, J. C., «Movilidad funcional, movilidad geográfica y modificación sus-
tancial de condiciones de trabajo», en LAHERA FORTEZA, J. (coord.), Reforma Laboral
2012: preguntas y respuestas, Ediciones Cinca, Madrid, 2012, pp. 13-52.

CRUZ VILLALÓN, J., «El trabajo autónomo económicamente dependiente en España.
Breve valoración de su impacto tras algunos años de aplicación», Documentación La-
boral, n.º 98, 2013, pp. 19-36.
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OBSERVATORIO DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA
Políticas de empleo, trabajo a distancia y derechos digitales
Autores: VV.AA.
524 páginas / ISBN: 978-84-18433-45-0 / 40 € IVA incluido

ESTADO DE BIENESTAR
Autor: Rafael Calvo Ortega
208 páginas / ISBN: 978-84-16668-84-7 / 20 € IVA incluido

PODER DE DIRECCIÓN Y ESTRUCTURAS EMPRESARIALES COMPLEJAS
Dirección y Coordinación: J. Eduardo López Ahumada y Remedios Menéndez Calvo
414 páginas / ISBN: 978-84-16668-51-9 / 22 € IVA incluido

LAS REESTRUCTURACIONES EMPRESARIALES: UN ANÁLISIS TRANSVERSAL Y APLICADO
Coordinación: Ricardo Escudero Rodríguez
500 páginas / ISBN: 978-84-16668-03-8 / 25 € IVA incluido

GESTIÓN DE LA CULTURA Y GESTIÓN DE LA VIDA
Valoración y propuestas de empleo ecorresponsable desde la ecología profunda.
Dirección y Coordinación: Lina Gavira Álvarez
312 páginas / ISBN: 978-84-15305-98-9 / 20 € IVA incluido

TRABAJO, CUIDADOS, TIEMPO LIBRE Y RELACIONES DE GÉNERO EN LA SOCIEDAD ESPAÑOLA
Dirección y Coordinación: Carlos Prieto
318 páginas / ISBN: 978-84-15305-90-3 / 20 € IVA incluido

LA TRANSNACIONALIZACIÓN DE LAS RELACIONES LABORALES
Experiencias de gestión en las empresas multinacionales españolas
Director: Wilfredo Sanguineti Raymond
212 páginas / ISBN: 978-84-15305-82-8 / 19 € IVA incluido

LA DIMENSIÓN LABORAL DE LA INTERNACIONALIZACIÓN DE LA EMPRESA ESPAÑOLA
Una visión de conjunto de los instrumentos de gestión laboral transnacionales de las 
multinacionales españolas.
Director: Wilfredo Sanguineti Raymond
270 páginas / ISBN: 978-84-15305-69-9 / 20 € IVA incluido

CAMBIOS EN LAS CARACTERÍSTICAS DE LOS INMIGRANTES DURANTE LA CRISIS ECONÓMICA
Director: Lorenzo Navarrete Moreno
178 páginas. / ISBN: 978-84-15305-59-0 / 18 € IVA incluido

OBSERVATORIO DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA
Revisión e inaplicación de los salarios en la negociación colectiva: efectos derivados 
de la crisis económica
Coordinación: J. Eduardo López Ahumada
152 páginas / ISBN: 978-84-15305-46-0 / 18 € IVA incluido

OBSERVATORIO DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA
La negociación en materia de planes de igualdad: estudio analítico
Coordinador: Carlos L. Alfonso Mellado
400 páginas / ISBN: 978-84-15305-52-1 / 25 € IVA incluido

OBSERVATORIO DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA
Los espacios de la negociación colectiva tras las reformas laborales de 2010, 2011 y 2012
Coordinación: Wilfredo Sanguineti Raymond
176 páginas / ISBN: 978-84-15305-39-2 / 18 € IVA incluido

PROTECCIÓN SOCIAL Y COMUNIDADES AUTÓNOMAS
Cátedra Cantabria 2011
Coordinación: Lourdes López Cumbre
248 páginas / ISBN: 978-84-15305-21-7 / 22 € IVA incluido

OTRAS PUBLICACIONES DE EDICIONES CINCA Acceso digital colección:
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Acceso digital colección:

COLECCIÓN ESTUDIOS LABORALES

LA GOBERNANZA DE LOS DERECHOS DIGITALES DE LAS PERSONAS TRABAJADORAS
Director: J. Eduardo López Ahumada
274 páginas / ISBN: 978-84-18433-84-9 / 34 € IVA incluido

INCAPACIDAD TEMPORAL Y ABSENTISMO LABORAL: PREVENCIÓN, CONTROL Y RETORNO AL TRABAJO
Premio Tesis Doctoral AEDTSS 2023
Autora: Maria del Mar Crespí Ferriol
312 páginas / ISBN: 978-84-18433-83-2 / 34 € IVA incluido

EL RÉGIMEN JURÍDICO APLICABLE AL PERSONAL DE LAS EMPRESAS PÚBLICAS: 
ENTRE EL DERECHO DEL TRABAJO Y EL DERECHO ADMINISTRATIVO. 
Premio Tesis Doctoral AEDTSS 2022
Autor: Alfonso Esteban Miguel
240 páginas / ISBN: 978-84-18433-59-7 / 30 € IVA incluido

TIEMPO DE TRABAJO Y ECONOMÍA DIGITAL.
Limitación del tiempo de trabajo y garantía del descanso laboral
Autor: J. Eduardo López Ahumada
248 páginas / ISBN: 978-84-18433-62-7 / 30 € IVA incluido

EL DERECHO DEL TRABAJO POSTPANDEMIA Y EL MODELO DE PROTECCIÓN 
LABORAL DEL FUTURO
Autores: VV.AA.; Director: J. Eduardo López Ahumada
226 páginas / ISBN: 978-84-18433-54-2 / 30 € IVA incluido

SEGURIDAD SOCIAL E INTERVENCIÓN PÚBLICA EN AMÉRICA LATINA
Autores: VV.AA.; Director y Coordinación: J. Eduardo López Ahumada
142 páginas / ISBN: 978-84-18433-51-1 / 20 € IVA incluido

LECTURAS SOBRE EL DERECHO A LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA LABORAL, 4.ª ed.
Autor: Javier Gárate Castro
248 páginas / ISBN: 978-84-18433-50-4 / 30 € IVA incluido

NEGOCIACIÓN COLECTIVA Y ECONOMÍA DE PLATAFORMAS
Una herramienta tradicional para nuevos modelos de negocio
Autores: VV.AA.
294 páginas / ISBN: 978-84-18433-44-3 / 35 € IVA incluido

EL MODELO DE RESPONSABILIDAD LABORAL EN LOS GRUPOS DE EMPRESAS: 
UNA ANATOMÍA CRÍTICA
Premio Tesis Doctoral AEDTSS 2021
Autor: Oriol Cremades Chueca
366 páginas / ISBN: 978-84-18433-14-6 / 42 € IVA incluido

LA PROTECCIÓN POR DESEMPLEO EN EL DERECHO DE LA UNIÓN EUROPEA
Especial atención a la jurisprudencia del Tribunal de Justicia
Autor: José Manuel Pazó Argibay
206 páginas / ISBN: 978-84-18433-09-2 / 20 € IVA incluido

LA FORMACIÓN CONTINUA DE LOS TRABAJADORES
Premio Tesis Doctoral AEDTSS 2020
Autor: Óscar Requena Montes
242 páginas / ISBN: 978-84-18433-00-9 / 25 € IVA incluido

PROCEDIMIENTOS ESPECIALES DE LA OIT:
REFLEXIONES Y PROPUESTAS EN EL CONTEXTO DEL CENTENARIO
Autores: VV.AA.
Dirección y Coordinación: Tatsiana Ushakova
202 páginas / ISBN: 978-84-16668-90-8 / 20 € IVA incluido
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